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Resumen 
La presente investigación señala y cuestiona las falencias que se presentan dentro de 
un proceso liquidatorio de una empresa, en lo relacionado con la protección a la 
estabilidad en el empleo, en trabajadores con algún padecimiento de salud. Asimismo, 
se pretendió revelar las falencias normativas, evidenciando la problemática de orden 
social que trae de fondo, para así hacer aportes que armonicen fines económicos desde 
el ámbito social y laboral. 
Para tales fines, la investigación se sustentó desde una metodología eminentemente 
cualitativa y teórica, de manera inductiva y partiendo de aproximaciones teórico-críticas 
sobre la aplicación de la norma; además, se reconoció que a raíz de la expedición de la 
Constitución Política de 1991 se presentó el fenómeno de constitucionalización del 
Derecho del Trabajo. De esta manera, se concluye viendo la importancia que reviste la 
estabilidad laboral en su doble condición de principio y derecho constitucional 
fundamental, teniendo en cuenta la vocación de permanencia que caracteriza al trabajo 
y la exigibilidad de conductas, tanto positivas como negativas, que obligan al empleador 
a garantizar esta doble acepción. 
Finalmente, se destacó la importancia de aplicar normas de derecho internacional 
debidamente ratificadas por Colombia, que obligan al Estado a buscar mecanismos de 
reubicación y readaptación de personas en circunstancias de debilidad manifiesta por 
afecciones de salud, dentro de procesos liquidatorios de empresas. 
 








The present investigation points out and questions the deficiencies that arise in a 
company’s liquidation process, as regards the protection of job stability, in workers with 
a health condition. The aim was also to reveal the normative shortcomings, highlighting 
the underlying problems of the social order, in order to make contributions that harmonize 
economic aims from the social and labour spheres. 
For these purposes, the research was based on an eminently qualitative and theoretical 
methodology, in an inductive manner and on critical theoretical approaches to the 
application of the standard; In addition, it was recognized that following the issuance of 
the 1991 Political Constitution, the phenomenon of the constitutionalisation of labour law 
was introduced. This concludes by considering the importance of job stability as a 
fundamental principle and constitutional right, taking into account the need to remain in 
the workplace and the need to enforce behaviour, both positive and negative, which 
oblige the employer to guarantee this dual meaning. 
Finally, attention was drawn to the importance of applying rules of international law duly 
ratified by Colombia, which oblige the State to seek mechanisms for the relocation and 
rehabilitation of persons in circumstances of manifest weakness due to health conditions, 
as part of liquidating business processes. 
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 La finalidad de un proceso de liquidación judicial de una empresa en Colombia es la de 
proteger el crédito, así como la recuperación y conservación de la empresa como unidad de 
explotación económica y fuente generadora de empleo. No obstante, uno de los efectos de la 
apertura del proceso de liquidación judicial, es la terminación de los contratos de trabajo, con la 
correspondiente indemnización de perjuicios a favor de los trabajadores. Asimismo, también son 
terminados los contratos de trabajo de personas en situación de debilidad manifiesta, como 
consecuencia de sus padecimientos de salud, considerando así, inviable un traslado o 
reubicación de los trabajadores, en un lugar que jurídicamente ha dejado de existir.  
 Por lo anterior y en consonancia con las potestades otorgadas en el literal m del numeral 
9º del artículo 295l (Decreto No 663, 1993)  “Estatuto Orgánico del Sistema Financiero”; el artículo 
9.1.3.1.6 del Decreto 2555 de 2010 y el numeral 5º del artículo 50 de la (Ley No 1116, 2006) se 
estableció que “desde el inicio del proceso liquidatorio de una empresa, el agente liquidador sin 
la autorización del Ministerio del Trabajo tiene la facultad de poner fin unilateralmente a los 
contratos de trabajo sin distinción alguna”. 
 Así mismo, el artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo (1950), modificado por el 
artículo 5 Ley 50 (1990), dispone que “el contrato de trabajo termina por la liquidación o clausura 
definitiva de la empresa o establecimiento”. Sin embargo, uno de los principios constitucionales 
sobre los cuales se funda el derecho del trabajo es el de estabilidad en el empleo, que en 
palabras de la guardiana de la Carta Política (1991): 
(…) se traduce en que el trabajador se mantenga en el empleo, resistiéndose al despido 
y que aun cuando este último proceda, por razón del pago previo de una indemnización, 
no pueda fundarse en categorías de discriminación, pues esto implicaría su ineficacia, 
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al contrariar no solo los postulados de la Carta Política, sino además el Convenio 111 
de la OIT” (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C028, 2019). 
 Desde esta perspectiva, se ha erigido, jurisprudencialmente, el concepto de estabilidad 
laboral reforzada de personas en circunstancias de debilidad manifiesta por padecimientos de 
salud; la cual busca garantizar, “el empleo al trabajador que se encuentra con algún tipo de 
afectación en su salud pese a que no cuenta con una pérdida de capacidad laboral 
independientemente del tipo de contrato de trabajo” (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia 
C200, 2019). 
 Ahora bien, a pesar de que la estabilidad laboral reforzada busca proteger contra la 
contingencia del despido al trabajador enfermo, frente a un proceso liquidatorio de empresa, 
parece que la única opción que hasta el momento ofrece el legislador y la jurisprudencia, es la 
indemnización por sus condiciones de salud. 
 Lo anterior conlleva, a una solución apenas transitoria, dado que, en el mejor de los casos, 
la indemnización recibida alcanzaría, al trabajador y su familia, para subsistir no más de 180 días, 
esto según el artículo 26 de la Ley 361 (1997).  Bajo este panorama, el nuevo desempleado, 
además enfermo, se convierte en una carga familiar y social, sin la oportunidad de rehabilitarse 
y reincorporarse al mercado laboral, al carecer de una remuneración, o el medio para obtenerla, 
y así subsistir. 
 Dicho de otra manera, lo establecido en Colombia, actualmente, para procesos 
liquidatorios en empresas, no contempla ningún mecanismo diferente, respecto al proceso que 
se debe dar a los trabajadores que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta, 
como consecuencia de una enfermedad de origen común. Por este motivo, a pesar de que estas 
personas tienen el derecho al pago de todas sus acreencias laborales, incluyendo el pago de 
 
una indemnización equivalente a 180 días de salario (Ley 361, 1997), es evidente, que carecen 
de garantías de protección respecto a las posibilidades de preservar su empleo o trabajo. 
 De este modo, la presente investigación propone señalar y cuestionar las falencias 
presentes dentro de un proceso liquidatorio de una empresa, en lo referente a la protección de 
la estabilidad del empleo de trabajadores con padecimientos de salud. Por lo que se planteó la 
siguiente pregunta de investigación ¿existen mecanismos jurídicos que permitan brindar 
estabilidad laboral a trabajadores que son despedidos como consecuencia de un proceso 
liquidatorio empresarial a pesar de sufrir un padecimiento de salud?; en tal sentido, la respuesta, 
inicialmente, está dirigida a demostrar la inexistencia de mecanismos jurídicos, que permitan, 
brindar estabilidad en el empleo a trabajadores con enfermedades de origen común dentro de 
procesos liquidatorios de empresas. Además, el presente trabajo, pretende también, revelar las 
actuales falencias normativas, así como evidenciar la problemática social y brindar aportes que 
armonicen los fines económicos con los sociales y laborales. 
 Para tales fines, se emplea una metodología desde una perspectiva cualitativa y teórica1, 
a través del método inductivo y partiendo de aproximaciones teórico-críticas sobre la aplicación 
de la norma, por lo que la investigación desarrolla los siguientes acápites: 
 En el primer capítulo, se presenta el desarrollo conceptual de los términos quiebra, 
bancarrota e insolvencia, reseñando así, los antecedentes normativos de la liquidación de 
empresas en Colombia, paralelamente, analizando el trato brindado a los trabajadores, la 




1 “La perspectiva cualitativa está interesada por el estudio de los procesos complejos subjetividad y su significación, a 
diferencia de la perspectiva cuantitativa que está interesada por la descripción, el control y la predicción, es inductiva 
porque se interesa por el conocimiento y el hallazgo, más que por la comprobación y la verificación; es holística porque 
se ve a las personas y al escenario en una perspectiva de totalidad; y es interactiva del individuo con su entorno, de 
visión ecológica y reflexiva de la complejidad de las relaciones humanas”. (Hernández Sampieri, R., Fernández 




 Por su parte, en el segundo capítulo, se analizan las vertientes interpretativas del 
concepto de estabilidad laboral reforzada y su limitación frente a liquidación de empresas, 
además, se analiza a profundidad la estabilidad laboral reforzada de personas en situación de 
debilidad manifiesta como consecuencia de afecciones de salud, tomando en cuenta las 
manifestaciones hechas por la Jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia. Además, explica de manera detallada la estabilidad laboral 
reforzada de personas con padecimientos de salud en procesos liquidatorios y/o de 
reestructuración de empresas en la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
 De otro lado, el tercer capítulo, detalla los tratados y convenios internacionales 
relacionados con el principio de estabilidad laboral reforzada por razones de salud y su relación 
con procesos liquidatorios y/o de reestructuración de empresas privadas y entidades públicas. 
Asimismo, realiza una correlación entre el derecho colombiano y el derecho español, en torno al 
trato brindado a trabajadores con padecimientos de salud, dentro de procesos liquidatorios de 
empresas. 
  En cuanto al cuarto capítulo, este analiza el concepto de Estado social de derecho y su 
incidencia en el ámbito del derecho al trabajo, la noción de principio y los principios del derecho 
al trabajo en el ordenamiento jurídico colombiano; además, la teoría jurídica general de los 
derechos fundamentales y la estabilidad laboral. Brindando así, aportes que pueden servir para 
mitigar el conflicto entorno al problema suscitado, entre, la estabilidad laboral reforzada v los 
derechos económicos de las empresas, a través, de un análisis tridimensional de la dogmática 




1. Capítulo I                                                                                                          
Recuento histórico y normativo de la liquidación de empresas 
 
 El presente capítulo tiene como finalidad identificar los referentes históricos y normativos 
que amplían los elementos conceptuales, permitiendo así, resolver el problema de investigación 
planteado en la introducción. A su vez, con el propósito de comprender el fenómeno de la 
liquidación de empresas, se estudia la evolución histórica del concepto de quiebra, banca rota e 
insolvencia; seguidamente se analiza el desarrollo normativo de la liquidación de empresas en 
Colombia, desde la jurisprudencia de la Corte Constitucional, y finalmente desde la 
Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.  
1.1 Evolución histórica del concepto de quiebra, banca rota e insolvencia. 
 
 Para empezar, se reconoce que el concepto de quiebra o banca rota ha ido evolucionando 
a través de la historia; por ejemplo, en el Derecho Romano cuando un deudor moroso no pagaba 
sus deudas, como consecuencia de su estado de insolvencia, equivalía a una transgresión de la 
Ley Penal; por lo que (Margadant, 1960) plantea que: 
Era considerado como un delincuente y a través de la “manus injectio”2 el acreedor 
llevaba al deudor ante el pretor y luego de recitar ante este último una fórmula con 
formalidades específicas, el pretor anunciaba la palabra “Addico” (te lo atribuyo), lo que 
daba derecho al acreedor a llevar al deudor a su cárcel. (p.144). 
 Posteriormente, el acreedor, tal como lo afirma (Montoya, 1974) “podía exhibir al deudor 
y si nadie pagaba la deuda en un período de sesenta días, tenía la posibilidad de hacerlo esclavo 
junto con su familia y sus bienes o venderlo y hasta estaba facultado para matarlo” (p.115).   
 
 
2 Locución latina. Apoderamiento, aprehensión; acción de echar mano de una persona. 
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 Ahora, cuando eran varios los acreedores de un mismo deudor, se reconocía la igualdad 
de trato en la ejecución y se distribuía a prorrata de la obligación con cada acreedor el precio, 
obtenido por la venta en calidad de esclavo. Lo anterior, en palabras de (Montoya, 1974): 
Fue mermando y para el año 300 A.C., se promulgó la Lex Poetelia Papiria, en donde 
se consagró por primera vez la institución de la “Cesión de Bienes”, por medio de la cual 
se facultaba al deudor para ceder sus bienes a todos sus acreedores, conservando 
siempre su libertad personal (p.115).  
 De esta forma, se presentó una transformación del proceso, cambiando su naturaleza 
personal en donde indica (Montoya, 1974) “el deudor respondía con su libertad a una naturaleza 
real, en donde era destacable la persecución de los bienes del mismo, apareciendo 
posteriormente la MISSIO IN POSESSIONEM” (p.116),  por medio de la cual se concedía a los 
acreedores una posesión común sobre la totalidad de los bienes del deudor.  
 Así mismo y con el objetivo de garantizar una adecuada administración de los bienes del 
deudor, los Pretores3 decidieron nombrar a una persona distinta de los acreedores para que 
adjudicara definitivamente los bienes del moroso. Tal persona era llamada “Magister”, el cual era 
considerado para (Montoya, 1974) como “el primer antecedente de los actuales “Síndicos”.  
 Posteriormente y con mayor precisión, el concepto de quiebra o banca rota se desarrolló 
de forma concreta en la edad media, tal como lo explica (Montoya, 1974): 
En esta época, especialmente los genoveses ejercían su comercio de cambio utilizando 
mesas o mostradores al frente de los cuales colocaban como asientos o bancos de 
madera; si alguno de esos comerciante, maliciosamente faltaba a la buena fe, los 
Cónsules o Magistrados de la Feria les imponían entre otras penas las de hacerles 
 
 
3 Magistrado romano que ejercía jurisdicción en todo tipo de pleitos tanto en Roma como en las provincias. 
 
quebrar solemnemente ante el público el citado banco o banquillo, declarándoles al 
mismo tiempo indignos de alternar con los hombres de bien y excluyéndolos para 
siempre de la Feria.(p.118).  
 En otras palabras “la quiebra es definida como aquel “procedimiento judicial colectivo, 
cuyo origen se sitúa en el derecho estatutario medieval italiano, con el fin de satisfacer a los 
acreedores (…)” (Real Academia Española, RAE, 2018). Asimismo: 
En Francia se incluyó por primera vez la institución de la quiebra en 1667 a través del 
Reglamento de Lyon, el cual fue seguido por las Ordenanzas Francesas de 1673 y 
finalmente por el Código de Comercio Francés de 1807; este último introdujo el concepto 
del “derecho de la insuficiencia”, el que consagró lo relacionado con suspensiones 
quiebras y bancarrotas, en donde se estableció que la quiebra “es la situación legal de 
un comerciante que ha cesado en sus pagos, declarada judicialmente” (Montoya, 1974, 
p. 119). 
 Importante señalar que, este concepto influyó directamente en el Derecho Colombiano, 
por cuanto en el artículo 1937 del Código de Comercio se expresa diáfanamente que se 
“considerará en estado de quiebra el comerciante que sobresea en el pago corriente de dos o 
más de sus obligaciones comerciales” (Decreto 410, 1971) 
 Ahora bien, a pesar de que los términos quiebran y bancarrota expresan el mismo 
fenómeno o estado de un comerciante motivado por una cesación en el pago de las obligaciones, 
“la “insolvencia se constituye en una situación de hecho caracterizada por un desequilibrio 
patrimonial, el cual trae aparejados ciertos efectos jurídicos aun cuando (sic) no se hubiere 
declarado judicialmente” (Montoya, 1974, p. 119). 
 Por todo lo anterior, se puede concluir que una persona natural o jurídica puede 
encontrarse en situaciones que comprometan su solvencia económica, pero no necesariamente 
encontrarse en quiebra o bancarrota y mientras el estado de quiebra o bancarrota suele ser 
declarado judicialmente, la insolvencia inicialmente no requería de una declaración judicial. 
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 De esta manera, la (Real Academia Española, RAE, 2018) define insolvencia como “falta 
de solvencia, incapacidad de pagar una deuda” y “solvencia” como “carencia de deudas y 
“capacidad de satisfacerlas. En este orden de ideas, (Cabanellas, 2003) al respecto indica sobre 
insolvencia: 
Imposibilidad de cumplir una obligación por falta de medios. Incapacidad para pagar una 
deuda. Falta de prestigio. Desconfianza acerca de las dotes y moralidad de la persona 
que ha de ejercer un mando o dirigir una empresa. (citado por Cuberos 2005, p. 28).  
 En esa misma línea, Ospina (1993) manifiesta “la insolvencia, en el sentido etimológico 
de la palabra, es el deudor que no paga (in solvere). Pero es sobre entendido que no puede 
pagar porque su pasivo excede su activo” (citado por Cuberos 2005, p. 29). Desde otra 
perspectiva Fernández (s.f) expresa: 
 El sentido económico y jurídico de la palabra insolvencia, sobre todo con respecto al 
comercio, es el mismo: la impotencia del deudor para afrontar las obligaciones a su vencimiento; 
la circunstancia de que su activo supere a su pasivo es secundaria, sirviendo sólo de elemento 
de apreciación para determinar el significado de ciertos hechos demostrativos de la referida 
impotencia económica. (Citado por Cuberos, 2005, p. 29). Por su parte, para Carpentier (s.f) 
Debe entenderse por insolvencia, en el sentido del artículo 102 (del Código alemán de 
1898), la imposibilidad de procurarse actualmente los fondos necesarios para hacer 
frente a las deudas exigibles. La cesación de pagos no siempre concuerda con la 
insolvencia. A veces ocurre que un comerciante es solvente, es decir, su activo es 
superior a su pasivo, y, sin embargo, no puede hacer frente a sus obligaciones en un 
momento determinado de su vida comercial. (citado por Cuberos, 2005, p. 29). 
 Finalmente, la Organización Internacional del Trabajo, en adelante OIT, define en el 
Convenio 173 el término insolvencia como “aquellas situaciones en que, de conformidad con la 
 
legislación y la práctica nacionales, se ha abierto un procedimiento relativo a los activos de un 
empleador, con el objeto de pagar colectivamente a sus acreedores” (Organización Internacional 
del Trabajo, 1958). En consecuencia, es preciso indicar que para iniciar el proceso liquidatorio 
de una empresa, primero, por lo que es necesario establecer su estado de solvencia económica, 
razón por la cual a continuación se exponen los antecedentes normativos de la liquidación de 
empresas en Colombia. 
1.2 Desarrollo normativo de la liquidación de empresas en Colombia. 
 
 Uno de los primeros instrumentos normativos que se manifestó frente al estado de quiebra 
o liquidación de una empresa fue el (Congreso de la República de Colombia, 1940) que en 
palabras de (Vélez, 2011) dio inicio a la llamada “Etapa Peligrosista”: 
Del derecho concursal, por medio de la cual el gobierno de Eduardo Santos, en uso de 
facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso de la época buscó “dar seguridad 
al crédito, severidad en el castigo del fraude y celeridad en la liquidación de los 
patrimonios en bancarrota”). (p.1).  
 Ahora bien, este Decreto se destacó por ser una severa, impositiva y cruel, por cuanto 
presumía la mala fe del deudor quebrado y daba facultades al juez del concurso para decretar la 
detención del deudor y hasta condenarlo penalmente. 
 No obstante, el Decreto 750 (1940) desarrolló por primera vez la figura del concordato, 
procedimiento mediante la cual se permitía al síndico4 o a los acreedores que tuviesen más de 
la mitad del pasivo, solicitar al Juez la realización de una reunión general con el objetivo de 
buscar convenios amigables. Ahora, si al término de esta reunión los acreedores votaban 
favorablemente por un acuerdo amigable, se celebraba un “concordato” previa aprobación del 
 
 
4 El síndico es definido en los concursos de acreedores y en las quiebras, como el encargado de liquidar el activo y 
pasivo del deudor, para satisfacer en lo posible, y de acuerdo con las prelaciones legales los créditos contra él.  
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juez, cuyas obligaciones consignadas eran de obligatorio cumplimiento tanto para el deudor 
como para los titulares de los créditos. 
 Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia a través de una sentencia (1969) declaró del 
Decreto Ley 750 (1940) inconstitucional, en ese sentido Vélez (2011) sostiene que “a esta 
disposición normativa se le dio un entierro de quinta, por cuanto seis lustros después de su 
expedición se argumentó que el gobierno había excedido las facultades otorgadas por el 
legislador” (p.2).  
 De igual forma, frente al vacío dejado con la inconstitucionalidad del Decreto 750 (1940) 
era imperativo que se regulara la figura de la quiebra; de esta necesidad surgió el Decreto 2264 
(1969), el cual fue proferido por Carlos Lleras Restrepo, en uso de la Ley 16 (1968), por medio 
de la cual le fueron otorgadas facultades extraordinarias, en donde por vez primera se regularon 
las figuras del concordato preventivo potestativo5 y del concordato preventivo obligatorio. 
 En cuanto al (Congreso de la República de Colombia, 1940) y (Decreto 2264, 1969), es 
necesario destacar que, en lo relacionado con aquellos créditos causados al momento del 
concordato por salarios y prestaciones sociales adeudadas a trabajadores, se pagaban de 
preferencia; esto sustentado en el artículo 2495 del Código Civil, en donde se manifiesta “que los 
salarios, sueldos y todas las prestaciones provenientes del contrato de trabajo son considerados 




5 “Art 1 Decreto 2264 de 1969: “El concordato preventivo tiene por finalidad convenir: La simple espera de los 
acreedores, o el pago escalonado o parcial de sus créditos; la concesión de quitas; la enajenación o gravamen de los 
bienes del deudor; la administración de éstos por una tercera persona o por los acreedores, o la simple vigilancia de 
la gestión del deudor; y en general la reglamentación de las relaciones entre el deudor y los acreedores.” 
 
 Además, de lo antes explicado, el artículo 9º del Decreto 2264 (1969) era enfático en 
manifestar que, la única manera para que el Juez homologase el concordato realizado entre el 
deudor y los acreedores, era a través de la cancelación de todos los créditos laborales y fiscales, 
o la concesión de plazos por los respectivos acreedores. En suma, si el deudor no pagaba sus 
acreencias laborales no podría iniciar con el proceso de concordato, ofreciendo una especial 
protección a los trabajadores como reclamantes de primera clase. 
 Así las cosas, de la lectura del Decreto 2264 (1969) no hay lugar a dudas que el propósito 
del Gobierno Lleras era el de entregar una norma meramente provisional, por cuanto se 
estableció literalmente como un “Proyecto de Código de Comercio”. 
 De ahí que, como resultado de la emanación de esta norma provisional, dos años 
después, se profirió el Decreto Ley Número 410 (1971) en ejercicio de las facultades 
extraordinarias otorgadas a través de la Ley 16 (1978) por el Congreso al presidente de la 
República Misael Pastrana Borrero, dando origen al mejor llamado “Código de Comercio”. 
 Como lo hace notar (Rodríguez , 2007) el Código de Comercio de 1971 incorporó dos 
mecanismos para resolver las situaciones de crisis del comerciante: 
De una parte, en el Título I del Libro Sexto contempló las figuras de los concordatos 
preventivos potestativo y obligatorio y, de otra parte, en el Título II del Libro Sexto, la 
quiebra, en una regulación armónica, construida con la paciencia propia de un artesano” 
(p. 5). 
 En ese orden de ideas, se destaca que las figuras del concordato preventivo potestativo 
referido en los artículos 1910 a 1927 del Título I del Libro VI del Código de Comercio y el 
concordato preventivo obligatorio y liquidación forzosa administrativa contemplado en los 
artículos 1928 a 1936 del mismo título y libro, se introdujeron como maneras de evitar la quiebra 
de la empresa; el primero mediante un trámite judicial y el segundo destinado a grandes 
empresas con capitales elevados o con más de cien trabajadores permanentes, cuyo trámite se 
debía hacer ante la Superintendencia de Sociedades. 
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 Así pues, se evidencia como novedad del Decreto 410 (1971) frente al Decreto 2264 
(1969), que las facultades otorgadas a la Superintendencia de Sociedades, especialmente en el 
artículo 1929, en donde se expresó nítidamente que los concordatos preventivos obligatorios se 
realizarían por esta entidad y en el artículo 1936 se manifestó que serán ineficaces las 
actuaciones de los jueces o de cualquier otro funcionario en detrimento de las funciones 
atribuidas a la Superintendencia ya aludida.  
 De otra parte, el Título I del Libro Sexto del Código de Comercio expresó en su artículo 
1920 que, los créditos ciertos ya causados por salarios y prestaciones sociales de los 
trabajadores, gozaban de preferencia en el pago antes de ejecutar cualquier otra decisión 
concordataria, lo cual de manera análoga al derogado Decreto 2264 (1969), brindaba una 
especial protección a los trabajadores pertenecientes a la empresa o comerciantes sujetos a 
concordato. Simultáneamente, el artículo mencionado estableció que, los créditos que se 
causaren durante la tramitación y la vigencia del concordato por concepto de salarios y 
prestaciones sociales se deberían pagar de preferencia como gastos de administración de los 
negocios del deudor. En tal sentido, el contexto descrito indica que, a pesar de tratarse de un 
procedimiento enfocado en un trámite netamente mercantil, se buscó proteger a los trabajadores 
como acreedores preferentes. 
 Como consecuencia de la crisis económica, desarrollada a comienzos de la década de 
los 806, fue proferido bajo el Gobierno de Virgilio Barco el Decreto 350 (1989), que en su artículo 
3º modificó estructuralmente el artículo Título I del Libro Sexto del Código de Comercio 
 
 
6 “Como es usual en materia de insolvencia la reforma vendría motivada por un cambio en las placas tectónicas de la 
economía. En 1982 estalló la primera gran crisis económica de la posguerra que arrasó al sector financiero colombiano 
y de paso puso a tambalear a gigantes del sector real, como las textileras antioqueñas. La crisis, que no llego a ser 
abismal como en otros países latinoamericanos, logró ser controlada con un severo plan de ajuste. No obstante, una 
de sus muchas consecuencias fue la confirmación de que el marco concursal existente desde 1971 era patentemente 
ineficaz para lidiar con situaciones de riesgo sistémico en la economía.” (Vélez, 2011)  
 
relacionado con los concordatos preventivos, estableciendo como fin principal de los mismos, el 
de conservar y recuperar la empresa como unidad de explotación económica y fuente generadora 
de empleo, así como la protección al crédito. 
 Respecto a las acreencias laborales, el mismo decreto en su artículo 22 dispuso que los 
trabajadores del empresario, con créditos causados en la fecha del auto admisorio del trámite 
del concordato por salarios y prestaciones salariales, tendrían que hacerse parte en el momento 
de presentación de los créditos, por sí o por medio de apoderado, gozando estas acreencias del 
privilegio otorgado en el Código Civil. 
 No obstante, es importante destacar que, con la expedición de la Constitución Política 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991), el artículo 333 ubicado dentro del Título XII referido al 
régimen económico y de la hacienda pública, manifestó la vital importancia que tiene la empresa 
como base de desarrollo dentro del contexto económico y resaltando la función social que tiene7. 
 Asimismo, se evidencia en el artículo 333, la obligación del Estado en torno a la promoción 
del desarrollo empresarial y el fomento a la libertad económica, controlando el abuso por parte 
de empresas que tengan una posición dominante. Posteriormente, bajo el mandato del 
Gobierno de Ernesto Samper,  se profirió la Ley 222   (Congreso de la República de Colombia, 
1995), por medio de la cual se modificó el Libro II del Código de Comercio y se expidió un nuevo 
régimen de procesos concursales, basado en la unificación del concurso aplicable a todos los 
deudores, buscando la recuperación de la empresa y profesionalizando los especialistas 
 
 
7 “Las normas y principios que en materia económica ha incorporado la Constitución Política, no permiten sostener 
que las hipótesis legales a las que se ha hecho alusión sean excepcionales. En primer lugar, al lado de la libertad 
económica, la Constitución le asigna a la empresa, como base del desarrollo, una función social que implica 
obligaciones. Sin pretender sujetar a los agentes económicos a una dirección unitaria centralizada, se reconoce que 
su acción no solamente se justifica en términos del sujeto individual que ejercita legítimamente una determinada 
actividad, sino también de la economía en general. La satisfacción de necesidades de la comunidad se confía en un 
alto grado a las empresas, de las que depende el nivel de empleo y bienestar. De ahí que la empresa se exprese en 




concursales; manifestándose como principal novedad la despenalización de la quiebra, como 
consecuencia de la derogatoria explícita del artículo 292 del Código de Comercio8. 
 De esta manera, en materia de acreencias laborales, el artículo 97 de la Ley 222 
(Congreso de la República de Colombia, 1995), dispuso que, al ser presentada la solicitud de 
concordato por parte del deudor, este tenía el deber de allegar una relación de sus trabajadores, 
indicando el cargo desempeñado; el personal jubilado a su cargo y los ex trabajadores a quienes 
se adeude sumas de carácter laboral, especificando el monto individual actualizado de cada 
acreencia. 
 Simultáneamente, el artículo 121 de la Ley 222 reiteró lo expresado en el artículo 22 del 
Decreto 350 (1989) y del artículo 1920 del Código de Comercio, en cuanto al derecho de 
preferencia de los créditos por salarios, prestaciones sociales y aportes a seguridad social; 
agregando a este mismo trato lo relacionado con las “mesadas pensionales” y apareciendo como 
principal novedad la posibilidad de ser representados por el sindicato de base reconocido por la 
ley laboral. Como consecuencia, de la crisis económica desatada en 1998 quedó demostrado 
que la Ley 222 (1995) era una norma bastante rigurosa en su aspecto procesal, ofreciendo un 
“proceso de salvamento empresarial excesivamente rígido y formal, quizás útil en circunstancias 
de normalidad, pero paquidérmico cuando se trataba de tramitar centenares de insolvencias al 
mismo tiempo” (Vélez, 2011, p.8). 
 A partir de lo anteriormente expuesto, el Gobierno de Andrés Pastrana Arango promovió 
la Ley 550 (Congreso de la República de Colombia, 1999) caracterizada por la transición desde 
 
 
8 “Ley 222 de 1995. ARTÍCULO   242. NORMAS DEROGADAS. Esta Ley deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el Capítulo I del Título II del Libro Segundo, el Título II del Libro Sexto y los 
artículos 121, 152, 292, 428, 439, 443 y 448 del Código de Comercio; los artículos 2079 a 2141 del Código Civil; el 




un proceso jurisdiccional reglado hacia un trámite contractual, regido esencialmente por la 
autonomía de la voluntad de las partes, para celebrar un acuerdo de reestructuración entre la 
sociedad deudora y sus acreedores. 
 Por tal razón, con base en los artículos 333 y 334 de la Constitución Política (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991), la Ley 550 (Congreso de la República de Colombia, 1999) 
estableció la intervención del Estado en la economía con el fin de promover la reactivación y el 
empleo, así como por “propender porque las empresas y sus trabajadores acuerden condiciones 
especiales y temporales en materia laboral que faciliten su reactivación y viabilidad”, mediante la 
realización de acuerdos de reestructuración a favor de las empresas con dificultades en sus 
obligaciones pecuniarias, pero económicamente viables. 
 Es así como, a través, de la invención de los denominados “acuerdos de reestructuración” 
en el artículo 5º de la Ley 550 (Congreso de la República de Colombia, 1999), el legislador, tuvo 
como objetivo principal la celebración de convenciones entre los acreedores externos e internos, 
con la colaboración de un promotor, tendientes a corregir las deficiencias originadas en la 
capacidad de operación de las empresas, teniendo como fin principal, atender sus obligaciones 
pecuniarias. 
 En lo que refiere al aspecto laboral, se destaca que el numeral 9º del artículo 34 de la Ley 
550 (Congreso de la República de Colombia, 1999) el cual expresó uno de los efectos legales 
del acuerdo de reestructuración, el pago preferente de conformidad con la prelación de créditos 
establecida en el Código Civil, dentro de las que se encuentran las acreencias laborales como 
créditos de primera clase9; por su parte el numeral 12 del mismo artículo expresó que aún ante 
 
 
9 “ARTICULO 2495. <CREDITOS DE PRIMERA CLASE>. La primera clase de créditos comprende los que nacen de 
las causas que en seguida se enumeran: 
1. Las costas judiciales que se causen en el interés general de los acreedores. 
2. Las expensas funerales necesarias del deudor difunto. 
3. Los gastos de la enfermedad de que haya fallecido el deudor. 
Si la enfermedad hubiere durado más de seis meses, fijará el juez, según las circunstancias, la cantidad hasta la cual 
se extienda la preferencia. 
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el evento de ser liquidada la empresa, tendrán prelación los créditos pensionales, laborales y de 
seguridad social, además de los fiscales y de adquisición de vivienda. 
  Finalmente, el legislador expidió la Ley 1116 (Congreso de la República de Colombia , 
2006), en donde recogió las experiencias de las anteriores leyes y las incorporó junto con los 
trabajos de la Comisión de las Naciones Unidas para la Unificación del Derecho Mercantil 
Internacional, CNUDMI, que se concretan en la guía legislativa en materia de insolvencia y en la 
Ley Modelo en Materia de Insolvencia Transfronteriza. 
 En tal sentido, esta Ley estableció en su título III una novedad legislativa, denominada 
“de la insolvencia transfronteriza”, que tiene dentro de sus principales finalidades, la de regular 
la cooperación entre las autoridades competentes, tanto colombianas como extranjeras, 
protegiendo así los intereses de todos los acreedores y demás partes interesadas. 
 Así mismo, en el artículo 6º de la misma Ley, se dio la denominada judicialización del 
proceso de insolvencia, cambiando el enfoque de la Ley 550 (Congreso de la República de 
Colombia, 1999), en donde la Superintendencia de Sociedades fue facultada para actuar como 
juez, de única instancia, así como para intervenir y dirigir el proceso de insolvencia, facultades 
también otorgadas a los jueces civiles del circuito del domicilio principal del deudor. 
 Cabe indicar que, en lo concerniente al aspecto laboral, por primera vez en la historia 
legislativa, desde 1940, en el artículo 50 de la Ley 1116 (Congreso de la República de Colombia 
, 2006) se estableció como uno de los efectos de la apertura del proceso de liquidación judicial, 
la terminación de los contratos de trabajo, con el correspondiente pago de las indemnizaciones 
 
 
4. <Numeral subrogado por el artículo 1o. de la Ley 165 de 1941. El nuevo texto es el siguiente:> Los salarios, sueldos 
y todas las prestaciones provenientes del contrato de trabajo. 
5. Los artículos necesarios de subsistencia, suministrados al deudor y a su familia durante los últimos tres meses. 
El juez, a petición de los acreedores, tendrá la facultad de tasar este cargo si le pareciere exagerado. 
6. Lo créditos del fisco y los de las municipalidades por impuestos fiscales o municipales devengados.” (Negrita y 
Subrayado por fuera de texto original). 
 
a favor de los trabajadores sin necesidad de autorización administrativa o judicial alguna, 
aplicable inclusive, como lo hace notar Isaza y Lenis( 2016): 
A la terminación de los contratos de trabajo de empleados que gozan de una protección 
constitucional especial, como en el caso de quienes cuentan con estabilidad laboral 
reforzada (trabajadoras en estado de embarazo, trabajadores con fuero sindical, en 
situación de discapacidad, entre otros). 
 Por los argumentos expuestos en estado del arte, en materia concursal y luego de casi 
80 años de historia legislativa, es claro que hasta el momento no se ha establecido un trato 
distinto a aquellos trabajadores que gozan de una protección constitucional especial con motivo 
de las especiales condiciones de debilidad manifiesta, como consecuencia de padecimientos de 
salud, lo que a todas luces constituye una laguna normativa que hasta el momento el legislador 
parece no tener intención de reparar.  
 
1.3 Desarrollo histórico de la jurisprudencia de la Corte Constitucional en torno 
a la liquidación de empresas. 
 
 Frente a la liquidación de empresas, la Corte Constitucional se ha manifestado a través 
de un control concreto, como de uno abstracto de constitucionalidad. De acuerdo con (Quinche, 
2010) la diferencia entre uno y otro tipo de control constitucional, radica en que el control 
concreto, el autor argumenta: 
Acontece en virtud del ejercicio de las acciones constitucionales y más precisamente, 
por el de la acción de tutela, dispuesta en el artículo 86 de la Constitución. Se trata de 
un control, difuso, ya que es ejercido por la totalidad de los jueces de la República. Se 
lo denomina “concreto” en atención a que no hay análisis abstracto o normativo de 
constitucionalidad, sino que son evaluados los hechos respecto de la Constitución y más 
precisamente, respecto de los derechos fundamentales. (p.641). 
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 Mientras que, el control abstracto, se trata de un control normativo, en el que los hechos 
cumplen una función secundaria, por lo tanto, continuando con (Quinche, 2010) 
En virtud de este control, la norma demandada o examinada es confrontada con los 
enunciados contenidos en la Constitución Política. Como se mencionó, es ejercido sobre 
actos legislativos, leyes, decretos con fuerza de ley, decretos legislativos, proyectos de 
ley y tratados. (p.626). 
 Frente al control concreto, en la sentencia T- 323 (1996), la Corte Constitucional 
manifestó que “la grave situación económica del empleador, como es la concordataria, no es 
justificación para que éste se sustraiga de las obligaciones laborales anteriormente adquiridas 
con sus trabajadores activos, ex trabajadores y pensionados” (Corte Constitucional, Sala tercera 
de revisión, 1996) 
 Similarmente, en la sentencia T-299 (1997) la Corte expresó, de manera enfática que de 
conformidad con los artículos 13, 46 y 48 de la Constitución, “al momento de efectuar el pago de 
los créditos concordatarios, así como los gastos de administración, los créditos de carácter 
laboral gozan de una prelación absoluta, tanto desde un punto de vista legal como constitucional”. 
(Corte Constitucional, Sala tercera de revisión, 1997) 
 En esa misma línea, la Corte Constitucional en sentencia T-458 (1997) expresó de 
manera categórica que: 
Las autoridades de control y vigilancia como lo son el Ministerio del Trabajo y la 
Superintendencia de Sociedades deben velar por la adopción de medidas conducentes 
y necesarias dentro del trámite de un concordato (hoy liquidación), para garantizar el 
pago de los derechos laborales de trabajadores y pensionados. (Corte Constitucional. 
Sala tercera de revisión , 1997) 
 Asimismo, en la sentencia T-636 (1998), la Corte expuso que: 
 
Ante la difícil situación económica del patrono, como es el caso de un concordato, no es 
justificación para que se sustraiga de las obligaciones laborales previamente contraídas 
con sus trabajadores activos, ex trabajadores y pensionados, en tanto se trata de 
créditos que están orientados a atender necesidades básicas inmediatas. (Corte 
Constitcuional , 1998) 
 De otro lado, en la sentencia T-658 (1998), se evidencia que: 
Ante el impago de obligaciones de mesadas pensionales por parte de Croydon S.A., que 
había entrado a proceso de liquidación obligatoria, la Corte decidió que como 
consecuencia de la violación del derecho a la seguridad social y al mínimo vital del 
accionante, el agente Liquidador de la Superintendencia de Sociedades para la empresa 
en mención, debía pagar al actor las mesadas atrasadas con la debida indexación y 
ordenó al Ministerio del Trabajo la realización de los estudios necesarios para llevar a 
cabo la conmutación pensional de Croydon.(Corte Constitucional, Sala cuarta de 
revisión, 1998).  
 Al mismo tiempo, en providencia T-025 (1999), frente al retraso en el pago de los salarios 
de trabajadores de la empresa EDINALCO, que se encontraba en proceso de concordato, la Sala 
Primera de Revisión de la Corte manifestó: 
Que la situación en que se colocaba a los accionantes al no percibir estos sus salarios, 
vulneraba el derecho a un mínimo vital; además de resaltar que las acreencias laborales 
pertenecen a la categoría de créditos preferentes que incluso hacen parte de los 
denominados gastos de administración dentro del proceso concordatario. (Corte 
Constitucional, Sala primera de revisión, 1999) 
 De igual forma, en la sentencia T-146 (2000) la Sala Quinta reiteró que: 
Por el hecho de encontrarse una empresa en un proceso concordatario, no la exime de 
cumplir con las obligaciones laborales previamente contraídas, las cuales deben ser 
asumidas como gastos de administración con preferencia en su pago, tal como está 
20 
 
dispuesto en la Ley 222 de 1995. Por lo anterior, la Corte Constitucional decidió ordenar 
al Instituto Médico Técnico SANICOL S.A., en liquidación, pagar de manera preferente 
los salarios adeudados de los accionantes (Corte Constitucional, Sala quinta de revisión, 
2000) 
 Además, en la sentencia T-167 (2000) se expresó por parte de la Corte: 
Tampoco, resulta relevante si el responsable de los pagos se encuentra, como en este 
caso, en algún trámite concursal, concordato o acuerdo de recuperación de negocios, o 
en concurso liquidatorio, ni si el proceso correspondiente se adelanta ante una entidad 
administrativa, como la Superintendencia de Sociedades, o ante un juez de la República. 
La esencia del asunto está en que cuando una persona tiene reconocido su derecho al 
salario o a la mesada pensional, aspectos no sustanciales al propio reconocimiento, no 
pueden menoscabar el mínimo vital del interesado, pues, de ser ello así, se pone en 
situación de indefensión, o de subordinación, según el caso, y resulta procedente que 
el juez de tutela conceda el amparo buscado. (Corte Constitucional, Sala quinta de 
revisión, 2000) 
 De otra parte, en la sentencia SU 636 (2003) la Corte reiteró que:  
La ley otorga carácter preferencial a las acreencias laborales, dentro de las cuales 
también se encuentran las obligaciones en materia pensional, y que la falta de pago por 
parte de Industrial Hullera S.A. vulneró los derechos fundamentales a la dignidad 
humana, la salud y el mínimo vital de los pensionados y como consecuencia, se ordenó 
al Liquidador de la empresa referida, a liquidar y pagar las mesadas pensionales 
impagadas a todos los pensionados a cargo de dicha sociedad. (Corte Constitucional, 
Sala plena, 2003). 
 Ahora bien, en la sentencia T-330 (2005), la Corte Constitucional expresó: 
 
En los casos de liquidación de empresas, cuando pese a la incuria del patrono, y la 
decisión favorable al trabajador en la acción de reintegro, se hace jurídicamente 
imposible la reincorporación del empleado, será mediante un proceso ordinario 
laboral, en el cual intervenga el trabajador, que habrá de determinarse la admisibilidad 
de la causal alegada por la entidad. El juez laboral debe entonces determinar si, de 
hecho, la reincorporación no es posible y la consecuente indemnización a que 
tiene derecho el trabajador a título de indemnización. (Negrita por fuera de texto 
original). (Corte constitucional, sala séptima de revisión, 2005).  
 Lo anteriormente expuesto, en las sentencias citadas, es de vital importancia, por cuanto 
más allá del trámite y de la autoridad competente; se reconoce que frente a la existencia de 
derechos ciertos e indiscutibles por parte del trabajador como lo son el salario, prestaciones 
sociales y pagos en seguridad social, no pueden ser desconocidos por el empleador, así, este 
último se encuentre ante contingencias económicas y de no ser posible la reincorporación o 
reubicación en el empleo, habrá lugar a la consecuente indemnización a favor del trabajador. 
 Finalmente, y consecuentemente con lo expuesto, en la sentencia T-360 (2007), la Sala 
Primera de Revisión de la Corte Constitucional manifestó: 
Los trabajadores despedidos en virtud de la liquidación de la entidad administrativa -sin 
obtener previamente autorización judicial-, tienen el derecho a obtener una 
indemnización por la terminación unilateral sin justa causa de su contrato de 
trabajo, sustitutiva del reintegro, la cual deberá comprender los salarios, con sus 
incrementos y las prestaciones sociales, tanto legales como convencionales, desde la 
fecha en que se produjo el despido hasta la fecha en que culmine el proceso de 
liquidación. (Negrita por fuera de texto original)). (Corte Constitucional, Sala primera de 
revisión, 2007) 
 Dicho esto, se puede inferir que, en la copiosa jurisprudencia de la Corte, las salas de 
revisión de la misma, han impuesto a las empresas y a sus agentes liquidadores, la obligación 
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de pagar las acreencias laborales (incluidas acreencias pensionales), así como los aportes a 
seguridad social, que deberán ser incluidos, dentro de los gastos de administración dentro del 
trámite liquidatorio.   
 Adicionalmente, de cara al control abstracto de constitucionalidad y como 
consecuencia de las expresas facultades concedidas en el artículo 241 de la Carta de 1991, la 
Corte Constitucional como guardiana de la supremacía e integridad de la Constitución, se ha 
manifestado frente a acciones públicas de inconstitucionalidad relacionadas con el régimen de 
insolvencia. 
 En ese orden de ideas, la Corte Constitucional se ha pronunciado tanto en relación con 
las normas que regulan el régimen para la liquidación de entidades públicas (i), así como de las 
normas que regulan el régimen para la liquidación de entidades privadas (ii). Ahora, frente a las 
normas que regulan el primer régimen, la Corte Constitucional a través de la sentencia C - 291 
de 2002 se pronunció sobre el artículo 2 literal d) y el parágrafo 2º del Decreto 254 de 2000: 
Por el cual se expide el régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden 
nacional”, frente al cargo según el cual se dejaba desprotegidos a los acreedores 
laborales, la Corte resaltó que en tratándose del pago de salarios y pensiones, aquella 
suspensión que comprometa la efectividad de derechos de naturaleza fundamental y la 
afectación del mínimo vital, son reclamables a través de la acción de tutela. (Corte 
Constitucional, Sala plena, 2002) 
 Consecuentemente, frente a las normas que regulan el régimen para la liquidación de 
entidades privadas, la Corte Constitucional en la sentencia C-071 (2010), al analizar acción 
pública de inconstitucionalidad en contra del numeral 5º del artículo 50 de la Ley 1116 (Congreso 
de la República de Colombia , 2006), frente a la solicitud de un ciudadano que demandó la 
inexequibilidad de este numeral por considerar que: 
 
La autorización de terminar contratos de trabajo a personas naturales y jurídicas, una 
vez decretada la apertura del proceso de liquidación judicial, sin ningún tipo de requisito 
adicional o control previo por parte de autoridad pública competente, debilita y vulnera 
el derecho al trabajo como núcleo esencial de la economía, así como la configuración 
de un menoscabo de este derecho, por cuanto las personas que laboran para el 
empleador correspondiente tienen derecho a estar vinculados “hasta tanto se constate 
que sus actividades no son necesarias para el desarrollo propio de la liquidación judicial. 
(Corte Constitucional. Sala plena, 2010) 
 Claramente, el accionante expresó que la desvinculación de los trabajadores y la 
terminación de los contratos de trabajo a partir de la sola apertura del proceso de liquidación 
judicial vulneraría el debido proceso administrativo, por cuanto para el demandante “los 
trabajadores tienen derecho a que su permanencia en la entidad en liquidación judicial, obedezca 
de forma directa y real a la no necesidad de sus actividades o funciones” (Corte Constitucional. 
Sala plena, 2010).  
 Por último, el demandante argumentó que permitir que las obligaciones derivadas de la 
terminación inmediata de los contratos de trabajo a la apertura de liquidación judicial,  queden 
sujetas al proceso concursal y a la clasificación de las acreencias, desconoce los derechos 
laborales consagrados en la Constitución (Asamblea Nacional Constituyente, 1991), por cuanto 
los trabajadores quedan convertidos en simples acreedores del proceso de liquidación judicial, 
lo cual afecta su derecho a la remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y 
calidad de trabajo.  
 Frente al problema jurídico, arriba planteado, la Corte Constitucional expresó que no se 
manifestaba un quebrantamiento de la protección constitucional que se confiere al derecho al 
trabajo, ni el principio de estabilidad en el empleo, por cuanto la medida de claudicar los contratos 
de trabajo como consecuencia de la declaratoria de liquidación judicial: 
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No responde al querer caprichoso, omnímodo o injustificado del empleador. Por el 
contrario, está vinculada a la finalidad de propender por el mejor aprovechamiento del 
patrimonio del deudor, en procura de optimizar la garantía de satisfacción del conjunto 
de obligaciones y créditos reconocidos, incluso con prelación de las acreencias 
salariales y prestacionales de los trabajadores. (Corte Constitucional. Sala plena, 2010) 
 A su vez, en esta misma providencia, la Corte Constitucional, refirió que, al ser una 
obligación de las entidades públicas o privadas, garantizar el cumplimiento y pago de este tipo 
de acreencias, éstas últimas, tienen una prelación frente a las demás deudas asumidas por la 
empresa. Tal como está establecido en el artículo 2495 del Código Civil, que en su numeral 4º 
indica que los salarios, sueldos y demás prestaciones provenientes del contrato de trabajo están 
comprendidos dentro de los créditos de primera clase y del artículo 157 del Código Sustantivo 
del Trabajo, subrogado por el artículo 36 de la Ley 50 (Congreso de la República de Colombia , 
1990), que indica que los créditos causados o exigibles de los trabajadores por concepto de 
salarios, cesantías y demás prestaciones sociales e indemnizaciones laborales pertenecen a la 
primera clase que establece el ya citado  artículo 2495 del Código Civil; con la consecuencia, 
que tienen privilegio excluyente sobre todos los demás. De esta manera, la Corte manifestó en 
la sentencia C-006 (2018) diáfanamente que “el pago de los créditos de carácter laboral guarda 
una prelación absoluta sobre las demás obligaciones, incluso sobre aquellas otras que el código 
civil califica como de primer grado.” (Corte Constitucional, Sala plena, 2018)  
 Del mismo modo, esta sentencia C-006 de 2018 alude que la finalidad del proceso de 
insolvencia es: 
Salvaguardar a la empresa como unidad de producción y de empleo, y al mismo tiempo, 
conservar las garantías para el pago de las deudas, tratando a todos los acreedores en 
 
condiciones de igualdad y dando prelación al pago de aquellos créditos cuyo 
cumplimiento afecta derechos fundamentales. (Corte Constitucional, Sala plena, 2018)  
 En este contexto, la Sala esgrime que con base en el principio de universalidad descrito 
en el artículo 4 numeral 1º de la Ley 1116 (Congreso de la República de Colombia , 2006), todos 
los bienes del deudor deben ser incluidos dentro del proceso de insolvencia para satisfacer todas 
las acreencias. 
 En virtud de lo anterior, la Sala explica que el principio de universalidad se debe aplicar 
de manera armónica con el principio de igualdad, este último basado en el tratamiento equitativo 
a todos los acreedores que concurran al proceso de insolvencia, salvo que exista una prelación 
o privilegio entre las acreencias, como evidentemente ocurre con las acreencias laborales. 
 A modo de conclusión, dentro del desarrollo jurisprudencial referido, en materia de 
procesos liquidatorios de empresas, en el estudio aquí realizado no se encontró que la Corte 
Constitucional a través de su jurisprudencia haya brindado un trato distinto al de la terminación 
del contrato de trabajo con la respectiva indemnización, indistintamente del modo de vinculación 
y sin observar ninguna excepción por razones de estabilidad laboral.  
1.4 Desarrollo histórico de la Liquidación de Empresas en la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia 
 Dentro de los albores jurisprudenciales de la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, se destaca la sentencia de la Sección Primera (1966), en donde frente a la 
liquidación de la Sociedad Compañía Ladrillera Guayabal Limitada expresó: 
La clausura o liquidación definitiva de la empresa o establecimiento es una manera legal 
de terminar el contrato de trabajo ciñéndose al procedimiento indicado, pero no es una 
justa causa, en el sentido preciso atribuido por la ley a ciertos motivos específicos y 
determinados que la ley erige como fundamento a la extinción unilateral del contrato y 
que la misma norma los denomina “justas causas”. De tal manera que existe una 
diferencia sustancial entre el modo legal de terminación del contrato y las justas causas 
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de fenecimiento del mismo que aparecen taxativamente enumeradas en los artículos 62 
y 63 del ordenamiento sustantivo laboral. (Negrita y subrayado por fuera de texto 
original) (Corte Suprema de Justicia, Sección Primera, 1966). 
 Así, esta sentencia de manera clara, manifiesta que la liquidación definitiva de la empresa 
o establecimiento es un modo de terminación de los contratos de trabajo incluido dentro del 
artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo. De manera similar, en sentencia de la Sala de 
Casación Laboral – Sección Primera (1976), se expresó que la terminación del contrato de 
trabajo con autorización del Ministerio del Trabajo, por liquidación o clausura de la empresa, no 
constituye despido y mucho menos con el carácter de injusto, motivo por el cual no se genera 
una reparación de perjuicios, no obstante, se recalcó que “si al conceder la autorización de 
clausura se habla de pago de “indemnizaciones” habrá de entenderse la indemnización referida 
a accidentes de trabajo y enfermedad profesional”.(Corte Suprema de Justicia, Sección Primera, 
1976). 
 De manera similar, la Sala de Casación Laboral – Sección Segunda, en sentencia (1988), 
expresó que “al hacer un estudio del artículo 6º del Decreto 2351 (1965), sólo constituye despido 
el de su literal h), y que los demás literales del mismo artículo son modos de terminación del 
contrato de trabajo y en principio no causan reparación de perjuicios” (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Laboral, Sección Segunda, 1988). No obstante, en esta sentencia no se hizo 
alusión alguna al pago de indemnizaciones referentes a enfermedades de origen común dentro 
de procesos liquidatorios de empresas. 
 De otro lado, en sentencias con radicados 3769 (1990); 3767 (1990); 3745 (199)0 y 3779 
(1990), frente a sendos recursos extraordinarios de casación elevados por la Industria Licorera 
de Caldas en contra de sentencias proferidas por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito 
 
Judicial de Manizales. La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia (1990) 
manifestó que: 
La liquidación de la Industria Licorera de Caldas se dio básicamente por la creación del 
Departamento de Risaralda que se hizo por la Ley 70 de 1966, lo que impedía de 
conformidad con la Ley 8ª de 1990, continuar con la explotación y comercialización de 
licores en dicho territorio, por cuanto esta función quedaba como monopolio rentístico 
del nuevo departamento.  
 En efecto, expresa la Sala en las cuatro sentencias referenciadas, que: 
Dentro de las consecuencias directas de la liquidación de la Industria Licorera de Caldas 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 47 del Decreto 2127 de 1945 literal f), se generó 
una de las causales de terminación de los contratos de trabajo, que no es otra que la de 
liquidación definitiva de la empresa, siempre que se haya dado aviso a los trabajadores 
con antelación no inferior a un mes, mediante carteles fijados en dos sitios del lugar de 
trabajo o que se les pague a los trabajadores el salario de un mes. (Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 1990) 
 Sin embargo, como la Industria Licorera de Caldas no demostró la fijación de los carteles 
avisando la liquidación definitiva o el pago a los trabajadores del salario de un mes, la Sala de 
Casación Laboral decidió no casar las sentencias proferidas por el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Manizales y en consecuencia esta empresa fue condenada al pago de las pensiones 
de jubilación de los demandantes de acuerdo con cada caso particular y concreto. 
 Similarmente, en sentencia con radicación 6783 (1994), frente a la liquidación ordenada 
por Decretos 1586 de 1989 y 895 de 1991 de Ferrocarriles Nacionales de Colombia, la Corte 
Suprema de Justicia recordó que en tratándose de trabajadores oficiales, “las justas causas para 
la terminación del contrato de trabajo se encuentran taxativamente previstas en los artículos 48 
y 49 del Decreto 2127 de 1945; además, el artículo 47 del mismo, regula los modos de 
terminación” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sección Primera, 1994). 
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Entonces, de manera magistral la Corte refiere: 
La Cláusula de reserva es una manera legal de terminar el contrato de trabajo, pero no 
es una justa causa, en el sentido preciso atribuido por la ley a ciertos motivos específicos 
y determinados que, en el orden de la justicia, sirven de fundamento a la extinción 
unilateral del contrato y que se denominan “justas causas”. Existe una diferencia 
sustancial entre aquel “modus” extintivo del contrato que la ley acoge y estas causas, 
establecidas por los artículos 62 y 63, que la ley expresamente califica de justas. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sección Primera, 6783, 1994). 
Finalmente, la Corte cierra aduciendo: 
Ya se dijo atrás que la cláusula de reserva es una manera, pero no es una causa. Es 
sabido que la manera es el modo como se rige una situación jurídica, en tanto que la 
causa es el antecedente de hecho o de derecho que produce esa situación. La causa 
de confunde en este caso con la noción de móvil determinante (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Laboral, Sección Primera, 1994). 
 Dicho esto y teniendo en cuenta que la terminación de los contratos de trabajo se hizo 
bajo la utilización de la cláusula de reserva y no dentro de una justa causa llevada a cabo dentro 
del proceso de liquidación de Ferrocarriles Nacionales, ordenada por los Decretos 1586 (1989) 
y 895 (1991), la Sala de Casación Laboral casó parcialmente la sentencia de la Sala Laboral del 
Tribunal Superior de Distrito Judicial de Medellín, además, ordenó a la empresa en mención 
pagar pensión especial de jubilación a los demandantes. 
 De acuerdo con la decisión anteriormente expuesta, es preciso resaltar que cuando se 
liquidaban entidades de carácter estatal, frente a trabajadores que estuviesen más de 10 años 
vinculados, se optaba por una pensión especial de jubilación para sus trabajadores. 
 Igualmente, en sentencias de casación con radicados 7369 y 7401 promovidas contra el 
Fondo de Pasivo Social de los Ferrocarriles Nacionales de Colombia, la Corte recuerda que de 
 
conformidad con la jurisprudencia de ambas salas (salas de casación 1 y 2), los modos legales 
de terminación del contrato difieren de las justas causas de la finalización del acuerdo, y que:   
Sólo ante el despido con justo motivo se exonera el empleador del pago de la llamada 
pensión sanción, caso diferente del que se estudia, en el que, si bien la decisión de la 
empleadora fue legal, lo cierto es que no fue justa (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Laboral, Sección Primera, 1995). 
 Consecuentemente, la Corte termina revocando el fallo de primer grado y en su lugar 
reconoce la pensión sanción reclamada por el actor, debiendo ser reconocida desde la fecha de 
terminación del contrato, si para ese momento tuviese 60 años de edad o a partir del momento 
en que los cumpla (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sección Primera, 
1995). Bajo esta misma línea, en sentencia con Radicado 8532 (1996), frente a la resolución de 
uno de los cargos interpuestos por parte de la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, arguyó 
la Corte: 
El modo legal de terminación del contrato que resulta de la autorización conferida a la 
Caja Agraria por el Decreto 2138 de 1992 para reestructurarse y suprimir empleos de 
su planta de personal, no equivale a una justa causa de terminación del contrato de 
trabajo, y por constituir un despido injusto le acarrea la obligación de reparar el daño 
que causó con su determinación, debiendo por ello pagar la indemnización 
correspondiente; indemnización que por las características de este caso en la prevista 
en la convención colectiva de trabajo vigente. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Laboral, 1996) 
 Precisamente, lo propio fue reiterado en sentencias con Radicados 8817 (1996) y 9185 
(1997), donde también estaba demandada la Caja Agraria, y la Corte reitera que la supresión del 
cargo no se encuentra consagrada como justa causa para dar por terminado unilateralmente el 
contrato, por lo que era procedente la indemnización de perjuicios ordenada por el Tribunal. 
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 De otro lado, en importante el pronunciamiento a través de sentencia con Radicado 10779 
(1998) y reiterando lo expresado en sentencia con Radicado 10425 (1998), en relación con la 
posibilidad de reintegrar a un trabajador a una empresa en liquidación, expresó la Sala: 
Para que una obligación exista es necesario que sea física y jurídicamente posible, de 
manera que una persona no puede obligarse por un acto o declaración de voluntad a 
cumplir lo imposible y de la misma manera el juez no puede gravar al demandado, con 
una decisión suya a que cumpla un hecho o un acto materialmente imposible. Cuando 
el hecho debido se torna imposible la obligación original (de dar, hacer o no hacer) se 
resuelve en una de indemnizar perjuicios, de modo que lo jurídicamente procedente es 
la demanda judicial de los perjuicios. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Laboral, 1998). 
 En virtud de esto, cuando el empleador inicia el cierre total o parcial de la empresa; 
circunstancia que da lugar a la liquidación de los contratos, para la Corte no es admisible solicitar 
el reintegro, sino solicitar la indemnización plena de perjuicios, que en el caso de los trabajadores 
oficiales está regulada en la Ley 6ª y en su Decreto Reglamentario 2127. (Congreso de la 
República de Colombia, 1945) 
 Importante resaltar que, en sentencia con Radicación 12312 (1999), la Corte Suprema de 
Justicia, al hacer un examen de los literales a) y b) la cláusula vigésima primera de la convención 
colectiva suscrita entre Indupalma S.A. y el Sindicato de Trabajadores de la Industria del Cultivo 
y Procesamiento de Aceites y Vegetales “Sintraproaceites”, permite expresar que “la voluntad de 
las partes fue ratificar que el Instituto Colombiano de Seguros Sociales asumiría las prestaciones 
de naturaleza legal a cargo de la empresa”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Laboral, 1999) 
 
 En este orden de ideas, hace algo más de 20 años, a través de una Convención Colectiva 
de Trabajo se brindó una solución jurídica al problema en que se centra el presente trabajo de 
investigación, que, además fue ratificada por la Corte Suprema de Justicia, la cual reprodujo los 
dos primeros literales de la cláusula vigésima primera: 
La empresa será sustituida para todos los efectos médicos y asistenciales por el Instituto 
de Seguros Sociales; el cual, en consecuencia, asume según sus reglamentos y la Ley, 
los riesgos de Enfermedad General, Maternidad, Enfermedad Profesional, Accidente de 
Trabajo, Vejez, Invalidez y Muerte para el trabajador; así como el Seguro Médico 
Familiar. Tal sustitución operará desde el momento en que el I.S.S. asuma los riesgos. 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, 1999). 
 En efecto, en el evento de la liquidación de una empresa y su desaparición en el mundo 
jurídico, todos los riesgos de enfermedad general, e incluso profesional, era subrogada en el 
Instituto de Seguro Social I.S.S, lo que aseguraba, al ex trabajador en condiciones de debilidad 
manifiesta por razones de salud, la garantía de acceso a un mínimo vital y el de su familia, hasta 
que se presentaran alguno de los siguientes eventos; se rehabilitara para poder continuar 
laborando en otra empresa; o se pensionara por invalidez.    
 Por otro lado, en sentencia relevante (2000), radicada con el número 11715, frente a la 
solicitud de reintegro por parte de un trabajador de Álcalis De Colombia Ltda “Alco Ltda En 
liquidación”, recuerda la Sala que, la liquidación de una empresa es una circunstancia que hace 
imposible el reintegro de los trabajadores y reitera, que no es jurídicamente posible asumir una 
obligación que tiene por objeto el cumplimiento de un hecho o acto físicamente imposible. Por lo 
anterior, manifiesta la Sala que el juez no puede hacer cumplir lo que escapa a las leyes físicas. 
Con base en estas premisas, la Sala de Casación Laboral dejó en firme la decisión tomada por 
el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cartagena. 




El Tribunal acierta cuando sostiene que el cierre total del lugar donde prestaban el 
servicio los demandantes hace imposible el reintegro, porque esa es una verdad 
axiomática. Más aún, para que una obligación exista es necesario que sea física y 
jurídicamente posible, de manera que una persona no puede obligarse por un acto o 
declaración de voluntad a cumplir lo imposible y de la misma manera el juez no puede 
gravar al demandado, con una decisión judicial suya, a que cumpla un hecho o un acto 
materialmente imposible. Cuando el hecho debido se torna imposible, la obligación 
original (de dar, hacer o no hacer) se resuelve en una de indemnizar perjuicios, de modo 
que lo jurídicamente procedente es la demanda judicial de los perjuicios. Subrayado y 
negrita por fuera de texto original) (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Laboral, 2000). 
 Por otra parte, cuando el Tribunal sostiene que el juez de trabajo, debe analizar las 
circunstancias que aparezcan en el juicio, para decidir entre, el reintegro o el pago de la 
indemnización, encuentra que la desaparición de la empresa es una de esas circunstancias, 
aplica principios básicos del derecho común, sobre, la posibilidad del objeto de toda prestación, 
como se dijo en el párrafo anterior, no es jurídicamente posible, asumir una obligación que tenga 
por objeto el cumplimiento de un hecho o acto físicamente imposible, dado que, está dado al juez 
hacer cumplir lo que se escapa de las leyes físicas. 
 De lo expuesto anteriormente, se hace evidente, que, para la Sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia, se torna imposible la reubicación de trabajadores con 
padecimientos de salud, a pesar de ser sujetos del derecho a la estabilidad laboral reforzada, 
cuando como consecuencia, de la liquidación o clausura definitiva de una empresa sus contratos 
de trabajo son claudicados. 
 
 En idéntico sentido y en aras de no ser redundante, la Sala de Casación Laboral ha 
desarrollado de forma pacífica su jurisprudencia en torno a la imposibilidad física y jurídica del 
reintegro de los trabajadores de una empresa liquidada, y, en consecuencia, ha manifestado que 
se debe indemnizar a los trabajadores hasta la fecha de ejecutoria o hasta el vencimiento del 
término de liquidación. De esta forma lo ha manifestado en las providencias a continuación 
citadas Sentencia 13165 (2000) y las siguientes a pie de página10,  
 De igual manera, la Sala de Casación Laboral ha reiterado de manera concisa que la 
finalización del vínculo laboral por la liquidación de la empresa o entidad, en el caso de los 
trabajadores oficiales, es un modo legal de terminación más no una justa causa, lo que hace 
imposible física y jurídicamente el reintegro y en su lugar se debe optar por el pago de una 
indemnización. 
 En efecto, para la Sala los modos de terminación del contrato corresponden a las 
situaciones generales que pueden dar lugar a la terminación del contrato, mientras que las justas 
causas son los hechos o actos que autorizan al empleador a que haga uso de uno de esos modos 
legales con el fin de terminar unilateralmente el contrato. De esta forma, la Sala precisó que el 
hecho que un contrato de trabajo termine por razón de la configuración de un modo legal de 
extinción del vínculo laboral, no implica que sea con justa causa. Bajo estos preceptos la Sala 




10 Sentencia 13704 (2000); Sentencia 14544 (2000); Sentencia 15533 (2001); Sentencia 15715 (2001) ; 
Sentencia 16296 (2001); Sentencia 16404 (2001); Sentencia 16556 (2002);  Sentencia 16557 (2002); 
Sentencia 16979 (2002);  Sentencia 16977 (2002); Sentencia 17025 (2002); Sentencia 17201 (2002);  
Sentencia 17506 (2002);  Sentencia 19405 (2003); Sentencia 20578 (2003) ; Sentencia 23984 (2004); (4 
de febrero de 2005) Sentencia 23510 (2005); Sentencia 24096 (2005); Sentencia 24089 (2005); Sentencia 
25698 (2006); Sentencia 26455 (2006); Sentencia 26750 (2006); Sentencia 28884 (2007); Sentencia 
31131 (2008).  
11 Sentencia 36534 (2009); Sentencia 34475 (2009); Sentencia 34203 (2009); Sentencia 36458 (2009); 
Sentencia 38199 (2010); Sentencia 39053 (2010); Sentencia 36605 (2010); Sentencia 34028 (2010); 
Sentencia 35820 (2010); Sentencia 40314 (2010);  Sentencia 37121 (2010); Sentencia 36967 (2010); 
Sentencia 39015 (2010); Sentencia 36819 2010); Sentencia 39681 (2010); Sentencia 43757 (2010); 
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 En la misma línea, la Corte Suprema de Justicia expresó que cuando resulte imposible 
física y jurídicamente el reintegro, a título compensatorio se debe otorgar una indemnización que 
corresponde a los salarios causados desde la fecha de desvinculación hasta la fecha en que se 
registre el acto de liquidación en el certificado de Cámara de Comercio y ha reiterado que la 
terminación de los contratos de trabajo como consecuencia de la liquidación de una empresa es 
un modo legal de terminación del nexo laboral que no constituye una justa causa para la 
claudicación de las relaciones laborales. Bajo esta línea se expresan las siguientes decisiones:  
 Sentencia SL 8155 – 46636 (2016) y las siguientes a pie de página. entre las más relevantes12. 
 Similarmente, en jurisprudencia aún más reciente, como lo expresan las providencias: 
Sentencia SL 1450 – 61644 (2019), las citadas a pie de página como las más relevantes13, la 
Corte reiteró que al enfrentarnos a la supresión de cargos con motivo de la liquidación de 
empresas privadas y entidades estatales; e inclusive la reestructuración de las últimas, la 
desvinculación de los trabajadores es legal pero injusta, motivo por el cual se les debe indemnizar 
sin que sea viable el reintegro por la imposibilidad de hacerlo.  
 Finalmente, en sentencia SL 4361 – 64293 (2019), frente a la garantía de estabilidad 
laboral reforzada de trabajadores dentro de un proceso liquidatorio, la Corte expresó 
diáfanamente que, en los procesos de extinción de entidades públicas, esta garantía no es 
absoluta y la protección derivada de esta situación va hasta la extinción física y jurídica de la 
 
 
Sentencia 38609 (2010); Sentencia 37467 (2011); Sentencia 48014 (2011; Sentencia 42400 (2011); 
Sentencia 4413 (2011);   Sentencia 4139 (2012);  Sentencia SL 1247 – 47751 (2014);  Sentencia SL 1063 
– 34567 (2014);    Sentencia SL 9288 – 44216 (2014); Sentencia SL 9279 – 51357 (2014); Sentencia SL 
9951 – 52518  (2014);   
12 Sentencia SL 15779 – 51355 (2016); Sentencia SL 4566 – 46620 (2017); Sentencia SL 12281 – 45961 
Sentencia SL 12873 – 48558 (2017); Sentencia SL 357 – 49229 (2018) ;) Sentencia SL 3549 – 57966 
(2018) 
13 Sentencia SL 1919 – 60459 (2019) Sentencia SL 3267 – 72321 (2019); Sentencia SL 3676 – 64456 
(2019); (11 de septiembre de 2019) Sentencia SL 3725 – 64725 (2019);   
 
entidad liquidada, por cuanto luego de la liquidación, es imposible la continuidad material de los 
contratos. 
 En suma y de acuerdo al estudio realizado a más de un centenar de sentencias referidas 
en el presente acápite, se pueden expresar diáfanamente dos conclusiones: 
1. En virtud que la empresa o establecimiento ha sido liquidado (a) y es imposible jurídica y 
físicamente reintegrar a los trabajadores, emerge el imperativo de pagar una 
indemnización a título de compensación. 
2. Los trabajadores sujetos de estabilidad laboral reforzada no gozan de una garantía 
absoluta de permanencia en el empleo ante la liquidación de una empresa privada o de 
establecimiento público; y no se ha contemplado hasta la fecha posibilidad alguna de 
brindar un trato diferente a los mismos. 
 Como consecuencia de lo anterior, en el siguiente capítulo se desarrollará el concepto de 
estabilidad laboral reforzada y se analizará el mismo dentro del contexto de empresas en 
liquidación, tanto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional como en la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia. 
 
2. Capítulo II 
 Vertientes interpretativas del concepto de estabilidad laboral reforzada y su 
limitación frente a liquidación de empresas 
 
 Este capítulo tiene como finalidad, dar a conocer las bases conceptuales del derecho a 
estabilidad laboral reforzada; explicar el desarrollo jurisprudencial de la estabilidad laboral 
reforzada de personas en situación de debilidad manifiesta como consecuencia de afecciones 
de salud en la Jurisprudencia de la Corte Constitucional; además, desarrollar la estabilidad 
laboral reforzada de personas en situación de debilidad manifiesta, como consecuencia de 
afecciones de salud en procesos liquidatorios y/o de reestructuración de empresas en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional; igualmente, explicar la forma en que la Corte Suprema 
de Justicia ha desarrollado jurisprudencialmente el concepto de estabilidad laboral reforzada de 
personas con limitaciones de salud y finalmente se realizará un análisis de sentencias puntuales 
en las que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que han estudiado la 
estabilidad laboral reforzada de personas con padecimientos de salud en procesos liquidatorios 
y/o de reestructuración de empresas. 
2.1 Aproximación al concepto de Estabilidad Laboral Reforzada 
 
 En un primer momento aparece (Plá, 1978) quien indica que “se han utilizado diversas 
denominaciones para designar este principio, dentro de las cuales se encuentran las expresiones 
de “continuidad” o “permanencia” y que en alguna ocasión se ha empleado la expresión 
“estabilidad” (p.153).  
 Bajo el mismo contexto, (Plá, 1978), refiere que, a diferencia de la continuidad, la 
estabilidad parte del supuesto que el empleador no tiene derecho a despedir sino cuando hay 
una causa justificada y que bajo este principio no interesa lo que haya laborado el trabajador en 
la empresa, “sino la función que deberá desenvolver la empresa en el futuro. Debe asegurársele 
a todos (o a casi todos) trabajo mientras la empresa continúe” (p. 174.). 
 
 En consonancia, (Plá, 1978) distingue entre estabilidad propia e impropia y entre 
estabilidad absoluta y estabilidad relativa. 
La estabilidad propia existe cuando la violación del derecho a conservar el empleo 
ocasiona la ineficacia del acto rescisorio, esto indica que el acto del despido se entiende 
por no hecho, “pudiendo el trabajador seguir considerándose empleado de la empresa 
y, desde luego, con derecho a percibir salario” (Plá, 1978, p.177). 
 De otra parte, la estabilidad impropia, se configura cuando la violación del derecho a 
conservar el empleo no acarrea la ineficacia del despido, a pesar que, la norma de protección 
puede sancionar de diversas maneras el incumplimiento contractual, verbi gracia a través del 
pago de una indemnización. En este escenario, para el autor, se admite la eficacia del acto 
rescisorio y en la gran mayoría de casos, al imponérsele al empleador incumplido una sanción 
resarcitoria, “éste no responderá por los daños efectivamente sufridos sino por los tarifados 
legalmente, lo cual arrastra generalmente la existencia de ciertos topes” (Plá, 1978, p.184). 
 De forma similar, a la estabilidad propia, refiere que la estabilidad absoluta se caracteriza 
por asegurar la reincorporación efectiva del trabajador sin que el empleador pueda negar ese 
reingreso, lo que conlleva inexorablemente a la ineficacia del despido. Mientras que, en la 
estabilidad relativa, de forma equivalente a la estabilidad impropia “se configura en los restantes 
casos en que existe protección contra el despido, pero ella no llega a asegurar la reincorporación 
efectiva del trabajador” (Plá, 1978, p.175). 
 De acuerdo con (De la Cueva, 1984), la estabilidad laboral es un principio que otorga 
carácter permanente a la relación de trabajo y hace depender su disolución únicamente de la 
voluntad del trabajador y sólo excepcionalmente de la del patrono, del incumplimiento grave de 
las obligaciones de trabajador y de circunstancias ajenas a la voluntad de los sujetos de la 
relación, que hagan imposible su continuación (p. 219). 
 De otro lado, para Russomano (1981) citado por  (Barona, 2015) la estabilidad laboral es 
el derecho del trabajador a permanecer en el empleo, “incluso contra la voluntad del empresario, 
 
mientras no exista causa relevante que justifique su despido. Dentro de ese concepto y en la 
medida exacta del término, toda estabilidad o es absoluta o no es estabilidad”. (p.25).  
 Con similares argumentos, Suárez (1987), también citado en (Barona, 2015) considera 
que “la estabilidad laboral es la garantía para el trabajador de que su contrato no puede darse 
por terminado por la simple voluntad de su empresario” (p. 26).  De igual manera, (Murgas, 
1987) considera que: 
La estabilidad en sentido estricto supone el derecho del trabajador a conservar el empleo 
mientras no incurra en incumplimiento grave de sus obligaciones, ni surjan 
circunstancias de fuerza mayor, caso fortuito o incapacidad técnica o económica que 
impongan la extinción de la relación de trabajo. Es así como la estabilidad excluye la 
posibilidad del despido libre, arbitrario, no causal o ad nutum” (p. 188).  
 Así mismo, para (Viteri, 2006) es claro al sostener que la estabilidad laboral  
Es el derecho de la clase trabajadora para la permanencia y continuidad ocupacional en 
el medio empresarial estable para el cual ha desenvuelto sus actividades, con la 
recíproca obligación del empleador de no privarle del trabajo mientras no hubiere causas 
legales que lo motive, o hechos legales o justificables que determinen la separación. 
(p,25) 
 Desde otra perspectiva para (Jaramillo, 2010): 
El principio de estabilidad comporta que la relación de trabajo tiene como característica 
esencial la vocación de permanencia en el tiempo para el trabajador; el principio tiene 
como finalidad brindar al trabajador un mínimo de seguridad en la continuidad de su 
fuente de rédito, para satisfacer sus necesidades personales y familiares” (p.89). 
 Ahora bien, (Supiot, 1996) expresa que dentro de los derechos que tiene el trabajador 
emanados de la relación laboral, se ha expresado por la doctrina el de la seguridad por medio 
del trabajo, explicado por de la siguiente forma: “no basta con conseguir que el trabajador salga 
 
indemne de la relación de trabajo; es preciso, también, que halle los medios para perpetuar su 
fuerza de trabajo, es decir, los medios para vivir y hacer vivir a los suyos” (p.96).  
 A partir de lo expresado por (Supiot, 1996), surge la necesidad de garantizar la seguridad 
del trabajador enfermo y dentro de este contexto, brindar así, un aval a sus ingresos por medio 
del establecimiento de mecanismos jurídicos encaminados a proteger su derecho de 
permanencia en el trabajo. Dado que, a través de la denominada estabilización de la relación de 
trabajo, se buscó trasladar el riesgo que asumía siempre el trabajador (por cuanto se 
consideraba su fuerza de trabajo como una parte de su patrimonio), al empresario o en dirección 
de la colectividad nacional, respondiendo al mismo objetivo: asegurar al trabajador los medios 
para subsistir.  
 Como consecuencia de lo anterior, (Supiot, 1996) respecto a la garantía de estabilidad 
en el empleo, la cual plantea en dos planos diferentes: el primero, relacionado con la posibilidad 
de tener unos ingresos derivados de la realización de un trabajo y el segundo, dirigido a la 
posibilidad de brindar al trabajador unos ingresos de sustitución, que le permitan subsistir cuando 
no puede trabajar. Por lo que, como resultado de los ingresos de sustitución, se emana la 
obligación del Estado y del empleador de otorgar mecanismos tendientes a garantizar una 
remuneración mínima vital dirigida a aquellos trabajadores que padecen algún tipo de 
enfermedad. 
 Es así, como en Colombia, a raíz de la Constitución Política (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991) el concepto de estabilidad en el empleo tiene una doble connotación: tanto 
derecho social, al hacer parte del Capítulo 2 de la Carta, que enuncia los derechos sociales, 
económicos y culturales; como de principio mínimo fundamental, al estar literalmente enunciado 
en el artículo 53 de la C.P. En efecto, la Corte Constitucional ha expresado: 
En términos conceptuales, la estabilidad laboral entraña una doble acepción como 
principio y derecho al mismo tiempo. Desde su perspectiva deóntica, supone que el 
trabajo esté dotado de una vocación de permanencia o continuidad mientras no varíe el 
 
objeto de la relación, sobrevenga una circunstancia que haga nugatorias las 
obligaciones reconocidas a los sujetos de la relación o aparezca una justa causa de 
despido. Como derecho, de otra parte, se manifiesta en la posibilidad de exigir la 
ejecución de conductas que permitan el acceso y la preservación del empleo o la 
omisión de las que obstaculicen tales objetivos so pretexto de razones injustas, 
supuestos que corresponden a los conceptos de protección laboral positiva y protección 
laboral negativa, respectivamente. (Corte Constitucional, Sala Octava de Revisión, 
Sentencia, 2010). 
 Por consiguiente, a continuación, se analizará la doble connotación de la estabilidad en 
el empleo, la cual ha sido desarrollada, tanto por la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
como por la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
2.2 Estabilidad Laboral reforzada de personas en situación de debilidad 
manifiesta como consecuencia de afecciones de salud en la Jurisprudencia 
de la Corte Constitucional  
 Dentro de las primeras sentencias de la Corte Constitucional, incluso con anterioridad a 
la expedición de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), se ha expresado que 
privar a un trabajador “minusválido” de su trabajo sin que medie una justa causa que vaya más 
allá del simple uso de un poder discrecional, desconoce los derechos fundamentales a la 
igualdad material y al trabajo. 
 De manera que, en sentencia T-441 la Corte Constitucional (1993), se refirió por primera 
vez a que fueron desatendidas por parte de la Contraloría las “especiales circunstancias de 
debilidad manifiesta” en que se encontraba el empleado de libre nombramiento y remoción como 
consecuencia de la invalidez que padecía. Así mismo, la Corte manifestó que la igualdad no es 
un criterio vacío que mide mecánicamente a los individuos de la especie humana basándose 
exclusivamente en el punto de vista formal, sino que describe este principio como:  
 
Criterio jurídico vivo y actuante que racionaliza la actividad del Estado para brindar a las 
personas posibilidades efectivas y concretas de ver realizada, en sus respectivos casos, 
dentro de sus propias circunstancias y en el marco de sus necesidades actuales, la 
justicia material que debe presidir toda gestión pública. (Corte Constitucional, Sala 
Quinta de Revisión, T 441, 1993). 
 En este orden de ideas, cuando las circunstancias de debilidad manifiesta provienen de 
condiciones físicas que afectan gravemente a la persona haciendo que le sea más difícil que a 
las demás llevar a cabo su actividad personal y laboral, el Estado Social de Derecho se encuentra 
obligado a asegurar ingreso al trabajo y la de ofrecerles la posibilidad de hacerlo en labores que 
se ajusten a sus limitaciones. Posteriormente, la Corte Constitucional (1997) desarrolló por 
primera vez el concepto de estabilidad laboral reforzada en los siguientes términos: 
Si bien, conforme al artículo 53 de la Carta, todos los trabajadores tienen un derecho 
general a la estabilidad en el empleo, existen casos en que este derecho es aún más 
fuerte, por lo cual en tales eventos cabe hablar de un derecho constitucional a una 
estabilidad laboral reforzada (Subrayado fuera del texto) (Corte Constitucional, 
Sentencia C-470, 1997). 
 Por lo anterior, en la misma sentencia, la Sala definió la estabilidad laboral reforzada como 
“la garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener los 
correspondientes beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la voluntad del patrono, si 
no existe una justa causa que justifique su despido” (Corte Constitucional, 1997). 
 De otro lado, en la Sentencia C-531 (2000), frente al texto del artículo 26 de la ley 361 de 
1997, que prohíbe el despido o terminación de un contrato de cualquier persona en situación de 
discapacidad, salvo que medie autorización de la oficina del Trabajo; y de no cumplirse con este 
requisito las personas desvinculadas, tendrán derecho a una indemnización equivalente a 180 
(ciento ochenta) días de salario, sin perjuicio, de las demás prestaciones e indemnizaciones, a 
 
que hubiere lugar, de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo, la Corte Constitucional 
expresó que declaraba su exequibilidad condicionada: 
Bajo el supuesto de que en los términos de esta providencia y debido a los principios de 
respeto a la dignidad humana, solidaridad e igualdad (C.P., arts. 2º y 13), así como de 
especial protección constitucional a favor de los disminuidos físicos, sensoriales y 
síquicos (C.P., arts 47  y 54),  carece  de  todo efecto jurídico el despido  o la 
terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin que exista 
autorización previa de la oficina de trabajo que constate la configuración de la 
existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato. 
(Subrayado y negrita fuera de texto) (Corte Constitucional, Sala Plena, 2000). 
 Esto quiere decir que, si un empleador termina por cualquier medio un contrato de trabajo 
con una persona, con alguna limitación, sin la autorización de la autoridad competente, además 
de pagar 180 días de salario a título de indemnización, se entenderá, este tipo de terminación 
como ineficaz. Como consecuencia, para la Corte, la indemnización que ordena el artículo 26 
de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997) de “ciento ochenta días de salario, 
sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones  a  que  hubiere  lugar de  acuerdo  
con  el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que modifiquen, adicionen, 
complementen o aclaren” presenta un carácter sancionatorio y suplementario, más no otorga 
eficacia jurídica al despido o a la terminación del contrato de la persona con limitación, sin 
autorización previa de la oficina del trabajo. 
 Entonces, es imperativo indicar que, dentro del género “derecho a una estabilidad laboral 
reforzada”, se encuentra una arista del derecho a la estabilidad laboral reforzada de personas en 
circunstancias de debilidad manifiesta, como consecuencias de, afecciones de salud y el 
presente trabajo hace referencia, únicamente a este tipo de estabilidad dentro de procesos 
liquidatorios de empresas. 
 
 De modo que, la Corte Constitucional en sentencia T-1040 (2001) fue enfática en expresar 
que, aquellos trabajadores que sufren una disminución en su estado de salud durante el 
transcurso de su contrato laboral, deben ser consideradas como personas que se encuentran en 
circunstancias de debilidad manifiesta, razón por la cual, frente a ellas también opera la 
estabilidad laboral reforzada, por la aplicación inmediata de la Constitución (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991) 
 De esta manera, es sintetizado por la Corporación, primero que, estos sujetos de 
protección especial a los que se refiere el artículo 13 de la Constitución (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991), que, por su condición física, estén en situación de debilidad manifiesta, no 
son sólo las personas en situación de discapacidad reconocida, conforme a las normas 
legales.  Tal categoría, se extiende a todas aquellas personas que, por condiciones físicas de 
diversa índole, o por la concurrencia de condiciones físicas, mentales y/o económicas, se 
encuentren en una situación de debilidad manifiesta.  Así mismo, el alcance y los mecanismos 
legales de protección pueden ser diferentes a los que se brindan a través de la aplicación 
inmediata de la Constitución.  
  En segundo lugar, la protección legal opera por el sólo hecho de encontrarse la persona 
dentro de la categoría protegida, consagrando las medidas de defensa previstas en la ley.  Por 
su parte, el amparo constitucional de las personas en circunstancia de debilidad manifiesta, 
permite al juez de tutela identificar y ponderar un conjunto más o menos amplio y variado, de 
elementos fácticos, para deducir la ocurrencia de tal circunstancia y le da un amplio margen de 
decisión para proteger el derecho fundamental amenazado o restablecerlo cuando hubiera sido 
vulnerado.  
 En materia laboral, la protección especial de quienes por su condición física están en 
circunstancia de debilidad manifiesta se extiende también a las personas respecto de 
las cuales esté probado que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente 
el desempeño de sus labores en las condiciones regulares, sin necesidad de que exista 
 
una calificación previa que acredite su condición de discapacitados. (Corte 
Constitucional, Sala Quinta de Revisión, T 1040, 2001). 
 A su vez, en la sentencia T-519 (2003), la Corte expresó que, en principio no existe un 
derecho fundamental a la estabilidad laboral, no obstante, lo anterior, frente a ciertas personas 
se presenta una estabilidad laboral reforzada en virtud de su especial condición física o laboral. 
Consecuentemente, la Corporación indica que, si se presenta la desvinculación laboral de una 
persona que reúna las calidades de especial protección, la tutela prosperará siempre y cuando 
se pruebe la conexidad entre la condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral 
constitutiva de un acto discriminatorio y un abuso del derecho. 
 En ese mismo contexto, en la sentencia T-198 (2006), el máximo órgano de la jurisdicción 
constitucional, expuso que en materia laboral, la protección de estabilidad laboral reforzada, de 
quienes por su condición física se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, se 
extiende también, a las personas respecto de las cuales esté probado que su situación de salud 
les impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores, en condiciones regulares, 
sin necesidad de que exista una calificación previa que acredite su condición de discapacitados 
o de invalidez. 
 De igual modo, la Sala expresó, que la protección legal a la estabilidad en el empleo, 
opera por el hecho de encontrarse la persona dentro de una categoría protegida, consagrando, 
medidas de defensa previstas en la ley; mientras que, el amparo constitucional de las personas 
en circunstancias de debilidad manifiesta, permite al juez de tutela identificar y ponderar un 
conjunto más amplio y variado de elementos fácticos, posibilitando, un extenso margen de 
decisión para proteger el derecho fundamental amenazado o restablecerlo cuando ha sido 
vulnerado. 
 En este sentido, la Corte Constitucional ha caracterizado el Derecho a la Estabilidad 
Laboral Reforzada de personas en circunstancias de debilidad manifiesta por afecciones 
o padecimientos de salud, como, un derecho constitucional, consistente en dotar al trabajador 
 
de la garantía de acceso a un empleo, permanecer en él, hasta que se configure una causal 
objetiva de desvinculación y gozar de estabilidad en el mismo. Al respecto, la Corte 
Constitucional (2009) expresó: 
En suma, en virtud del derecho a la estabilidad laboral reforzada, el trabajador que se 
encuentre en una situación de debilidad manifiesta como resultado de la grave 
afectación de su salud, tiene derecho a conservar su trabajo, a no ser despedido en 
razón de su situación de vulnerabilidad y a permanecer en él hasta que se configure una 
causal objetiva que amerite su desvinculación laboral, previa verificación y autorización 
de la autoridad laboral correspondiente. (Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión, 
T 337, 2009). 
 Adicionalmente, la Corte Constitucional a través de la sentencia C-071 (2010), ya 
comentada en un capítulo anterior, indicó que, los trabajadores con padecimientos de salud, las 
mujeres en estado de embarazo y los trabajadores aforados, tienen un grado superior de 
estabilidad laboral y manifestó, de manera diáfana, que, para ellos la finalización del contrato 
laboral implica, claramente, una afectación de sus derechos fundamentales, con unas 
implicaciones magnas, que no pueden resarcirse, ni siquiera, con la indemnización a la que 
pueda haber lugar. 
 No obstante, la Corte Constitucional finalmente, resalta que, ante la existencia de un 
grado de protección mayor, frente a algunos trabajadores, no significa que pueda afirmarse que 
estos sujetos son inamovibles de su cargo, sino que, la jurisprudencia ha definido requisitos 
particulares y específicos, para que proceda el amparo, como mecanismo de protección frente a 
cada uno de ellos, momento en el cual el juez constitucional podrá tutelar la protección a sus 
derechos fundamentales. Protección que, en lo relacionado con liquidación de empresas 
únicamente se enfocará en la indemnización por terminación del contrato de trabajo. Ahora bien, 
retornando al concepto de estabilidad laboral reforzada por circunstancias de salud, la Corte 
Constitucional en sentencia T- 002 (2011) reiteró: 
 
Para el efecto cabe destacar que la estabilidad laboral reforzada, a la que se viene 
haciendo referencia, ampara no solo a aquellos trabajadores que presentan 
discapacidades, sino, también a aquellos que, sin presentar tal condición, se 
encuentren en situación de debilidad manifiesta, originada en una afectación 
significativa de su salud, que les cause limitaciones de cualquier índole. Esta Corte 
ha señalado que esta protección implica (i) el derecho a conservar el empleo; (ii) a no 
ser despedido en razón de la situación de vulnerabilidad; (iii) a permanecer en el empleo 
hasta que se requiera y siempre que no se configure una causal objetiva que conlleve 
la desvinculación del mismo y; (iv) a que la autoridad laboral competente autorice el 
despido, con la previa verificación de la estructuración de la causal objetiva, no 
relacionada con la situación de vulnerabilidad del trabajador, que se aduce para dar por 
terminado el contrato laboral, so pena que, de no establecerse, el despido sea declarado 
ineficaz. (Subrayado y negrita fuera de texto) (Corte Constitucional, Sala Segunda de 
Revisión, T 002, 2011). 
 Con lo anterior, se destaca que el efecto de mayor preponderancia al hablar de estabilidad 
laboral reforzada, es el de la ineficacia del despido del trabajador amparado, cuando la razón del 
mismo es la condición especial en la que se encuentra. En este orden de ideas, la única forma 
para despedir a un trabajador que se encuentra protegido por dicha estabilidad, es a través de 
la solicitud previa y expresa que haga el empleador al Ministerio del Trabajo. 
 De otra parte, la Corte Constitucional en sentencia C-824 (2011), conoció de una acción 
pública de inconstitucionalidad en contra de los vocablos “severas y profundas” del artículo 1º 
de la Ley 361 (1997), por cuanto en criterio de los accionantes excluía de su aplicación a quienes 
estaban en situaciones de discapacidad “clasificadas de leves y moderadas”, y aquellos que 
tenían incluso “entre un 5% y 25%”, quienes resultaban marginados de la protección especial a 
su estabilidad laboral. 
 
 De modo que, la Corte declaró la exequibilidad de esta norma, no obstante, en sus 
consideraciones, expresó que, el artículo no excluía de su aplicación a otras personas en 
situaciones de discapacidad, no clasificadas como severas y profundas. Motivo por el cual, para 
el alto Tribunal el artículo no era excluyente, por cuanto, además de la protección a quienes 
tienen una pérdida de capacidad laboral severa o profunda, no conlleva a que, otras personas 
con otros grados de limitaciones menores, puedan beneficiarse de las previsiones allí 
contempladas. En este sentido afirmó: 
No pueden tomarse como expresiones excluyentes para todos los artículos que 
conforman la citada ley (ley 361)” y agregó “en punto a este tema, es de aclarar que 
la clasificación del grado de severidad de una limitación (artículo 7º Ley 361 de 
1997) no implica la negación y vulneración de un derecho sino la aplicación de 
medidas especiales establecidas por la misma ley para personas con discapacidad en 
cierto grado de severidad (Negrita y subrayado por fuera del texto original). (Corte 
Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 824, 2011) 
Finalmente, la misma sentencia expresó: 
Más que de discapacidad leve y moderada, la jurisprudencia ha señalado 
que  en  estas  situaciones  debe  hablarse  de  personas  que  por  su estado de 
salud física o mental se encuentran en condiciones de debilidad manifiesta, que 
les dificulta trabajar en ciertas actividades o hacerlo con algunas limitaciones y que por 
tanto, requieren de una asistencia y protección especial para permitirle su integración 
social y su realización personal, además de que gozan de una estabilidad laboral 
reforzada. (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 824, 2011).  
 En consonancia, en la sentencia T-190 (2012), la Sala expresó enfáticamente que: “las 
personas que han sufrido un accidente de trabajo y como consecuencia tienen una mengua en 
su estado de salud, tienen derecho a la estabilidad laboral reforzada, aun cuando no tengan una 
 
calificación porcentual de invalidez.” (Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, T 190, 
2012). 
 A su vez, la Corte esgrimió que, el despido de un trabajador que ha manifestado una 
desmejora en su estado de salud, no se puede basar en argumentos netamente legales, como 
lo es el despido sin justa causa; por cuanto su condición de salud, lo convierte en sujeto de 
especial protección constitucional y como consecuencia, se debe buscar una alternativa de 
inclusión y continuidad en el empleo mediante la reubicación, orientación y capacitación en el 
nuevo lugar de trabajo y de no ser posible por factores objetivos, se debe, solicitar al Ministerio 
de Protección Social la correspondiente autorización 
 De manera similar, en la sentencia T-271 (2012), se reiteró que la protección especial de 
quienes, por su condición física, están en circunstancia de debilidad manifiesta, se extiende 
también a las personas respecto de las cuales, esté probado que su situación de salud les impide 
o dificulta sustancialmente el desempeño de sus labores en condiciones regulares, sin necesidad 
de que exista una calificación previa que acredite su condición de discapacitados. 
 Asimismo, la Sala manifiesta que el derecho a la protección laboral reforzada cobija tanto, 
a los trabajadores que se consideran como discapacitados, como a quienes padecen un deterioro 
en su salud, que, limita la ejecución de sus funciones y les ampara del trato discriminatorio que 
comporta su despido o la terminación del contrato de trabajo, sin la previa autorización del 
Ministerio del Trabajo, siendo esta garantía, el cumplimiento del deber del Estado, en procurar la 
efectividad de los derechos a la igualdad y al trabajo, de manera que, se pueda lograr una 
adecuada integración social. 
 Como consecuencia, la sala refiere en esta providencia que el anterior amparo cobija a 
quien sufre una disminución que dificulta o impide el desempeño normal de su labor, por padecer:  
(i) una deficiencia entendida como una pérdida o anormalidad permanente o transitoria, 
sea psicológica, fisiológica o anatómica de estructura o función; (ii) discapacidad, esto 
es, cualquier restricción o impedimento del funcionamiento de una actividad, 
 
ocasionados por una deficiencia en la forma o dentro del ámbito considerado normal 
para el ser humano; o, (iii) minusvalidez, que constituye una desventaja humana, al 
limitar o impedir el cumplimiento de determinada función, acorde con la edad, sexo o 
factores sociales o culturales. (Corte Constitucional, Sala Sexta de Revisión, T 271, 
2012). 
 En ese orden, en sentencia T-447 (2013), la Corte manifestó que la estabilidad adquiere 
el carácter de reforzada y como consecuencia se erige como un derecho fundamental en las 
situaciones en que su titular, es un sujeto especial de protección constitucional, debido a su 
vulnerabilidad, o porque, pertenece a un grupo poblacional que ha sido tradicionalmente 
discriminado o marginado. 
 Adicionalmente, esta Corporación expresó, en la misma providencia, que, para establecer 
la titularidad del derecho a la estabilidad laboral reforzada, el origen de la enfermedad o el hecho 
generador de la discapacidad, no es determinante, para la procedencia del amparo. Ahora, lo 
realmente fundamental, es que el juez verifique que el trabajador se encuentra en estado de 
debilidad y que cuenta, con los factores de vulnerabilidad. Situación que implica, para el 
empleado, al perder su trabajo, una situación de desamparo y dificultades en el acceso a una 
nueva fuente de ingreso, debido a sus condiciones. 
 Finalmente, en esta providencia la Sala indica que, para que un trabajador sea 
considerado en situación de discapacidad, no requiere la calificación de pérdida de capacidad 
laboral, sino, que el juez de tutela, debe evaluar los factores que indican que el interesado se 
halla en situación de debilidad manifiesta. 
 Posteriormente, en la sentencia T-106 (2015), es precisada por la Corte Constitucional, 
la estabilidad laboral reforzada, como aquella garantía que tienen todas las personas que por el 
deterioro significativo de su salud, se encuentran en situación de debilidad manifiesta y deben 
contar con la protección constitucional, necesaria, que evite escenarios de discriminación por su 
condición, sin que para el efecto, requieran contar con invalidez declarada, certificada y 
 
cuantificada por la autoridad competente (Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, T 106, 
2015). Con esa misma idea, la Corte Constitucional en sentencia T-317 (2017) enfatizó: 
La estabilidad laboral reforzada es parte integral del derecho constitucional al trabajo y 
las garantías que se desprenden de éste, la cual se activa cuando el trabajador se 
encuentra en situación de vulnerabilidad, debido a condiciones específicas de afectación 
a su salud, su capacidad económica, su rol social, entre otros. Dicha estabilidad se 
materializa en la obligación impuesta al empleador de mantenerlo en su puesto de 
trabajo en razón de su condición especial. (Corte Constitucional, Sala Cuarta de 
Revisión, T 315, 2017) 
 Ahora bien, a partir de la sentencia SU-049 (2017), la Corte Constitucional unificó una 
postura más amplia, en relación con el derecho a la estabilidad laboral por condiciones de salud. 
Como consecuencia, la Corte desarrolló el concepto de estabilidad ocupacional reforzada, 
consistente, en la posibilidad que el trabajador permanezca en el empleo, a menos que, exista 
una justificación no relacionada con su condición, aplicable incluso, a contratos de prestación de 
servicios, aun cuando, no existan relaciones laborales (subordinadas) en la realidad,  sin limitarse a 
quienes tienen una calificación de pérdida de capacidad laboral moderada, severa o profunda, 
definida con arreglo a normas de rango reglamentario, sino, a todas las personas en condiciones 
de debilidad manifiesta. 
 En respuesta a esto, la Corte arguye en la providencia señalada que, en los contratos de 
prestación de servicios independientes, no desaparecen los derechos a la estabilidad, a una 
protección especial, de quienes se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, a un 
trabajo que, en todas sus modalidades esté rodeado de condiciones dignas y justas del goce del 
mínimo vital.  
 Por lo tanto, la Corte expresa que, más que hablar de estabilidad laboral reforzada, que 
remite nominalmente a las relaciones de trabajo dependiente, se debe hablar de estabilidad 
ocupacional reforzada, por ser una denominación más amplia y comprehensiva. 
 
 Adicionalmente, la Corte argumenta que, el derecho a la estabilidad ocupacional 
reforzada, no tiene rango puramente legal,  sino que, se funda razonablemente y de forma directa 
en diversas disposiciones de la Constitución Política (Asamblea Nacional Constituyente, 1991), 
como lo son el derecho a la estabilidad en el empleo (art. 53); el derecho de las personas que se 
encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, a ser protegidas especialmente con miras 
a promover las condiciones que hagan posible una igualdad real y efectiva (arts.13 y 93 C.P.); el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas (art. 25 C.P.); a favor de aquellos disminuidos 
físicos, sensoriales y psíquicos (art. 47 C.P.); el derecho fundamental, a gozar de un mínimo vital 
entendido como la posibilidad de satisfacer necesidades básicas como alimentación, vestido, 
aseo, vivienda, educación y salud (arts. 1., 53, 93 y 94 C.P) y el deber de todos a obrar conforme 
al principio de solidaridad social (arts.1, 48 y 95). 
 Si bien, en la sentencia T-589 (2017), frente a la presunción tendiente a establecer que la 
causa de la terminación del vínculo contractual fue el estado de indefensión, la Corte señaló que, 
esta presunción se puede desvirtuar, incluso, en procesos de tutela, por cuanto es una 
presunción iuris tantum y la carga de la prueba, se debe trasladar al empleador, quien deberá 
demostrar que la terminación del vínculo laboral, no se dio con ocasión de la situación de salud, 
sino que, obedeció a una justa causa. Ahora, en el caso que no se logre desvirtuarse la 
presunción por parte del empleador, el juez constitucional, tiene el deber de declarar la ineficacia 
de la terminación o del despido laboral, en favor del sujeto protegido. En este mismo contexto, 
en la sentencia T-284 de 2019 se indicó: 
La estabilidad ocupacional reforzada es la concreción de diferentes mandatos 
contenidos en la Carta, para proteger a aquellas personas susceptibles de ser 
discriminadas en el ámbito laboral y que se concreta en gozar de la posibilidad de 
permanecer en su empleo, a menos que exista una justificación no relacionada con su 
condición. Tal figura tiene por titulares, entre otras, a personas con discapacidad o en 
 
condición de debilidad manifiesta por motivos de salud.14 El sustento normativo de esta 
protección especial se encuentra en los principios de Estado Social de Derecho,15 
igualdad material16 y solidaridad social, consagrados en la Constitución Política. Estos 
mandatos de optimización resaltan la obligación constitucional del Estado de adoptar 
medidas de protección y garantía en favor de grupos vulnerables y personas en 
condición de debilidad manifiesta. (Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, 
Sentencia T 284, 2019). 
 Con los argumentos expuestos, se reitera que el derecho a la estabilidad ocupacional 
reforzada se encuentra erigido sobre principios constitucionales del Estado Social de Derecho, 
tanto a favor de grupos vulnerables, como de personas en condición de debilidad manifiesta. A 
su vez, en esta sentencia, se reitera la jurisprudencia anterior, en cuanto al requisito obligatorio 
de autorización previa de la Oficina del Trabajo, para desvincular a una persona en la condición 
antes descrita, por cuanto omitir esta autorización devendría en un acto jurídico ineficaz. Por lo 
descrito, al prohibirse el despido discriminatorio de sujetos en situación de debilidad por motivos 
de salud, se crea una restricción constitucionalmente legítima a la libertad contractual del 
empleador, quien estará facultado para terminar el vínculo, después de solicitar una autorización 
ante el funcionario competente, que certifique la concurrencia de una causa justificable para 
proceder de esta manera. Asimismo, en la misma sentencia T-284 (2019) se reitera:  
 
 
14 Ver entre otras las Sentencias T-1040 de 2001. M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-351 de 2003. M.P. Rodrigo 
Escobar Gil; T-198 de 2006. M.P. Marco Gerardo Monroy; T-962 de 2008. M.P. Jaime Araujo Rentería; T-
002 de 2011. M.P. Mauricio González Cuervo; T-901 de 2013. M.P. María Victoria Calle; T-141 de 2016. 
M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
15 Constitución Política, artículo 1º: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
16 Constitución Política. Artículo 13. (…) “[Inciso 2º] El Estado promoverá las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. [Inciso 
3º] El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que 
contra ellas se cometan”. 
 
En todo caso, además de la autorización de la Oficina del Trabajo, la protección 
constitucional dependerá siempre de que (i) se establezca que el trabajador realmente 
se encuentra en una condición de salud que le impida o dificulte significativamente el 
normal y adecuado desempeño de sus actividades; (ii) que la condición de debilidad 
manifiesta sea conocida por el empleador en un momento previo al despido; y (iii) que 
no exista una justificación suficiente para la desvinculación, de manera que sea claro 
que la misma tiene origen en una discriminación17. En estos supuestos, se ha 
establecido una presunción (iuris tantum) en favor de la persona que fue apartada de su 
oficio. (Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, Sentencia T 284, 2019) 
 Finalmente, a través de la sentencia C-200 (2019), en atención al análisis de 
constitucionalidad del numeral 15 literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, la 
Sala Plena de la Corte Constitucional, declaró exequible esta disposición normativa, en el 
entendido que, carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de trabajo 
de una persona por razón de su situación de salud cuando no exista autorización previa del 
inspector del trabajo. Asimismo, la Corte decidió que, además de la ineficacia del despido o 
terminación del contrato, aquellas personas despedidas, tendrán derecho a una indemnización 
equivalente a 180 (ciento ochenta) días de salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e 
indemnizaciones a que haya lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo. Por lo que 
inicialmente, la Sala Plena analizó como problema jurídico, si el numeral 15, literal a), del artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo, vulnera o no, las garantías de estabilidad reforzada y el 
derecho al trabajo. 
 Mas adelante, la Corte expresó que, aunque la misma disposición fue analizada en 
sentencia C-079 (1996), en donde ya se había decidido el mismo problema jurídico, se configuró 
 
 
17 Consultar, entre otras, las sentencias T-215 de 2014. M.P. Mauricio González Cuervo, fundamento jurídico N° 4 y 
T-188 de 2017. M.P. María Victoria Calle Correa, fundamento jurídico N° 5.6. 
 
el fenómeno de la cosa juzgada formal, más no material. Lo anterior, por cuanto se presentó un 
cambio, en el significado material de la Constitución, la cual es capaz de adaptarse a nuevas 
circunstancias, sin que haya sido formalmente reformada, además, del gran desarrollo 
jurisprudencial en más de 20 (veinte) años en relación con la protección de los trabajadores en 
condiciones de debilidad manifiesta. Por ende, la Sala Plena decidió estudiar de fondo la 
constitucionalidad de la norma demandada.  
 Posteriormente, estableció que, la causal de despido con justa causa relativa a la 
enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga carácter de profesional, así como 
cualquier otra enfermedad o lesión que lo incapacite para el trabajo, cuya duración no haya sido 
posible durante 180  (ciento ochenta) días, no puede aplicarse automáticamente por el 
empleador, por el contrario, este último tiene que demostrar que el despido se efectúa por 
razones distintas, a la situación de salud del trabajador, o que, se han agotado todas las 
posibilidades dentro de lo razonable para poder mantenerlo en la empresa. Seguidamente, la 
Sala analizó la línea jurisprudencial del derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada 
de personas en situación de debilidad manifiesta, como consecuencia, de afecciones a su salud 
de los últimos 22 años, de este análisis concluyó:  
Los trabajadores que sufren de alguna afectación de salud gozan del derecho a la 
estabilidad laboral reforzada en los casos en que su afectación dificulta su desempeño 
laboral, incluso cuando no existe acreditación de alguna discapacidad; 
 La aplicación del derecho a la estabilidad laboral reforzada no se limita a contratos de 
trabajo a término indefinido. Al cumplirse el plazo de los contratos a término fijo, por obra 
o labor, el empleador tiene prohibido decidir no renovar el contrato por este simple 
hecho. Si subsisten las causas que dieron origen a la relación laboral y el trabajador ha 
cumplido de manera adecuada sus funciones, el empleado tiene el derecho a conservar 
su trabajo, aunque el término del contrato haya expirado; 
 
En este sentido, si un trabajador con afectaciones de salud ha sido despedido sin la 
debida autorización de la Oficina de Trabajo, se presume que el despido es 
discriminatorio; 
(iv) Esta protección laboral no se desvirtúa en caso que el empleado se incapacite 
laboralmente durante un lapso de 180 días, pues el empleador debe reintegrarlo a un 
cargo acorde con sus condiciones de salud. Si dicha reubicación es imposible, debe 
darle la oportunidad al trabajador de proponer soluciones razonables a dicha situación 
y solicitar autorización de la Oficina de Trabajo para despedir al trabajador por esta justa 
causa; 
(v)  Si el empleador decide terminar el vínculo laboral sin agotar sus obligaciones de 
manera adecuada, la jurisprudencia ha previsto las siguientes consecuencias: (a) la 
ineficacia del despido, (b) el pago de todos los salarios y prestaciones sociales dejadas 
de recibir en el periodo en el cual estuvo injustamente separado del cargo, (c) el 
reintegro en un cargo igual o mejor al que desempeñaba y en el que no sufra el riesgo 
de empeorar su condición de salud, (d) el derecho a recibir capacitación para cumplir 
con las tareas que su nuevo cargo le impone, si hay lugar a ello; (e) el derecho a recibir 
una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las 
demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código 
Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o 
aclaren. (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 200, 2019). 
 Expuesto lo anterior, es plausible concluir que, dentro de la prolífica jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, la estabilidad laboral reforzada de personas en estado de debilidad 
manifiesta, por razones de salud, ha sido protegida indistintamente de que exista una calificación 
que acredite alguna discapacidad. En efecto, el alto Tribunal ha desarrollado una interpretación 
garantista, en procura de la defensa de los derechos de las personas que se encuentran en esta 
 
situación; lo cual ha permitido brindar un manto de protección constitucional de los derechos 
fundamentales al trabajo, al acceso a un mínimo vital y móvil, a la salud y a la seguridad social.  
 No obstante, la Corte ha unificado su criterio frente a las condiciones para que se 
presente este tipo de protección constitucional; como lo es, la manifestación de un padecimiento 
en la salud del trabajador que le impida desarrollar las funciones para las cuales fue contratado 
de manera adecuada, que el empleador tenga conocimiento de la enfermedad y que la 
terminación del vínculo laboral se haga de manera injustificada, sin atender ningún criterio 
objetivo y sin acudir previamente a la autorización del Ministerio de Trabajo; lo cual hará presumir, 
que la causa de la terminación del vínculo contractual fue el estado de indefensión. En 
consecuencia, a continuación, se procede a analizar la estabilidad laboral reforzada de personas 
en las anotadas circunstancias, en procesos liquidatorios y/o de reestructuración de empresas 
en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.   
2.3 Estabilidad Laboral reforzada de personas en situación de debilidad 
manifiesta, como consecuencia de afecciones de salud en procesos 
liquidatorios y/o de reestructuración de empresas en la Jurisprudencia de la 
Corte Constitucional 
 
 Es preciso indicar que, en el estudio realizado en el presente trabajo, la garantía de 
estabilidad en el empleo de personas en situación de debilidad manifiesta, como consecuencia 
de afecciones de salud, dentro de procesos liquidatorios de empresas particulares, desarrollado 
en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, se ha limitado únicamente, a una indemnización 
por la terminación del contrato de trabajo que se entiende sin justa causa, tal como se indicó en 
el Capítulo I. 
 Por lo que, se recuerda que en la sentencia C-071 (2010) la guardiana de la Constitución 
admitió que los trabajadores en situación de discapacidad que se encuentren dentro de procesos 
liquidatorios, de empresas particulares o entidades públicas, gozan de un grado superior de 
estabilidad, y es diáfana al manifestar que, para ellos la finalización del contrato laboral implica, 
 
una afectación de sus derechos fundamentales, de tal magnitud que no puede resarcirse, ni 
siquiera, con la indemnización a la que pueda haber lugar. Empero, expresa la Corte que: 
Esto no significa que pueda afirmarse que estos sujetos son inamovibles de su cargo, 
sino que la jurisprudencia ha definido requisitos particulares y específicos para que 
proceda el amparo como mecanismo de protección frente a cada uno de ellos, momento 
en el cual el juez constitucional podrá tutelar la protección a sus derechos 
fundamentales. (Corte Constitucional, Sala Plena, C 071, 2010). 
 No obstante, a pesar que en la liquidación de empresas particulares, únicamente se ha 
garantizado la indemnización por terminación del contrato de trabajo, de personas en situación 
de debilidad manifiesta como consecuencia de afecciones de salud, es imperativo resaltar que 
para la investigación, se encontró que durante los más de 27 años de historia de la Corte 
Constitucional en 3 sentencias específicas se ha enunciado la posibilidad de “reincorporación” o 
“reubicación” de trabajadores en las circunstancias anotadas dentro de procesos de renovación, 
suspensión y liquidación de entidades públicas. 
 En primer lugar, la sentencia T-513 (2006) recoge un desarrollo jurisprudencial 
desarrollado en las sentencias T-512 de 200118, T-792 (2004), T-925 (2004), SU-388 (2005) y 
SU-389 (2005), relacionado con sujetos de especial protección constitucional diferentes a 
trabajadores con padecimientos de salud. Por lo que, en esta providencia, la Sala indica que el 
artículo 12 de la Ley 790 (Congreso de la República de Colombia, 2002), previó la estabilidad 
reforzada de servidores públicos afectados con limitaciones físicas, mentales y sensoriales, como 
 
 
18 Inicialmente, en las sentencias T-512 de 2001 y SU-388 de 2005, la Corte manifestó la posibilidad de 
alterar las plantas de personal, pero siempre que la administración respetara derechos fundamentales, 
teniendo en cuenta que:  
 
Como regla general, los procesos de reestructuración deben procurar garantizar la estabilidad de 
los trabajadores. Así, se considera que, de ser posible, debe procurarse mecanismos que aseguren 
la reubicación de los trabajadores dentro de la entidad. Cuando ello no es posible, procede la 
indemnización. (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia SU 388, 2005). 
  
 
sujetos de especial protección constitucional. De esta forma, la Corte indica que, existen medidas 
de afirmación positiva, que tienden a la conservación y progreso en el ámbito laboral de las 
personas con limitaciones, incluso, en los programas de reestructuración de la administración 
pública, en donde no se restringe a la inmovilidad absoluta de los afectados, sino que dichas 
medidas: 
i) permiten la reubicación, traslado e incluso el licenciamiento de los disminuidos 
físicos, mentales y sensoriales, con autorización de “la oficina de trabajo”, mientras dura 
la imposibilidad de desempeñarse en su labor habitual y ii) prevén en caso de 
desvinculaciones, temporales o permanentes, el derecho de la persona con limitaciones 
a percibir, sin solución de continuidad, una pensión que consulte el porcentaje de la 
invalidez que la aqueja, previamente declarada. (Subrayado fuera de texto) (Corte 
Constitucional, Sala Octava de Revisión, T 513, 2006). 
 En segundo lugar, en la sentencia T-849 (2010) la Sala argumenta que, para que un 
trabajador pretenda acceder a los beneficios que se derivan del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada, dentro de procesos de reestructuración de la administración, debe acreditar y poner 
en conocimiento oportunamente su situación de discapacidad o padecimientos de salud ante la 
entidad en liquidación. Concluyendo lo siguiente: 
En tal sentido, además del derecho a permanecer en el cargo hasta que se configure 
una justa causa de despido y ésta sea verificada por la autoridad laboral 
correspondiente, ese trabajador tiene derecho a la reubicación y el traslado según 
sus necesidades médicas, así como a “percibir, sin solución de continuidad, una pensión 
que consulte el porcentaje de la invalidez que lo aqueja,”. (Subrayado y negrita por fuera 
de texto) (Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, T 849, 2010). 
 En tercer lugar, es deber examinar a profundidad la sentencia T-540 de (2015), en la cual, 
se estudió la estabilidad laboral reforzada de personas, con algún tipo de padecimiento en 
procesos de reestructuración y reforma de la administración pública; en donde, accionantes en 
 
su condición de personas con limitaciones físicas, mentales, visuales o auditivas, acudieron a la 
acción de tutela, con el objetivo de que fueran amparados sus derechos fundamentales a la 
igualdad y al trabajo, transgredidos por el Patrimonio Autónomo de Remanentes de, TELECOM 
,en adelante PAR TELECOM. En este contexto, los accionantes solicitaron al Juez de Tutela que 
el PAR TELECOM desarrollara: 
Un plan de reubicación laboral para personas con limitaciones físicas, mentales, 
visuales o auditivas, en el que sean incluidos y priorizados con miras a ingresar a un 
empleo en condiciones, al menos, semejantes a las que antes tenían en la ya liquidada 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones – TELECOM-. (Corte Constitucional, Sala 
Tercera de Revisión, Sentencia T 540, 2015). 
 Dicho esto, la Corte Constitucional, estudió si el Patrimonio Autónomo de Remanentes de 
la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, PAR TELECOM, estaba o no,  vulnerando 
derechos fundamentales a la igualdad y al trabajo de dos empleados que con limitaciones físicas, 
mentales, visuales o auditivas, laboraron para la entidad hasta su cierre definitivo, amparados 
por el denominado “retén social”, al no dar aplicación extensiva o analógica del plan de 
reubicación ordenado en la Sentencia SU-377 (2014), la cual se refirió exclusivamente a madres 
y padres de familia. 
  De manera que, para resolver este problema jurídico, la Corte refiere en primer lugar que, 
como consecuencia del denominado retén social, que nació con la Ley 790 (Congreso de la 
República de Colombia, 2002), se pretendió por parte del legislador establecer un mecanismo 
afirmativo de protección laboral en materia de permanencia y estabilidad en el empleo a ciertas 
categorías de personas, como es el caso, de las madres cabeza de familia sin alternativa 
económica, personas con limitaciones físicas, mentales, visuales o auditivas y servidores 
próximos a obtener su pensión (también conocidos como prepensionados). A su vez, la Sala 
indica que, la protección de permanencia y estabilidad, se debe aplicar a las tres categorías de 
trabajadores enunciada sin distinción de ningún tipo; y frente a las personas con limitación física, 
 
mental, visual o auditiva, concluyó además que, al estar puestas en circunstancias de debilidad 
manifiesta, tenían derecho a contar con una política de previsión e integración social. 
  Ahora bien, la Corte manifiesta que, a través de la jurisprudencia previa al año 201419 se 
indicaba que las personas beneficiarias del retén social y de la estabilidad laboral reforzada de 
la que son titulares no es absoluta, por cuanto, solo puede mantenerse mientras se encuentre 
vigente el proceso liquidatorio de la entidad correspondiente y “una vez culminado éste y 
extinguida jurídicamente la entidad o la empresa, la protección ofrecida no encuentra 
fundamento en derecho para ser aplicada, dado que la persona jurídica que debe otorgarla dejó 
de existir” (Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, Sentencia T-971 de 2006). 
 Sin embargo, la Sala indica que, a partir de la Sentencia SU-377 (2014), se ordenó por 
parte de la Corte Constitucional, la adopción de un plan de reubicación únicamente para madres 
y padres cabeza de familia, a un empleo en condicione, al menos iguales, a las que tenían al 
momento en que, fueron desvinculados de la extinta entidad. Entonces, a partir del principio 
constitucional de igualdad y teniendo en cuenta que los trabajadores con afecciones de salud 
están en circunstancias de debilidad manifiesta, la Corte esgrime las siguientes conclusiones: 
(i) La primera y más evidente es que las personas discapacitadas o con serias y 
ostensibles disminuciones en su estado de salud sí hacen parte de la acción afirmativa 
denominada retén social. Lo que equivale a decir que este grupo de personas es 
susceptible de beneficiarse con toda clase de medidas de protección que se 
correspondan con una estabilidad laboral reforzada. 
 (ii) La segunda apunta a dejar en claro que la protección constitucional que se provee 
a través del retén social no desaparece con la clausura definitiva de la entidad 
 
 
19 A este respecto, también pueden consultarse las Sentencias T-792 de 2004, T-602 de 2005, T-726 de 
2005, T-538 de 2006, T-570 de 2006, T-646 de 2006 y T-587 de 2008. 
 
liquidada. Ello significa que esa protección puede no presentarse como una estabilidad 
laboral reforzada, toda vez que las personas amparadas por dicha figura no cuentan con 
el derecho a ser reintegrados a sus cargos, en tanto la desaparición de la entidad lo 
hace imposible fáctica y jurídicamente. 
 (iii) La tercera, a modo de derivación natural de los planteamientos recién aducidos, 
hace referencia a que el derecho a una especial protección que deben recibir las 
personas con limitación física, mental, visual o auditiva, no se reduce simplemente a la 
potestad de permanecer en un cargo hasta el último acto de liquidación de la entidad, 
sino que en realidad se manifiesta en la posibilidad  de ser sujetos beneficiarios, no solo 
del pago de la respectiva indemnización prevista en la ley para los demás ex 
trabajadores, sino también de gestiones para lograr su reubicación y traslado, así 
como de políticas encaminadas a asegurarles un derecho prestacional. 
 (iv) La cuarta sugiere que tanto madres y padres cabeza de familia, como personas con 
limitación física, mental, visual o auditiva, han sido normativamente reconocidas y 
protegidas en la Carta Política por encontrarse en circunstancias de debilidad manifiesta 
e indefensión, hallándose ubicadas en un mismo nivel jurídico-constitucional en tanto 
gozan de especial protección por parte del Estado. 
 v) La quinta y última, por su parte, apunta a corroborar, como seguramente ya se habrá 
hecho, que en la Sentencia SU-377 de 2014 no se prescribieron medidas concretas de 
protección en favor de personas discapacitadas o en estado de debilidad manifiesta por 
razones de salud, debido a que ninguno de los casos abordados que concernía a 
extrabajadores de la empresa cobijados por el retén social, sometidos al conocimiento 
del juez de tutela, involucraba a esta particular categoría de sujetos. (Subrayado y 
negrita por fuera del texto original) (Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión, 
Sentencia T 540, 2015).  
 
 
 Lo anteriormente expuesto, en la sentencia analizada, que, si bien es cierto, tiene efectos 
inter partes, está dando un alcance inconmensurable a la sentencia SU- 377 (2014). que sí tiene 
efectos, erga omnes, constituyéndose, en el punto nodal de la estabilidad laboral, como 
consecuencia de la situación de debilidad manifiesta, generada por padecimientos de salud 
dentro de procesos liquidatorios de entidades públicas; que va más allá, de una simple 
indemnización y busca una reubicación de los trabajadores en las anotadas circunstancias. 
 Finalmente y no de menos importancia, en la providencia T-540 (2015) la Corte exhortó 
al Congreso de la República para que legisle sobre la desvinculación de sujetos de especial 
protección constitucional en procesos de reestructuración y reforma de la administración pública 
y “particularmente para que se establezcan estrategias que faciliten la readaptación, colocación, 
reubicación e inserción laboral de las personas con discapacidad, en cumplimiento del mandato 
constitucional previsto en el artículo 13 de la Constitución Política.” (Corte Constitucional, Sala 
Tercera de Revisión, Sentencia T 540, 2015). No sobra destacar que, habiendo auscultado en 
las Gacetas del Senado de la República y de la Cámara de Representantes, a la fecha, el 
Congreso ha hecho caso omiso a este exhorto realizado por la Corte Constitucional. 
 
2.4 Estabilidad Laboral reforzada de personas con limitaciones de salud en la 
Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia 
 
 Iniciar diciendo que, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Laboral, ha 
expresado copiosamente que la estabilidad laboral reforzada es una garantía derivada de la Ley 
361  (Congreso de la República de Colombia, 1997), que sólo se aplica a quienes tienen la 
condición de limitados por su grado de discapacidad; la cual remite a la reglamentación 
establecida en el Decreto 2463 de 200,  que clasifica los grados de severidad de la limitación así: 
“moderada: la que está entre el 15% y el 25% de capacidad laboral; severa: la mayor al 25% e 
inferior al 50%; y profunda: la igual o superior al 50%”. Entonces, este Tribunal ha sostenido que: 
 
La prohibición que contiene el artículo 26 de la citada Ley 361, relativa a que ninguna 
persona con discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su 
minusvalía, salvo que medie autorización de la Oficina de Trabajo, se refiere a las 
personas consideradas por esta ley como limitadas, es decir, todas aquellas que 
tienen un grado de invalidez superior a la limitación moderada.  
 Así mismo, en la Jurisprudencia del último lustro, la Sala Laboral ha llegado, incluso, a 
referir que el empleador, podrá dar por terminado el contrato de trabajo de una persona, 
considerada como limitada, sin acudir ante el Ministerio del Trabajo, cuando constante la 
ocurrencia de una justa causa de terminación del contrato. A partir de esta breve introducción, a 
continuación, se estudiará el concepto de estabilidad laboral reforzada de personas con 
limitaciones de salud desarrollado por la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia. 
 Cabe anotar que, en un comienzo, a partir de la sentencia con radicación 25.130 (2006), 
la Corte Suprema de Justicia empezó a fijar una línea jurisprudencial, en relación con la 
estabilidad laboral reforzada. De esta manera, la Sala Laboral expresó que la Ley 361 (Congreso 
de la República de Colombia, 1997) es un estatuto especial que estableció “...mecanismos de 
integración social de las personas con limitación...” y que según su primer artículo los principios 
que la fundamentan están en los artículos 13, 47, 54 y 68 de la Constitución Política (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991) 
 Para complementar estos argumentos, la Sala refirió que, de acuerdo con la exposición 
de motivos incorporada en la Gaceta del Congreso N° 364 (1995), la cual tuvo por objeto, la 
integración social de las personas en situación de discapacidad, e impuso como obligación al 
Estado y a la Sociedad facilitar de manera digna el bienestar físico, mental, emocional y social, 
el acceso preferente a la educación, a los bienes y al trabajo. 
 
 
 Así mismo, la Corte Suprema manifestó que, de conformidad con la sentencia de 
constitucionalidad C-531 (2000), carece de todo efecto jurídico, el despido o la terminación del 
contrato, de una persona por razón de su limitación; sin que exista, autorización previa de la 
oficina del trabaja, que constate, la configuración de la existencia de una justa causa para el 
despido o terminación del respectivo contrato. A pesar de lo anterior, para la Sala, sólo pueden 
ser considerados como limitados físicos, aquellos que hayan tenido una calificación de pérdida 
de capacidad laboral de conformidad con el artículo 5º de la Ley 361 de 1997; es decir, siempre 
y cuando aparezcan calificados como personas en situación de discapacidad en el carné del 
afiliado al Sistema de Seguridad Social en Salud, ya sea del régimen contributivo o del 
subsidiado. 
 Posteriormente, la Corte Suprema de Justicia en sentencia con radicación 32.532 (2008), 
expresó que, al ser realizado un análisis del artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República 
de Colombia, 1997), se encontró que, la prohibición relacionada con que ninguna persona por 
razón de su discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado, por razón de su 
minusvalía, salvo que, medie autorización de la Oficina de Trabajo, se refiere a personas 
consideradas por la ley como limitadas, que para la Sala, son todas aquellas que tienen un grado 
de invalidez superior a la limitación moderada. Frente a esto, la Sala explicó: 
Surge de lo expuesto que la prohibición que contiene el artículo 26 de la citada Ley 361, 
relativa a que ninguna persona con discapacidad podrá ser despedida o su contrato 
terminado por razón de su minusvalía, salvo que medie autorización de la Oficina de 
Trabajo, se refiere a las personas consideradas por esta ley como limitadas, es decir, 
todas aquellas que tienen un grado de invalidez superior a la limitación moderada. 
(Negrilla fuera de texto) (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, 
Sentencia 32532, 2008). 
 
 
 Por lo que, situación particular en la que no se encontraba el demandante en el caso 
concreto, por cuanto para la Sala, su incapacidad permanente parcial era solo del 7.41%, es 
decir, era inferior al extremo mínimo de la limitación moderada, que es el grado de menor 
discapacidad, respecto del cual operan las garantías de asistencia y protección de la mentada 
Ley. 
 Así las cosas, la Sala de Casación Laboral, también expresó en esta providencia que de 
conformidad con el artículo 1º de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), esta 
norma se encuentra dirigida, de manera general, a garantizar la asistencia y protección necesaria 
de las personas con limitaciones severas y profundas, de modo que, se delimita el campo de su 
aplicación a quienes padecen una minusvalía significativa. 
 Así mismo, la Corte Suprema expuso que, en desarrollo del artículo 5º de Ley 361 
(Congreso de la República de Colombia, 1997), la protección especial está destinada a las 
personas con un grado de limitación moderado, severo o profundo y que, deberán aparecer como 
personas limitadas. en los carnés de afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud, y las 
Empresas Promotoras de Salud. EPS, por lo que, deberán consignar en este documento, la 
especificación del grado de limitación que presenta su portador, con el fin, que puedan 
identificarse como titulares de los derechos previstos en la ley comentada.  
 En suma, la Sala es explícita, en manifestar que quienes no tienen la condición de 
limitados físicos por su grado de discapacidad, es decir, para aquellos cuya minusvalía no está 
comprendida en el grado de limitación moderada, no gozan de la protección de los artículos 1º y 
5º de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997). 
 Por todo esto, la Corporación afirma que, como la Ley 361 (Congreso de la República de 
Colombia, 1997), no determina los extremos en que se encuentra la limitación moderada, debe 
recurrirse al Decreto 2463 de 2001, que en su artículo 1º indica, expresamente, que su aplicación 
comprende las Leyes 21 (1982) 100 de (1993), 361 de (1997) y 418  (1997); y que en su artículo 
7 señala los parámetros de severidad de las limitaciones en los términos del artículo 5 de la Ley 
 
361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), en donde, define la limitación moderada 
como aquella pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y el 25%; severa, aquella 
mayor al 25% pero inferior al 50% y profunda, cuando el grado de minusvalía supera el 50%. 
Finalmente, la Sala remata expresando que cuando las personas tengan una limitación de menor 
intensidad el amparo es menor o inexistente, pues no se les dificulta su inserción en el sistema 
competitivo laboral. 
 Posteriormente,  a la anterior providencia, mediante sentencias: Sentencia 35606 (2009); 
Sentencia 37235 (2010); Sentencia 38992 (2010) y Sentencia 39207 (2012) la Corte Suprema 
de Justicia reiteró que, son requisitos para que un trabajador acceda a la indemnización 
establecida en el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), que 
se encuentre con una limitación moderada: que corresponde a la pérdida de capacidad laboral 
entre el 15% y el 25%, severa: correspondiente a la pérdida de capacidad laboral superior al 25% 
pero inferior al 50% o profunda: aquella pérdida de capacidad laboral superior al 50%; que el 
empleador conozca el estado de salud del trabajador y que termine la relación laboral como 
consecuencia de su limitación física y sin previa autorización del Ministerio de la Protección 
Social, a la fecha Ministerio de Trabajo. 
 Del mismo modo, la Sala refirió que la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 
1997), está diseñada para garantizar la asistencia y protección necesaria de personas con 
limitaciones severas y profundas, delimitando el campo de su aplicación únicamente a quienes 
por ley son consideradas discapacitados, es decir, todas aquellas que tengan un grado de 
minusvalía o invalidez superior a la limitación moderada. Sin embargo, cabe señalar, que en la 
sentencia con radicado 39207, la Sala indicó: 
En todo caso, en aras de la función unificadora de la jurisprudencia a cargo de esta Sala, 
conviene precisar que el carné al que refiere el artículo 5º de la ley 361 ha de entenderse 
como un medio más de prueba del estado y grado de discapacidad de su titular, para 
efectos de que pueda gozar de los mecanismos de integración social reconocidos en la 
 
Ley 361, pues se basa en un “…diagnóstico médico en caso de que dicha limitación no 
sea evidente”; de ninguna manera puede dársele carácter constitutivo de dicho estado, 
pues la discapacidad corresponde a una condición real de la persona que se acredita, 
si es del caso, mediante dictamen pericial, de la cual puede tener conocimiento el 
empleador de cualquier forma, según la situación particular del trabajador discapacitado. 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia 39207, 2012). 
 En concordancia, a partir de la sentencia citada y posteriormente reiterada en la Sentencia 
41845 (2012) y Sentencia SL 11411 – 67595 (2017), la Corte precisó que no es necesario que 
el trabajador esté previamente reconocido, como persona en condiciones de discapacidad, o que 
se le identifique de esa manera en un carné, tal como está descrito en el artículo 5 de la Ley 361 
(Congreso de la República de Colombia, 1997), por cuanto lo relevante es que tenga una 
discapacidad significativa. 
 Por último, la Corte indica que, la sola circunstancia de que el trabajador sufra una 
enfermedad que lo incapacite temporalmente, no acredita que padezca de una limitación física, 
por lo que, requiere de una prueba como es el dictamen médico o la calificación de pérdida de 
capacidad laboral, para determinar si es una limitación severa y profunda. 
 Dentro de esta misma línea decisoria, la Corte Suprema de Justicia en Sentencia SL- 
41867 (2013), expresó, que no encontró acreditado en el caso particular que el demandante 
sufría de alguna limitación discapacidad o minusvalía que lo hiciera acreedor de la protección 
establecida en el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), por 
cuanto, las incapacidades otorgadas por la EPS del trabajador, no demuestran que hubiese 
estado con una limitación física dentro de los porcentajes de limitación moderada, severa o 
profunda, de acuerdo con el Decreto 2463 de 2001, que indica, de manera expresa en su artículo 
1º que su aplicación comprende a las personas con derecho a prestaciones y beneficios 
contemplados en esta misma Ley. 
 
 Sumado a esto, la Sala reiteró, su posición manifestada en las sentencias con 
radicaciones 37235 (2010); 32532 (2008) y 35606 (2009), en donde había manifestado que para 
que proceda la protección y asistencia prevista en el artículo 26 de la mentada Ley 361 de 
(Congreso de la República de Colombia, 1997), el grado mínimo de pérdida de capacidad laboral 
debe ser superior a la limitación moderada, es decir superior al 15% de pérdida de capacidad 
laboral. 
 Igualmente, la Sala de Casación Laboral en Sentencia SL 14134 de (2015), explicó que 
la garantía de estabilidad laboral reforzada es de carácter especial dentro de la legislación del 
trabajo, pues procede exclusivamente para las personas que presenten limitaciones en grado 
severo y profundo y no para las que padezcan cualquier tipo de limitación, ni menos aún, para 
quienes se hallen en incapacidad temporal por afecciones de salud. De tal suerte que, para la 
Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, tratándose de una garantía excepcional a la 
estabilidad, no puede el juez extenderla de manera indebida para eventos no contemplados en 
la ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997).  
 Consecuentemente, al no estar acreditado que, la demandante padecía de una limitación 
con las características ya referidas, para la Sala, no es aplicable el mandato del mismo artículo 
26 de la Ley, ni contra los principios constitucionales de protección especial a quienes se 
encuentren en estado de debilidad manifiesta y a los discapacitados, ni el Convenio 159 de la 
Organización Internacional del Trabajo, ratificado por Colombia, mediante Ley 82. (Congreso de 
la República de Colombia, 1988). 
 Si bien, en la sentencia SL 1360 (2018), la Corte, realizó un viraje jurisprudencial y 
abandonó lo sentado en sentencias con radicados 36115 (20109 y 35794 (2010), en donde había 
expresado que el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), no 
consagraba una presunción legal o de derecho, que permita concluir que el despido de un 
trabajador, en situación de discapacidad,  previo conocimiento del empleador obedeció a un móvil 
discriminatorio;  en su lugar, manifiesta ahora que, el despido de un trabajador en situación de 
 
discapacidad sí se presume discriminatorio, salvo que el empleador demuestre en juicio la 
ocurrencia real de la causa alegada. 
 En este sentido, la Sala expresa que, la decisión del empleador de dar por terminado el 
contrato de trabajo puede ser controvertida por el trabajador, a quien le bastará, demostrar su 
estado de discapacidad para beneficiarse de la presunción de discriminación, por lo tanto, el 
empleador deberá acreditar en el juicio la ocurrencia de la justa causa y de no hacerlo, el despido 
se reputará ineficaz y como consecuencia de ello, procederá el reintegro del trabajador junto con 
el pago de los salarios y prestaciones dejados de percibir más una sanción de 180 (ciento 
ochenta) días de salario consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República 
de Colombia, 1997). 
 Aunque, lo expresado, frente a la autorización del Ministerio del Trabajo, la Sala 
manifiesta que, de acuerdo con el análisis que realiza de la Sentencia C-531 (2000) de la Corte 
Constitucional, no se expresó que, está prohibido el despido con justa causa de los trabajadores 
con discapacidad sin el permiso ministerial, sino que, cuando se pretendiera dar por terminado 
un contrato de trabajo de una persona en condición de discapacidad, precisamente por estar en 
esta circunstancia, en este caso, se debe tener la correspondiente autorización del Ministerio del 
Trabajo, para que determine si esa deficiencia es incompatible o superable, es decir, si la 
continuidad del vínculo laboral se torna imposible, por la situación de discapacidad del trabajador. 
 Lo anterior permite concluir que, para la Corte Suprema de Justicia, si un empleador 
manifiesta que está claudicando un contrato de trabajo de una persona en situación de 
discapacidad por razones distintas a su condición (como lo es una justa causa), no requiere 
permiso del Ministerio del Trabajo. Por consiguiente, para la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia la prohibición de despido expresada en el artículo 26 de la Ley 361 
(Congreso de la República de Colombia, 1997) que pesa sobre, despidos motivados en razones 
discriminatorias se mantiene en firme y solo es válida la alegación de razones objetivas. 
 
 En cuanto a la Sala Laboral, si en el juicio laborar el trabajador demuestra su situación de 
discapacidad, el despido se presume discriminatorio, lo que impone la obligación al empleador 
la carga de demostrar las justas causas alegadas, so pena de que, el acto se declare ineficaz y 
se ordene el reintegro del trabajador junto con el pago de salarios dejados de percibir y la 
indemnización de 180 (ciento ochenta) días de salario. 
 De esta manera, considera la Corte que, la autorización del Ministerio del Trabajo es 
obligatoria cuando la discapacidad es un obstáculo insuperable para laborar; momento en el cual 
el respectivo funcionario deberá, validar que el empleador haya agotado diligentemente las 
etapas de rehabilitación integral, readaptación, reinserción y reubicación laboral de los 
trabajadores con discapacidad, porque de lo contrario, si el juez verifica la omisión en la 
obligación de agotar estas etapas,  implica la ineficacia del despido más el pago de los salarios, 
prestaciones y sanciones. 
 Seguidamente, en sentencia SL1100 de 27 (2019), la Sala señala que, para despedir a 
un trabajador con especial protección, es obligatorio adelantar el procedimiento administrativo 
que contempla el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), 
siempre y cuando, esté plenamente probada la pérdida de capacidad laboral, agrega además, 
que la protección constitucional a la estabilidad laboral reforzada no opera cuando existe de por 
medio una justa causa de terminación del contrato de trabajo. 
 Asimismo, reitera esta última providencia que de conformidad con la sentencia SL-1360 
(2018), el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), no prohíbe 
el despido del trabajador en situación de discapacidad, sino que, el aspecto que sanciona es que 
esté precedido de un criterio discriminatorio. Y en este sentido señala literalmente: 
 
Nótese que allí se dispone que «ninguna persona limitada podrá ser despedida o su 
contrato terminado por razón de su limitación», lo que, contrario sensu, quiere decir 
que, si el motivo no es su estado biológico, fisiológico o psíquico, el resguardo no opera.  
 
 Lo anterior significa que la invocación de una justa causa legal excluye, de suyo, que la 
ruptura del vínculo laboral esté basada en el prejuicio de la discapacidad del trabajador. Aquí, a 
criterio de la Sala no es obligatorio acudir al inspector del trabajo, pues, se repite, quien alega 
una justa causa de despido enerva la presunción discriminatoria; es decir, se soporta en una 
razón objetiva. Con todo, la decisión tomada en tal sentido puede ser controvertida por el 
trabajador, a quien le bastará demostrar su estado de discapacidad para beneficiarse de la 
presunción de discriminación, lo que de contera implica que el empresario tendrá el deber de 
acreditar en el juicio la ocurrencia de la justa causa. De no hacerlo, el despido se reputará ineficaz 
(C-531-2000) y, en consecuencia, procederá el reintegro del trabajador junto con el pago de los 
salarios y prestaciones dejados de percibir, más la sanción de 180 días de salarios consagrada 
en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, 
SL 1100 - 73482, 2019). 
 En efecto, para la Corte Suprema de Justicia, el empleador podrá dar por terminado el 
contrato de trabajo, de una persona con un padecimiento de discapacidades biológicas, 
psicológicas o físicas, sin acudir ante el Ministerio del Trabajo, cuando constante la ocurrencia 
de una justa causa de terminación del contrato. Por lo que, la Sala expresa que si el trabajador 
pretende ser beneficiario de la estabilidad laboral reforzada y controvertir los hechos que dieron 
origen a la finalización del vínculo laboral, debe demostrar que su despido se dio con motivo de 
su discapacidad y el empleador únicamente le corresponderá probar que el vínculo terminó como 
consecuencia de una justa causa atribuible al trabajador. 
 A modo de conclusión de este acápite, es claro que para la Sala de Casación Laboral de 
la Corte Suprema de Justicia, se habla de estabilidad laboral reforzada por razones de salud, 
cuando la persona tiene una pérdida de capacidad laboral debidamente calificada en grado 
superior al 15%, en tal sentido, para dar por terminado el contrato de trabajo esta persona, se 
requerirá la autorización del Ministerio del Trabajo, siempre y cuando se trate de una motivación 
diferente a la justa causa de terminación del contrato de trabajo. 
 
 Además, a través de la Circular 049 (2019), el Ministerio de Trabajo precisó que los 
Inspectores de Trabajo están facultados para verificar, constatar y analizar si las solicitudes de 
autorización de despido de persona con afecciones de salud se encuentran soportadas y 
ajustadas a los supuestos normativos, “más no para que califique o declare derechos, así 
como validación o ratificación de la ocurrencia de los hechos que constituyen la justa causa 
invocada por el empleador” (Ministerio de trabajo, 2019). De este modo, en la Circular 049 (2019) 
se indican los aspectos que el Inspector de Trabajo deberá tener en cuenta frente a cuatro 
posibles eventos:  
A. Cuando el empleador solicita la terminación del vínculo y manifiesta que existe justa 
causa de despido. B. Cuando el empleador solicita la terminación del vínculo y 
manifiesta que existe una causal objetiva. C. Cuando la discapacidad o situación de 
salud del trabajador sea Incompatible e insuperable con el cargo que desempeña. D. 
Cuando el empleador solicita la terminación del vínculo laboral pero no alega justa causa 
de despido o causal objetiva, ni acredita haber agotado el proceso de reincorporación 
del trabajador en situación de discapacidad. (Ministerio de trabajo, 2019) 
 Todo esto, conllevo a que, según lo descrito por la Circular, el Inspector de Trabajo se 
limitará únicamente a verificar o constatar si las causales alegadas están soportadas y se ajustan 
a los supuestos normativos descritos en el Código Sustantivo del Trabajo. Es decir, el Inspector 
está restringido a realizar las funciones de un simple “Notario” que revisará si la documentación 
está o no completa. Lo anterior, por cuanto para la en este momento, Ministra de trabajo en 
Colombia, Arango, la justicia ordinaria laboral es la única que puede decidir, calificar o juzgar la 
justa causa o la causal objetiva de terminación del contrato o de la relación laboral de los 
trabajadores con discapacidad o en situación de debilidad manifiesta por razones de salud. 
 Similarmente, lo propio ocurre con la estabilidad laboral de personas con padecimientos 
de salud, para quienes en virtud de lo previsto en el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la 
República de Colombia, 1997), en concordancia con el numeral 1 literal e y numeral 2 del artículo 
 
61 del Código Sustantivo del Trabajo, el empleador deberá contar con la autorización de la 
autoridad del trabajo, con el objetivo de efectuar los despidos unilaterales como consecuencia 
del proceso liquidatorio. Autorización, que se limitará a constatar si está debidamente soportada 
la liquidación. Lo anterior permite concluir que, mientras que el empleador debe acudir al 
Inspector de Trabajo, en un trámite que dispondrá máximo de 2 meses, el Trabajador se verá 
abocado a acudir al Juez Ordinario Laboral, en un proceso que no durará menos de 1 año. 
2.5 Estabilidad Laboral reforzada de personas con padecimientos de salud en 
procesos liquidatorios y/o de reestructuración de empresas en la 
Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. 
 
 Hay que reconocer que, no han sido muchas las ocasiones en las cuales la Sala de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha tenido conocimiento de casos de personas 
con afecciones de salud, dentro de procesos liquidatorios de empresas. En efecto, la presente 
investigación, encontró dos casos puntuales que a continuación se refieren. En primer lugar, en 
la Sentencia SL 6850 - 42306 de 25 (2016), conoció de un recurso de casación interpuesto por 
el apoderado de la Cooperativa Multiactiva de Los Trabajadores De Santander Limitada – 
COOMULTRASAN, contra la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bucaramanga (2009). 
 Frente al caso concreto, el apoderado de COOMULTRASAN controvierte el fallo del 
Tribunal indicando que la garantía a la estabilidad consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 
(Congreso de la República de Colombia, 1997), es aplicable únicamente a los casos en los que 
el empleador adopta la decisión de terminar el contrato de trabajo “por razón de la discapacidad 
del trabajador, de manera tal que, en cualquier evento, es necesario demostrar un elemento 
intencional tendiente a desconocer deliberadamente el estado de salud del trabajador” (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia SL 6850 – 42306, 2016).  
 No obstante, el recurrente indica que, si el despido se erige en otras motivaciones, como 
una reestructuración administrativa, no queda implícito dentro de las especiales restricciones de 
 
la norma. En este contexto, el casacionista expresa que la terminación del contrato se dio de 
manera unilateral, pero dentro del marco de una reestructuración administrativa que ocasionó la 
escisión de la entidad demandada, lo que implica que no tuvo como razón la condición de 
discapacidad del trabajador. Por esta razón solicita que se case la sentencia de la Sala Laboral 
del Tribunal de Bucaramanga. 
 Por a lo anterior, la Sala de Casación manifiesta dos argumentos: el primero, gira en torno 
a expresar que, el empleador tenía conocimiento de la condición de discapacidad originada en 
las deficiencias auditivas del trabajador y el segundo, refiere que esta condición de discapacidad 
determinó el despido del trabajador. En tal sentido, la Corte es enfática en argüir que, en el caso 
concreto, se trató de un despido unilateral y sin justa causa, que no tuvo discusión en el proceso 
ni el recurso de casación. Ahora bien, indica la Sala que, inclusive en el caso de una 
reestructuración y posterior escisión, se debe solicitar autorización al Inspector de Trabajo, como 
única autoridad competente, para avalar este tipo de permisos, por cuanto de esta manera se 
brindan las garantías contenidas en el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de 
Colombia, 1997), que constituyen un límite especial a la libertad de despido unilateral con que 
cuentan los empleadores. Al respecto la Sala puntualizó: 
En este caso, por ejemplo, aún si el despido se dio en el marco de una reestructuración 
y una escisión, como lo alega la censura, antes de materializarse la decisión, para 
resguardar los propósitos constitucionales de la norma, la compatibilidad de la condición 
especial del trabajador con el ejercicio de determinado cargo, en perspectiva de los 
«…estándares empresariales…», debió ser revisada por una autoridad independiente e 
imparcial y no quedar sometida al mero arbitrio del empleador. (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia SL 6850 – 42306, 2016). 
 Dicho esto, la Sala de Casación da cuenta que, el Tribunal Superior de Bucaramanga en 
su Sala Laboral, no incurrió en un indebido ejercicio hermenéutico al momento de proferir 
sentencia, tal como lo indicaba el casacionista, motivo por el cual decide no casar esta 
 
providencia. En segundo lugar, en la Sentencia SL 3487 – 71838 (2019), la Sala de Casación 
Laboral, estudió la solicitud de casación parcial de sentencia proferida por la Sala Laboral del 
Tribunal Superior de Medellín, en cuanto declaró que el despido llevado a cabo por la caja de 
compensación familiar COMFENALCO Antioquia, no fue injusto e ilegal, además de no reconocer 
la indemnización consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 (Congreso de la República de 
Colombia, 1997). En relación con este caso particular, la Sala afirma que, contrario a lo 
expresado por la recurrente, el artículo 26 de la misma Ley, no le resulta aplicable, debido a que 
tal como lo ha sostenido la Corte, esta garantía es de carácter especial dentro de la legislación 
del trabajo, pues procede para las personas que presenten limitaciones en grado moderado, 
severo y profundo, más no para las que padezcan cualquier tipo de limitación: 
Ni, menos aún, para quienes se hallen en incapacidad temporal por afecciones de salud, 
de tal suerte que, tratándose de una garantía excepcional a la estabilidad, no puede el 
juez extenderla de manera indebida para eventos no contemplados en la mencionada 
norma.  
 De otra parte, la Sala infiere que, la estabilidad laboral reforzada prevista en la pluricitada 
Ley 361 (Congreso de la República de Colombia, 1997), no opera automáticamente en todos los 
casos, y para que sea declarada la ineficacia del despido se requiere la presencia de los 
siguientes supuestos: 
i) que el trabajador padezca de un estado de discapacidad en grado moderado, severo 
o profundo, independientemente de su origen; ii) que el empleador tenga conocimiento 
de dicho estado de discapacidad; iii) que el patrono despida al trabajador de manera 
unilateral y sin justa causa; y iv) que no solicite el empleador la correspondiente 
autorización del Ministerio del Trabajo. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Laboral, Sentencia SL 3487 – 71838, 2019). 
 Además, la Sala de Casación Laboral indicó que, a pesar que la accionante padecía de 
quebrantos de salud que no implicaban necesariamente una pérdida de capacidad laboral, no 
 
era posible llevar a cabo la orden de reintegro, por cuanto citando a la Corte Constitucional “el 
alcance de la protección depende de la exigibilidad de la carga impuesta al empleador y que el 
contratante se puede eximir de dicha obligación, si demuestra que existe un principio de razón 
suficiente de índole constitucional que lo exonere de cumplirla” (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Laboral, Sentencia SL 3487 – 71838, 2019). Finalmente, la Corte expresó: 
Además, debe indicar la Sala que no se equivocó el ad quem en tal determinación, pues si 
bien existe prueba de los padecimientos de la señora Liliana Orozco Villegas (Diabetes 
Tipo 1), no era posible al Tribunal ratificar la orden de reintegro emitida como mecanismo 
transitorio a través de acción de tutela, porque como está acreditado, y no se discute en el 
cargo, la dependencia en la que cumplía funciones la demandante fue liquidada por 
orden de la Superintendencia de Salud, lo que pone de manifiesto la imposibilidad de 
reubicarla en un cargo igual o parecido. (Subrayado y negrita por fuera de texto) (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia SL 3487 – 71838, 2019). 
 Como resultado del análisis de las providencias analizadas, se pueden expresar las 
siguientes conclusiones: 
1. Aún ante la eventualidad de una reestructuración, escisión y/o liquidación de una empresa, 
el empleador debe solicitar permiso al inspector del trabajo con el fin de dar por claudicados 
los contratos de trabajo de personas con limitaciones calificadas como moderadas, severas 
o profundas, independientemente de su origen. 
2. Cuando sea liquidada la dependencia o entidad en la que se encuentra laborando la persona 
en condición de discapacidad, para la Corte Suprema será imposible su reubicación en un 
cargo igual o parecido en cualquier otro lugar. 
3. A la fecha, la Corte Suprema de Justicia a través de su jurisprudencia no ha establecido la 
manera de garantizar la reubicación de trabajadores con limitaciones moderadas, severas y 
profundas luego de la liquidación de la empresa o entidad donde estaban contratados. 
 
 
3. Capítulo III 
Tratados y Convenios Internacionales relacionados con el principio de 
estabilidad laboral reforzada de personas en estado de debilidad manifiesta 
que, por razones de salud y su relación con procesos liquidatorios y/o de 
reestructuración de empresas privadas y entidades públicas 
 
 Antes de hacer alusión a normas de derecho internacional, es importante expresar que 
de conformidad con la sentencia C-401 (2005), bajo el manto de la Constitución (1886), 
prevalecía en el derecho colombiano, la teoría del dualismo en derecho internacional, según el 
cual el sistema jurídico internacional y el sistema jurídico nacional son dos sistemas jurídicos 
totalmente distintos y que no se interfieren, es decir, como lo explica el accionante “una norma 
de derecho internacional no tiene por sí misma ninguna vigencia dentro de un ordenamiento 
nacional, a menos que el ordenamiento nacional la acepte y la introduzca por sus métodos e 
instrumentos locales” (p. 52). 
 Como consecuencia, si se suscribía un tratado internacional, por los representantes del 
Estado colombiano, este tratado debía ser aprobado por una ley y debía ser ratificado por el 
ejecutivo; luego su promulgación interna y finalmente, para que el tratado se convirtiera en una 
norma nacional válida y obligatoria, para jueces y operadores jurídicos, debía ser expedida una 
nueva ley que desarrollara el contenido del tratado. 
 Ahora bien, de acuerdo con Carlos Ernesto Molina, como consecuencia de la expedición 
de la Constitución Política de (Asamblea Nacional Constituyente, 1991) se introdujo el monismo, 
consistente en que, luego de adoptado un tratado internacional por alguna organización 
internacional y su celebración por parte de los representantes del Estado Colombiano, además, 
de la aceptación a través de una ley aprobatoria y el control previo de constitucionalidad, se 
ratificará y ahora no es requerida la expedición de una nueva ley que desarrolle el contenido del 
tratado. 
 A partir de lo expresado, la Corte Constitucional en sentencia C-401 (2005) manifestó que 
de conformidad con el inciso cuarto del artículo 53 de la Carta de 1991, todos los convenios 
 
internacionales del trabajo ratificados por Colombia fueron integrados a la legislación interna.
 Asimismo, la Corte reitera que de conformidad con el artículo 93 constitucional, los 
tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos 
humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, sin duda alguna prevalecen 
en el orden interno. 
 No obstante, la misma Corte plantea en la providencia enunciada anteriormente que, si 
bien todos los convenios internacionales del trabajo ratificados por Colombia, forman parte de la 
legislación interna, unos pueden integrar el bloque de constitucionalidad en sentido lato y otros 
en sentido estricto. Lo anterior, conlleva a manifestar que los primeros orientarán la interpretación 
de la Constitución, mientras que los segundos prevalecerán en el orden interno. 
 Sumado a esto y compartiendo la opinión ofrecida por Molina Monsalve, la Corte se arrogó 
funciones no dispuestas en el artículo 93 de la Carta, por cuanto en la sentencia C-401 (2005), 
indica expresamente que, los Convenios Internacionales del Trabajo harán parte del Bloque de 
Constitucionalidad, cuando así, lo decida la misma, luego de haberlos examinado de manera 
específica y determinar que, pertenecen al mismo; además, de asumir que es la única 
competente en determinar si un convenio de la OIT, en razón de su materia y otros criterios 
objetivos, forma parte del bloque de constitucionalidad, en sentido estricto. 
 De conformidad con lo dispuesto en los artículo 53 y 93 de la Constitución Política de 
Colombia (Asamblea Nacional Constituyente, 1991), los convenios internacionales del trabajo, 
tanto en sentido lato, como en sentido estricto, así como los tratados y convenios internacionales 
que reconocen los Derechos Humanos y prohíben su limitación en los estados de excepción 
relacionados con el trabajo, todos debidamente ratificados por el Congreso, tendrán una 
protuberante importancia en la integración normativa de la Carta de 1991 y en la obligatoriedad 
de ser respetados aplicados y ejecutados por todos operadores administrativos, legislativos y 
judiciales que conforman la estructura del Estado. 
 
 Por lo que, a continuación, se desarrollarán los principales convenios y tratados 
internacionales, debidamente ratificados por el Congreso de la República, que, en su mayoría, 
aluden al principio de estabilidad en el empleo y la manera como se relacionan con el trato que, 
se debe dispensar a los trabajadores en circunstancias de debilidad manifiesta, como 
consecuencia, de padecimientos de salud, de cara a procesos de quiebra o liquidación de 
empresas. 
 
3.1 Declaración Universal de Derechos Humanos 
 
 En primer lugar, uno de los instrumentos internacionales que reconocieron la protección 
contra el desempleo y el derecho a un nivel de vida adecuado, que le asegure a su núcleo familiar 
la salud, el bienestar, la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; así como, la posibilidad de obtener seguros en caso de desempleo, 
enfermedad, invalidez, viudez u otros casos independientes de la voluntad de la persona, fue la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, artículos 23 y 25 (Organización de Naciones 
Unidas, 1948) 
 En lo que refiere al caso de, estabilidad laboral de personas en situación de debilidad 
manifiesta por padecimientos de salud dentro de procesos liquidatorios de empresas, esta 
Declaración, se constituye en piedra angular, debido a que, dentro de las consideraciones para 
proclamar estos derechos, se destaca que, como consecuencia del desconocimiento y 
menosprecio de los derechos del hombre, se originaron actos de barbarie ultrajantes para la 
conciencia de la humanidad. 
 Así las cosas, en la medida en que se garantice por parte de los Estados y particularmente 
por parte del Estado colombiano, la protección contra el desempleo, de las personas con 
padecimientos de salud que han quedado desamparadas como consecuencia de la liquidación 
de la empresa en que laboraban, así como, el aseguramiento de la satisfacción de necesidades 
 
básicas, se desterrará, definitivamente, el desprecio y abandono que ha originado actos de 
crueldad vejatorios de la masa trabajadora. 
 
3.2 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre  
 
 Dentro del marco de la Novena Conferencia Internacional Americana, celebrada en 
Bogotá en el año1948, se expresó en el artículo XIV el derecho al trabajo, en condiciones dignas 
y a seguir libremente su vocación, así como el derecho a recibir una remuneración que de 
acuerdo con su capacidad y destreza le asegure un nivel de vida conveniente para sí misma y 
su familia. (Organización de Estados Americanos, 1948).  Igualmente, el artículo XVI indica que 
“Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la 
desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a 
su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”  
(Organización de Estados Americanos, 1948) 
 En este contexto, surge como derecho, de cualquier persona en situación de debilidad 
manifiesta como consecuencia de padecimientos de salud, el hecho de recibir, una remuneración 
que le asegure un nivel de vida en condiciones dignas, para sí misma y su familia. Además, ante 
la terminación de la relación laboral como consecuencia de una causa ajena a su voluntad, como 
lo es la liquidación de la empresa en donde estaba trabajando, tendrá derecho a que le sean 
garantizados medios de subsistencia dignos por parte del Estado. 
 
3.3 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas de 1966 
 
 Por su parte, en el artículo 6° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales de las Naciones Unidas de 1966, los Estados parte reconocen el derecho de todos 
los ciudadanos a trabajar, incluyendo la obligación de orientar y formar profesionalmente a sus 
habitantes, velar por un salario igual por trabajo igual, promover la igualdad de oportunidades y 
 
se obligan a tomar medidas con el fin primordial de garantizar este derecho. Asimismo, en el 
artículo 7º se manifiesta que los Estados Parte en el presente Pacto reconocen el derecho de 
toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren 
especialmente seguridad e higiene en el trabajo. 
 En el mismo orden de ideas, el artículo 12 expresa que los Estados parte, reconocen el 
derecho de toda persona al más alto nivel posible de salud física y mental, ordenando el 
mejoramiento de la higiene del trabajo y del medio ambiente, así como la creación de condiciones 
que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad. Frente al 
particular, la Corte Constitucional indicó que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos: 
 
Incorpora una obligación inmediata de respetar y garantizar todos los derechos 
pertinentes”. Sin embargo, este deber de realización progresiva “no se ha de interpretar 
equivocadamente como que priva a la obligación de todo contenido significativo”, ya que 
esta norma “exige que los Estados partes actúan tan rápidamente como les sea posible 
en esa dirección”, razón por lo cual “bajo ningún motivo esto se deberá interpretar como 
un derecho de los Estados de diferir indefinidamente los esfuerzos desplegados para la 
completa realización de los derechos.” (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 
251, 1997) 
 Como resultado, el Estado Colombiano, al hacer parte de este pacto, está obligado a 
garantizar a las personas en condiciones de debilidad manifiesta por razones de salud, además 
del derecho a la salud física y mental, asistencia médica y servicios médicos en caso de 
enfermedad, también, el derecho al trabajo y tomar las medidas necesarias para que sean 
protegidas de manera inmediata, frente a la liquidación y/o de reestructuración de empresas 
particulares y entidades públicas. 
 
3.4 Protocolo adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos En 
Materia De Derechos Económicos, Sociales Y Culturales “Protocolo De San 
Salvador” 
 
 Este Protocolo fue ratificado por el Congreso de Colombia, a través de la Ley 319 
(Congreso de la República de Colombia, 1996), declarado exequible por la Corte Constitucional 
en sentencia C-251 (1997), que, además consagra el derecho de todas las personas afectadas 
por cualquier discapacidad, a ser objeto de especial atención para lograr una adecuada inclusión 
social. 
 En ese mismo orden de ideas, este instrumento normativo expresa en su artículo 6° que 
los Estados partes de la Convención Americana de Derechos Humanos, se comprometen a 
adoptar medidas que garanticen plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas 
al logro del pleno empleo, orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación 
técnico - profesional, particularmente aquellos destinados a los minusválidos. 
 De otro lado, el artículo 7 del Protocolo en mención ordena a los Estados garantizar en 
sus legislaciones nacionales formas de protección al trabajo, a fin de que sea realizado en 
condiciones justas, equitativas y satisfactorias. De igual manera, y tal como lo expresa la Corte 
Constitucional en Sentencia C-251 (1997): 
Se prevé que la remuneración debe ser suficiente para asegurar una subsistencia digna 
y decorosa para el trabajador y su familia, que a trabajo igual debe darse un salario 
igual, y que los trabajadores son libres de escoger empleo y tienen derecho a ser 
promocionados de acuerdo a sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de 
servicio. Igualmente, esta norma protege la estabilidad del empleo, la seguridad e 
higiene en el trabajo, y establece estrictas limitaciones en relación con el trabajo de 
menores. (Subrayado por fuera de texto original) (Corte Constitucional, Sala Plena, 
Sentencia C 251, 1997). 
 
 
 En otras palabras, permite resaltar la obligación por parte del Estado colombiano, a 
garantizar en su legislación interna, formas que garanticen estabilidad en el empleo, a personas 
en circunstancias de debilidad manifiesta como consecuencia de padecimientos de salud y en 
situación de discapacidad, lo cual tiene, absoluta relación con el problema de investigación 
analizado en el presente trabajo, por cuanto, surge la imperante necesidad  de garantizar la 
estabilidad en el empleo de trabajadores en estas circunstancias, frente a procesos liquidatorios 
y/o de reestructuración de empresas particulares y entidades públicas; así como, el compromiso 
en la adopción de medidas que garanticen la plena efectividad del derecho al trabajo, orientación 
vocacional y orientación de proyectos tendientes a vincular a personas con padecimientos de 
salud. 
3.5 Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra las personas con discapacidad 
 
 Por su parte, esta Convención, que hace parte del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, suscrita en la ciudad de Guatemala, Guatemala (1999), incorporada a la legislación 
colombiana, mediante la Ley 762 (Congreso de la República de Colombia, 2002) en su artículo 
1º numeral 1º precisa el concepto de discapacidad: 
 
El término discapacidad significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de 
naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más 
actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el 
entorno económico y social” (Organización De Estados Americanos., 1999). 
 En forma similar, en el artículo 27 de esta Convención se desarrolla el tema del trabajo y 
el empleo, en el cual se reconoce el derecho a las personas con discapacidad a trabajar en 
igualdad de condiciones, lo que implica que tienen la posibilidad de elegir y aceptar un trabajo 
en un entorno abierto, inclusivo y accesible.  
 
 Así mismo, se establece que los Estados deben promover el ejercicio del derecho al 
trabajo, incluyendo a las personas que adquieran una discapacidad durante el desempeño de su 
labor en el empleo, fomentando medidas correspondientes como lo son: estableciendo 
prohibiciones de discriminación por motivos de discapacidad en la selección, contratación, 
continuidad y promoción profesional; adoptando condiciones de seguridad en el trabajo; 
protegiendo el derecho a la igualdad de remuneración y oportunidades; permitiendo el acceso a 
programas de orientación y formación para el trabajo; brindado apoyo en la búsqueda de empleo 
y en el entorno al mismo; incluyendo acciones afirmativas e incentivos y promoviendo programas 
de rehabilitación vocacional y profesional. 
  Ahora bien, a pesar que esta Convención alude explícitamente al término “discapacidad”, 
a través de la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha dado un alcance mucho más amplio 
del estrictamente enfocado de personas en esta condición, en virtud que el artículo 13 de la Carta 
de 1991 “ordena al Estado promover las condiciones para que el mandato de igualdad sea real 
y efectivo, particularmente cuando se trata de aquellas personas que por razones económicas, 
físicas o mentales se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta”. (Corte 
Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 200, 2019). En este sentido, para la Corte Constitucional, 
estas personas “merecen una especial protección con el fin de contrarrestar los efectos negativos 
generados por su condición, y hacer posible su participación en las actividades de la sociedad” 
(Corte Constitucional, Sala Séptima de Revisión, Sentencia T 597, 2017) 
 Por consiguiente y de acuerdo con la única intérprete válida de la Constitución (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991), además de las personas en condición de discapacidad, los 
trabajadores que se encuentran en condición de debilidad manifiesta como consecuencia de 
padecimientos de salud, también son beneficiarios de la continuidad y promoción profesional, del 
acceso a programas de orientación y formación para el trabajo, así como de la promoción de 
programas de rehabilitación vocacional y profesional cuando el entorno laboral en el que ha 
 
ejecutado la prestación de sus servicios se ha liquidado o suprimido. (Al respecto leer: Corte 
Constitucional, Sala Octava de Revisión, T 513, 2006)  
3.6 Convenio 111 de la OIT sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 
(núm. 111) 
 
 Este convenio, debidamente aprobado por la República de Colombia a través de la Ley 
22  (Congreso de la República de Colombia, 1967) y promulgado por el Decreto 1270 de 1997, 
expresa literalmente, en su artículo 2º: 
Todo Miembro para el cual este Convenio se halle en vigor se obliga a formular y llevar 
a cabo una política nacional que promueva, por métodos adecuados a las condiciones 
y a la práctica nacionales, la igualdad de oportunidades y de trato en materia de empleo 
y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación a este respecto. 
(Organización Internacional del Trabajo, 1958 ) 
 En atención a lo descrito en este Convenio, fue que la Corte Constitucional a través de la 
sentencia T-540 (2015) exhortó al Congreso de la República para que, legisle sobre la 
desvinculación de sujetos de especial protección constitucional, en procesos de reestructuración 
y reforma de la administración pública, así como, para crear estrategias que faciliten su 
readaptación, colocación, reubicación e inserción laboral.  
 Partiendo de lo expresado, el Convenio 111, tiene especial relevancia dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano, en tanto refiere la obligación de asegurar el acceso en materia 
de empleo y ocupación a los trabajadores con el objetivo de eliminar cualquier discriminación; 
dentro de los cuales están las personas en circunstancias de debilidad manifiesta como 




3.7 Convenio 159 de la OIT sobre la readaptación profesional y el empleo 
(personas inválidas), 1983 (núm. 159) 
 
 En consonancia con el referido Convenio 111, el artículo 7 del Convenio 159 expresa que: 
Las autoridades competentes deberán adoptar medidas para proporcionar y evaluar los 
servicios de orientación y formación profesionales, colocación, empleo y otros afines, a 
fin de que las personas inválidas puedan lograr y conservar un empleo y progresar en 
el mismo; siempre que sea posible y adecuado, se utilizarán los servicios existentes 
para los trabajadores en general, con las adaptaciones necesarias. (OIT, 1983) 
 Frente al término “personas inválidas”, la Corte Constitucional ha brindado un alcance 
mucho más amplio y ha reiterado que las mismas garantías de estabilidad, en el empleo, que 
tienen estas personas se hacen extensivas a personas que tengan padecimientos físicos como 
consecuencia del estado de su salud. En este orden de ideas, para la Corte Constitucional, los 
artículos 16 y 17 del Decreto 2177 (1989), reglamentario de la Ley 82 (Congreso de la República 
de Colombia, 1988), aprobatoria del Convenio 159 de la OIT, obliga a los empleadores públicos 
o privados, a reincorporar al trabajador inválido o con padecimientos de salud: 
En el cargo que ocupaba antes de producirse la invalidez, si recupera su capacidad de 
trabajo o a reubicarlo, en un cargo acorde con el tipo de la limitación, cuando la 
incapacidad le impida el cumplimiento de las funciones que venía desempeñando o 
éstas comportan un riesgo para su integridad. (Corte Constitucional, Sala Octava de 
Revisión, Sentencia T-513, 2006) 
 A pesar de lo expuesto y del exhorto que remitió la Corte Constitucional al Congreso de 
la República, hasta el momento no se ha aprobado ninguna Ley tendiente a crear estrategias 
que faciliten la reubicación, readaptación e inserción de trabajadores con padecimientos de 
salud, que, a los que se les ha claudicado el contrato como consecuencia de la liquidación de la 
empresa o entidad en la que prestaban sus servicios. Una vez, analizadas siete disposiciones 
 
normativas de carácter internacional y vinculante para el Estado Colombiano, es preciso indicar 
que la Corte Constitucional refirió:  
Efectivamente, de la normatividad internacional sobre derechos humanos, en especial 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos de los Pactos de Derechos Civiles y 
Políticos y Económicos Sociales y Culturales, al igual que de la Declaración Americana 
de los Derechos y Deberes del Hombre, y de la Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos y de su Protocolo adicional, como también de la Convención Interamericana 
para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con 
Discapacidad y de los Convenios 111 y 159 de la Organización Internacional del 
Trabajo, entre otros, se colige la obligación de los Estados Partes de hacer efectivos los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y libertades fundamentales 
de las personas impedidas, particularmente el de establecer mecanismos efectivos para 
contrarrestar las condiciones de vulnerabilidad, impotencia y abandono que las aquejan. 
(Corte Constitucional, Sala Octava de Revisión, Sentencia T-513, 2006)  
  A partir de lo anterior, es precisa la relación que tienen las normas de derecho 
internacional estudiadas en el presente acápite, con el problema de investigación planteado al 
inicio del presente trabajo y la obligación del Estado colombiano que emerge de buscar 
mecanismos de reubicación y readaptación de personas en circunstancias de debilidad 
manifiesta por afecciones de salud luego de la liquidación de la empresa. En razón a lo expuesto, 
en el siguiente capítulo se realizará a través de un estudio correlacional, la forma en que otros 
países han manejado el despido de trabajadores con padecimientos de salud dentro de procesos 





3.8 Correlación de normas de derecho colombiano frente al derecho español 
 
 Con el objetivo de brindar una perspectiva correlacional, que de acuerdo con la doctrina 
especializada “tiene como finalidad conocer la relación o grado de asociación que exista entre 
dos o más conceptos, categorías o variables en una muestra o contexto en particular” 
(Hernández, Fernández y Baptista, 2013, p. 93), de manera tal que, el presente apartado tiene 
como objetivo comparar detalladamente conceptos y variables entre el ordenamiento jurídico 
colombiano y el ordenamiento jurídico español en relación con trabajadores con padecimientos 
de salud (enfermos) y procesos liquidatorios de empresas.   
 Para analizar la normatividad española de manera correlacional con la colombiana, en 
primer lugar, se analizará la situación de los trabajadores enfermos dentro del ordenamiento 
jurídico español tanto a partir de sentencias del orden local como de sentencias del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea; en segundo lugar, se estudiará el fenómeno de la liquidación de 
empresas en España; finalmente, se expresarán conclusiones relativas al grado de asociación 
entre Colombia y España. 
3.8.1 El despido basado en la enfermedad del trabajador: análisis del 
contexto español 
 
 El estudio del despido de trabajadores enfermos no ha sido ajeno por parte de la doctrina 
española, como tampoco ha sido ajena la producción jurisprudencial en torno a la terminación 
del contrato de trabajo de personas con afecciones de salud  (Velasco, 2014), se ha generado 
una situación conflictiva cuando se despide un trabajador enfermo, así se le haya acabado de 
detectar su padecimiento, o cuando ha empezado a desarrollar sus síntomas y tiene una 
alteración en el normal desarrollo de su trabajo habitual o inclusive cuando tiene una incapacidad 
temporal. Inicialmente, este conflicto estaba resuelto por el Estatuto de los Trabajadores en su 




Establecía una tutela específica del trabajador enfermo, en el sentido de que el despido 
de todo trabajador cuyo contrato estuviese suspendido (como es el caso de la 
incapacidad temporal –en adelante IT-) debía ser calificado como nulo en caso de no 
resultar procedente. Con esta regulación, la protección frente al despido del trabajador 
en situación de suspensión por incapacidad temporal estaba asegurada, dando 
cumplimiento a lo previsto en el art. 6 del Convenio 158 de la OIT (ratificado por España 
el 26 de abril de 1985), según el cual “La ausencia temporal del trabajo por motivo de 
enfermedad o lesión no deberá constituir una causa justificada de terminación de la 
relación de trabajo”. (p,53) 
 Aunque, Velasco (2014) manifiesta que como consecuencia de la expedición de la Ley 
11 (Congreso de la República de Colombia, 1994), se eliminó, de forma explícita, la referencia 
relacionada con la nulidad de los despidos cuando el contrato de trabajo se hubiese suspendido, 
pero siguieron profiriéndose sentencias por parte de los Tribunales Superiores de Justicia, en 
donde, se anulaban estos despidos, pero por considerarse comprendidos dentro de una nulidad 
genérica, por discriminación o transgresión de derechos fundamentales, a partir de la lectura del 
artículo 55.5.del Estatuto del Trabajo. 
 A pesar de lo indicado, el Tribunal Supremo tiene un criterio distinto al de algunos 
Tribunales Superiores de Justicia. En ese orden, a partir de la Sentencia de 29 ( 2001), el Tribunal 
Supremo, en adelante TS, ha considerado que la enfermedad en sentido genérico, no es un 
factor discriminatorio en sentido estricto, de acuerdo con el inciso final del artículo 14 de la 
Constitución Española, pudiendo serlo en otras circunstancias en las que se aprecie el elemento 
denominado “segregación” y aunque la situación del trabajador no es una causa lícita para la 
extinción del contrato de trabajo, esto determina la improcedencia del despido más no su nulidad. 
(Tribunal Supremo, Sala Cuarta de lo Social, Recurso 1566, 2000). 
 
 
 De igual manera, el TS es enfático en manifestar que para los trabajadores enfermos no 
resulta aplicable la garantía del artículo 4.2.c.2 del Estatuto de los Trabajadores, por cuanto: 
Ni consta que el actor haya sido declarado minusválido, ni el despido se ha producido 
en atención a una minusvalía sin repercusión en la aptitud para el trabajo, sino en 
atención a los periodos de baja en el trabajo y la consiguiente pérdida para la empresa 
de interés productivo en el trabajador. (Tribunal Supremo, Sala Cuarta de lo Social, 
Recurso 1566, 2000). 
 Como consecuencia, es evidente que para el Tribunal Supremo la discapacidad, puede 
ser un factor de discriminación, mientras que la enfermedad no. Además, (Velasco, 2014) indica 
que, el Tribunal Supremo ha mantenido esta línea decisoria en todas las ocasiones en que ha 
resuelto recursos de casación en contra de la doctrina judicial de algunos Tribunales Superiores 
de Justicia, en especial el de Cataluña, que siguen profiriendo sentencias declarando la nulidad 
de los despidos de trabajadores enfermos.  
 Ahora bien, en este punto, es preciso indicar que, la diferencia entre improcedencia y 
nulidad se enfoca en las consecuencias de cada una, mientras en la improcedencia el resultado  
jurídico es, que el trabajador queda apartado definitivamente de la empresa, y se le reconoce 
una indemnización tarifada por la terminación del contrato sin justa causa; en la nulidad siempre 
se ordenará al empleador la readmisión del trabajador en su lugar de trabajo, así como, el pago 
de los salarios dejados de percibir y hasta el pago de las indemnizaciones como consecuencia 
de daños morales. 
 Además de lo expresado, de acuerdo con (Galves, 2015) el debate que surge a partir de 
la distinción entre enfermedad y discapacidad, en la jurisprudencia española se intensificó a partir 
de la modificación legislativa efectuada mediante la Ley 62 de 30 de diciembre de 2003, 
relacionada con Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que incorporó al derecho 
español la Directiva 2000/78/CE del Consejo de la Unión Europea (2000), relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación.  
 
 
Con la transposición de la Directiva 2000/78 se modifica, por un lado, el párrafo c) del 
artículo 4.2 ET al incorporar el derecho de los trabajadores “a no ser discriminados por 
razón de discapacidad, siempre que se hallen en condiciones de aptitud para 
desempeñar el trabajo o empleo de que se trate”. Por otro, se modifica el apartado 1 del 
artículo 17 ET que considera nulas “las decisiones unilaterales del empresario que 
contengan discriminaciones directas o indirectas desfavorables por razón…de 
discapacidad”. (Gálvez, 2015, p. 11).  
Desde otra perspectiva, al respecto, los autores plantean: 
La Directiva protege al discapacitado frente al despido por tal condición, pero la misma 
no obliga a contratar, ascender, mantener en un puesto de trabajo o facilitar formación 
a una persona que no sea competente o que no esté capacitada o disponible para 
desempeñar las tareas fundamentales del puesto de que se trate o para seguir una 
formación dada, sin perjuicio de la obligación del empleador de realizar los ajustes 
razonables para las personas con discapacidad, y de adaptación de las instalaciones, 
equipos, sistemas de trabajo, asignación de funciones o provisión de medios de 
formación o encuadramiento. (Rodríguez & Bravo, 2018, pág. 205) 
 Por consiguiente,  se intensificaron los pronunciamientos judiciales disímiles a la doctrina 
sentada por el Tribunal Supremo, este último, con una posición unificada en cuanto al carácter 
improcedente, pero no nulo de la extinción, del contrato de trabajo basado en la enfermedad del 
trabajador, mientras que los pronunciamientos de los Juzgados de lo Social, se erigieron en torno 
a la inclusión de la incapacidad o enfermedad temporal, dentro del conjunto de factores 
discriminatorios prohibidos por el Estatuto del Trabajo y como consecuencia la declaración de 
nulidad de los despidos. 
 Por ejemplo, es imperativo destacar que, el Tribunal Supremo analizó sentencias 
proferidas por la Sala General del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 12 de julio de 
 
2006 y 7 de septiembre de 2006, que decidieron ratificar las declaraciones de nulidad de los 
Juzgados de lo Social, al apreciar un elemento evidentemente segregacionista en relación con 
los despidos masivos de trabajadores con incapacidad temporal por tener “una disminución 
continuada de su rendimiento laboral, siendo el mismo inferior al pactado” (Velasco, 2014, p.34) 
 Consecuentemente, para desconsuelo de los trabajadores, el Tribunal Supremo decidió 
casar y anular las sentencias de 2006 a través de sentencias de 11 y 18 de diciembre de 2007 y 
22 de enero de 2008, descartando el carácter masivo de los despidos individuales como 
elemento de segregación (Tribunal Supremo, Sala Cuarta de lo Social, Recursos 3995, 4194 y 
4355, 2006). Particularmente, en la sentencia de 22 (2008), respecto a la equiparación entre 
enfermedad y discapacidad, el Tribunal Supremo expresó: 
En nuestra anterior sentencia rechazamos esa equiparación. En principio hay que decir 
que, efectivamente, esa condición personal de discapacidad se ha convertido en causa 
legal de discriminación a partir de la entrada en vigor de la Ley 62/2003, que ha dado 
nueva redacción al artículo 4.2.c), párrafo 2º ET (…). Pero, ni en el lenguaje ordinario 
ni en el lenguaje técnico de la ley, los conceptos de enfermedad y discapacidad son 
coincidentes o equiparables. (…) la enfermedad, sin adjetivos o cualificaciones 
adicionales, es una situación contingente de mera alteración de la salud, que puede y 
suele afectar por más o menos tiempo a la capacidad de trabajo del afectado. Como es 
de experiencia común, el colectivo de trabajadores enfermos en un lugar o momento 
determinados es un grupo de los llamados efímeros o de composición variable en el 
tiempo. La discapacidad es, en cambio, una situación permanente de minusvalía física, 
psíquica o sensorial, que altera de manera permanente las condiciones de vida de la 
persona discapacitada. En concreto, en el ordenamiento español la discapacidad es 
considerada como un “estatus” que se reconoce oficialmente mediante una 
determinada declaración administrativa, la cual tiene validez por tiempo indefinido. 
(Tribunal Supremo, Sala Cuarta de lo Social, Recurso 3995, 2006) 
 
 Así las cosas, el Tribunal Supremo ha manifestado reiteradamente y de manera uniforme 
que, la enfermedad no es equiparable a la discapacidad y no se puede interpretar de manera 
extensiva, motivo por el cual siempre declarará la improcedencia del despido más no su nulidad. 
Conjuntamente, en Sentencia de 28 (2013) de la Sala Cuarta de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia, frente al caso de una trabajadora que se encontraba inicialmente “en situación de 
incapacidad temporal a la que sin solución de continuidad le sucedió una incapacidad 
permanente total con efectos de unos días posterior al despido sufrido” (García, 2013, p. 5), por 
lo que decidió declarar la improcedencia del despido condenando a la demandada a la opción 
legal. 
 Respecto a la opción legal, es imperioso destacar que la Magistrada del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid (Social) (García , 2013), comentó que, ante el supuesto de situación de 
invalidez producido luego del despido y en momento posterior al de la condena, ya no se puede 
hablar del ejercicio de la opción legal, en el entendido que, la readmisión es de imposible 
cumplimiento, caso en el cual solo se podrá realizar la respectiva indemnización. De manera que, 
el Tribunal Superior de Justicia (2013), citado por García (2013), expresó: 
En definitiva, la Sala reitera que «siendo el supuesto objeto de debate el hecho de que 
la declaración de IPT posterior al despido hizo inviable la posibilidad de readmitir a la 
trabajadora, el único término admisible de condena no es ya la opción –readmitir o 
indemnizar– que con carácter general contempla el art. 56.1 ET, sino que ha de 
imponerse al empresario la única obligación que tras la declaración de IPT resulta 
factible, la de indemnizar en los términos legales a la empleada despedida. (p.3) 
 Lo anterior permite concluir que, el TSJ ha declarado la improcencia del despido de un 
trabajador, con una incapacidad permanente total, en donde la opción legal no tiene cabida en 
la práctica, por cuanto, luego de haber sido despedido el trabajador, el Tribunal refiere que el 
reintegro es imposible. En contraste, en la sentencia del Juzgado de lo Social número 33 de 
 
Barcelona, (20139, el Ponente Don Joan Agusti Maragall, se apartó de la Doctrina erigida por el 
Tribunal Supremo y dentro de este contexto indicó: 
Finalmente, y como tercer elemento que lleva a este magistrado a apartarse de la 
doctrina del Tribunal Supremo, resulta insoslayable referirse al efecto 
segregacionista que -a criterio de este magistrado- ha generado la misma en los 
últimos años. Es una realidad relativamente habitual, si más no para el juez de lo 
social en la instancia, el tener que abordar situaciones como la del presente caso, en 
la que, ante la denuncia por parte del demandante de que la causa del despido ha 
sido la situación de incapacidad temporal, la empresa invoca -explícita o 
implícitamente aquella doctrina que avala la calificación únicamente como 
improcedente de dichos despidos. De hecho, como se verá, en ocasiones dicha 
doctrina hasta es citada en la propia carta de despido (como acontece en la STS de 
31.1.11, único caso en el que, por cierto, el Tribunal Supremo se aparta de su doctrina 
general). En efecto, dada la situación normativa hasta 1994 -de protección al 
trabajador en situación de incapacidad temporal- dicho criterio doctrinal se viene 
interpretando, en la práctica, como una auténtica autorización "jurisprudencial" (a 
diferencia de la anterior "prohibición normativa") para poder despedir al trabajador 
enfermo o accidentado así que inicia su situación de incapacidad temporal, sin ni tan 
siquiera necesidad de ocultación o disimulo, y siempre que se esté dispuesto a 
abonar la indemnización propia de la calificación de improcedencia. Así aconteció el 
despido masivo de trabajadores en situación de IT al que se ha hecho referencia (en 
la empresa SEAT), y así ha acontecido en el presente caso. (Juzgado de lo Social N° 




 Partiendo de lo expuesto, el Juzgado de lo Social N° 33, calificó como nulo el despido sin 
causa de la trabajadora, en situación de incapacidad temporal, por concurrir la vulneración de los 
artículos 14, 15 y 24.5 de la Constitución Española, que hacen alusión a la indefensión, 
discriminación en el despido y lesión al derecho a la integridad física. 
 Bajo este mismo panorama, en sentencia 488 (2018) proferida por el Juzgado de lo Social 
1 de Cuenca, se estudió el caso del señor Onésimo, quien había prestado sus servicios a favor 
de la empresa Aluminios Carlos Martínez; se encontraba en estado de incapacidad temporal, 
como consecuencia de una contingencia de origen común y le fue terminado su contrato de 
trabajo. Ahora pues, el argumento esgrimido por la empresa, se fundamentó en que la obra para 
la cual había sido contratado, el señor Onésimo, había finalizado y pagó una indemnización por 
la finalización del contrato. Por lo que, el Juzgado Social 1 de Cuenca, dando una aplicación 
extensiva a sentencias del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 1986, 3 de diciembre de 
1987 y 29 de julio de 1988, expresó que, bajo el amparo de la inversión de la carga de la prueba, 
la cual refiere que no surge de contera la mera invocación del tratamiento discriminatorio, sino 
que:  
 Es necesario que se acredite la presencia de circunstancias que constituyan indicios 
racionales de que está en juego el factor que determina la igualdad y es a partir de la constatación 
de tales circunstancias cuando el empresario deberá destruir la presunción probando que existe 
causa justificada suficiente. (Juzgado Social 1 de Cuenca, Sentencia 488, 2018) 
 En tal sentido, e invocando la jurisprudencia ochentera del Tribunal Supremo, el Juzgado 
1 de lo Social de Cuenca, expresa que, la persona que manifiesta ser objeto de discriminación 
debe demostrar la “existencia de un panorama o de un clima propicio a la conducta 
discriminatoria que haga verosímil su imputación”, a tal punto que si se va a atribuir al empleador 
la carga de la prueba, no es suficiente expresar la existencia de discriminación o vulneración de 
un derecho fundamental, “sino que es preciso acreditar unos hechos de los que resulte una 
 
presunción o apariencia de discriminación”, momento en el cual, el empleador debe demostrar la 
presencia de un motivo razonable y objetivo que destruya esa apariencia o presunción. 
 A partir de este análisis, para el caso en concreto, el Juzgado en comento evidenció, 
indicios racionales fácticos que dieron cuenta del trato discriminatorio alegado por el 
demandante, debido a que, se extinguió el contrato estando el actor con una enfermedad grave 
y con un tiempo de recuperación incierto, lo que infringió los artículos 14 y 15 de la Constitución 
Española en torno a los derechos de igualdad y dignidad. 
 Como consecuencia, el Juzgado 1º de lo Social de Cuenca, decidió calificar el despido 
como nulo, así como, ordenar la inmediata readmisión del trabajador, el pago de los salarios 
dejados de percibir y pago de sanción por incurrir en una infracción muy grave en materia de 
relaciones laborales. Se hace evidente, que, hasta el momento, en España, no se ha logrado 
generar un estado de opinión uniforme por parte de los Juzgados de lo Social, los Tribunales 
Superiores de Justicia y el Tribunal Supremo, en relación con la declaración de improcedencia o 
nulidad del despido del trabajador enfermo o en estado de incapacidad temporal. 
 Es de anotar que, lo propio sucede en Colombia, en donde la Corte Constitucional ha 
fijado una doctrina garantista, de estabilidad laboral reforzada, en torno a, las personas en 
situación de debilidad manifiesta como consecuencia de afecciones de salud, sin importar que 
exista o no una calificación de pérdida de capacidad laboral, mientras que la Corte Suprema de 
Justicia, ha reiterado que para que una persona sea titular del derecho a la estabilidad laboral 
reforzada debe tener una calificación de pérdida de capacidad laboral debidamente calificada en 
grado superior al 15%. De este modo, habiendo desarrollado la figura de los trabajadores 
enfermos en providencias de juzgados y tribunales españoles, a continuación, se analizarán las 
decisiones relevantes de cómo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha interpretado el 
despido basado en la enfermedad del trabajador. 
 
 
3.9 El despido basado en la enfermedad del trabajador: decisiones relevantes del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
 
 Del estudio hecho en el presente trabajo, se destaca que el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, en adelante TJUE, a diferencia del Tribunal Supremo Español, ha evolucionado 
en asimilar determinadas enfermedades, a la discapacidad como factor de discriminación 
prohibido, inicialmente el TJUE consideraba que, la enfermedad no podía considerarse como un 
motivo adicional a la prohibición de discriminación enunciada en la Directiva 2000/78; no 
obstante, este Tribunal, ha venido ampliando la interpretación frente al concepto de discapacidad.  
Lo anterior, por cuanto en palabras de Rodríguez Piñero y Bravo Ferrer, el TJUE: 
Ha hecho una interpretación finalista y dinámica de ese concepto y lo ha interpretado 
a la luz de la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas 
con discapacidad, hecha el Nueva York el 13 de diciembre de 2006, cuyo objeto 
declarado es asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 
derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, y 
que las mismas sean contempladas como sujetos titulares de derechos humanos y 
no como meros objeto de políticas sociales, con una aplicación transversal del 
principio de igualdad y no discriminación. (Rodríguez y Bravo, 2018, p. 231) 
 A modo de ejemplo, el Tribunal de Justicia en Sentencia (2006), “Sonia Chacón Navas, 
Asunto C-13/05”, frente a la petición de decisión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social 
N° 33 de Madrid, en torno a demanda impetrada por una trabajadora que, se encontraba en baja, 
por enfermedad durante ocho meses, en contra de la decisión tomada por su empleador, quien 
la despidió, sin motivo alguno, reconociendo una indemnización por tratarse de un despido 
improcedente .En este caso, la trabajadora, solicitó al Juez de lo Social, declarar el despido nulo, 
más no improcedente, por cuanto en su sentir, el contrato fue claudicado de manera 




 De igual forma, el Juez de lo Social manifestó al TJUE que, de conformidad con la 
jurisprudencia española, “existen precedentes según los cuales este tipo de despido se califica 
de improcedente, y no de nulo, puesto que en el Derecho español la enfermedad no figura 
expresamente entre los motivos de discriminación prohibidos en las relaciones entre personas 
privadas.” (TJUE, 2006, párr. 21).  A pesar de lo indicado, el Juez 33 manifiesta enfáticamente 
que, de conformidad con la Clasificación Internacional del Funcionamiento de la Discapacidad y 
de la Salud (CIF) de la Organización Mundial de la Salud, la discapacidad “es un término genérico 
que incluye las deficiencias y los factores que limitan la actividad y la participación en la vida 
social. La enfermedad, precisa, puede producir deficiencias que discapaciten al individuo.” 
(TJUE, 2006, párr. 22) 
 Por los argumentos expuestos, TJUE expresó que, ninguna disposición del Tratado de 
Niza (sobre el que se adoptó la Directiva 2000/78) contiene una prohibición de la discriminación 
por motivos de enfermedad en cuanto tal, motivo por el cual concluyó que el despido ocasionado 
por ausencia de la trabajadora acaecida por una enfermedad, “no puede considerarse un motivo 
que venga a añadirse a aquellos otros motivos en relación con los cuales la Directiva 2000/78 
prohíbe toda discriminación”. (TJUE, 2006, párr. 57) 
 En otro contexto, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, mediante sentencia de 17 
(2008), “Coleman, Asunto C 303/06”, estudió la solicitud de decisión prejudicial planteada por el 
Employment Tribunal, London South (Reino Unido), relacionada con el caso de una trabajadora 
que se desempeñaba como secretaria jurídica, para un bufete de abogados, específicamente 
para el Sr. Steve Law, a partir de enero de 2001. En el año 2002, la señora Coleman tuvo un hijo 
que padecía varios padecimientos, los que exigían cuidados específicos y especializados, lo cual 
conllevaba que la trabajadora dispensara bastante tiempo atendiendo a su hijo. Posteriormente 
y en palabras del TJUE:  
 
El 4 de marzo de 2005, la Sra. Coleman aceptó dimitir por exceso de plantilla («voluntary 
redundancy»), lo que puso fin al contrato que la vinculaba a su antiguo empresario. El 
30 de agosto de 2005, presentó una demanda ante el Employment Tribunal, London 
South, en la que sostenía que había sido víctima de un despido encubierto («unfair 
constructive dismissal») y de un trato menos favorable que el que obtuvieron los 
restantes empleados, debido al hecho de tener a su cargo un hijo discapacitado. La Sra. 
Coleman alega que se vio obligada, como consecuencia del trato recibido, a dejar de 
trabajar para su antiguo empresario. (TJUE, 2008, párr. 21-22) 
 Frente a los hechos referidos, el TJUE estudió de manera conjunta las cuestiones 
prejudiciales, tendientes a dilucidar si la Directiva 2000/78 debe interpretarse, en el sentido que, 
únicamente prohíbe el acoso relacionado con una discapacidad cuando la afectado por dicha 
situación sea el trabajador, o si la prohibición de acoso, se aplica también cuando el propio 
trabajador, no es una persona con discapacidad, pero sí víctima de un comportamiento 
constitutivo de acoso, como consecuencia, de la discapacidad que padece su hijo, a quien el 
trabajador dispensa bastante tiempo en su cuidado.  
 Para los autores, el TJUE solventó las cuestiones prejudiciales acumuladas, indicando 
que en virtud de la Directiva 2000/78 “no se desprende que el principio de igualdad de trato que 
pretende garantizar se circunscriba a las personas que ellas mismas padezcan una discapacidad 
en el sentido de la Directiva” (Rodríguez y Bravo, 2018, p. 233); por el contrario, en esta sentencia 
se abre un espectro importante que busca combatir todas las formas de discriminación basadas 
en la discapacidad relativas al empleo y al trabajo, el cual no aplica a una categoría determinada 
de personas, “ sino en función de los motivos contemplados en el artículo 1 de la misma Directiva” 
(TJUE, 2008, párr. 50). Asimismo, en la sentencia Coleman se indica por parte del TJUE que a 
luz de una interpretación de la Directiva 2000/78: 
Cuando un empresario trate a un trabajador que no sea él mismo una persona con 
discapacidad de manera menos favorable a como trata, ha tratado o podría tratar a otro 
 
trabajador en una situación análoga y se acredite que el trato desfavorable del que es 
víctima dicho trabajador está motivado por la discapacidad que padece un hijo suyo, a 
quien el trabajador prodiga la mayor parte de los cuidados que su estado requiere, tal 
trato resulta contrario a la prohibición de discriminación directa (…). (TJUE, 2008, párr. 
56) 
 Finalmente, es imperativo referir que, en la sentencia Coleman, el TJUE declaró que la 
interpretación de la Directiva 2000/78, debe hacerse en el sentido que la prohibición de acoso no 
se circunscribe exclusivamente para personas que sean discapacitadas, lo que abrió una 
estrecha compuerta para aquellas personas enfermas de manera permanente. Debate que, se 
abrió completamente a partir de una decisión que se constituyó en un hito, en donde el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea decidió una petición de decisión prejudicial planteada por el 
Retten i Kolding (Dinamarca), de cara a la demanda interpuesta por el señor Karsten Kaltoft 
(representado por el sindicato FOA), quien llevaba trabajando desde 1996 como cuidador infantil 
para el Ayuntamiento de Billund, que hace parte de la Administración Pública de Dinamarca y 
fue despedido el 22 de noviembre de 2010. Despido que, para el trabajador se originó como 
consecuencia de su obesidad y por tal razón el Ayuntamiento de Billund debe abonarle una 
indemnización por la discriminación sufrida. 
 De manera tal, en “la sentencia de 11 de abril de 2013 (TJCE 2013, 122), HK Danmark 
(Ring) estableció cómo debe ser interpretado el concepto de «discapacidad» a que se refiere la 
Directiva 2000/78/CE, recurriendo a la Convención de las Naciones Unidas sobre la materia” 
(Maneiro, 2017, p. 11) En esta providencia, es definido el término discapacidad de la siguiente 
manera:   
Comprende una condición causada por una enfermedad diagnosticada médicamente 
como curable o incurable, cuando esta enfermedad acarrea una limitación, derivada en 
particular de dolencias físicas, mentales o psíquicas que, al interactuar con diversas 
barreras, puede impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se trate 
 
en la vida profesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores, y si esta 
limitación es de larga duración. (Maneiro, 2017, p. 11) 
 En consecuencia, se puede concluir que el término discapacidad para la el TJCE ha 
mutado a un concepto amplio, a tal punto que involucra también a personas que padecen de 
enfermedades de larga duración, que como consecuencia de sus dolencias (cualquiera que ella 
sea), se ven impedidas para participar plenamente en su vida profesional de manera idéntica a 
otros trabajadores.De modo similar, a partir de lo expresado por el TJCE, para Gálvez Durán “el 
concepto de discapacidad engloba la enfermedad de larga duración, curable o no, que comporta 
limitaciones en la vida profesional” además apunta que: 
No es necesario que la enfermedad de larga duración alcance un determinado grado 
(en España, grado de minusvalía igual o superior al 33%; artículo 4.2 LGDPD) para que 
pueda ser considerada una discapacidad. Si bien es cierto que el TJUE, en la sentencia 
citada, no se ha pronunciado expresamente, el tribunal deja claro que una discapacidad 
no implica necesariamente la exclusión total del trabajo o de la vida profesional. Y 
además de que no hay nada en el texto de la Directiva 2000/78 para advertir que su 
ámbito de aplicación se limite a discapacidades con un cierto nivel de gravedad, la 
Convención de la ONU apuesta por el concepto social de discapacidad, que se opone 
al concepto médico, el cual toma como referente la declaración previa de un 
determinado grado de discapacidad para dispensar protección. (Gálvez, 2015, p.p. 16-
17) 
 De modo que, es en este punto que la jurisprudencia del TJCE crea una nueva categoría 
diferente a la de mera enfermedad y discapacidad, denominada por (Galves, 2015) como 
“enfermedad asimilada a discapacidad”, descrita por el doctrinante en comento de la siguiente 
manera:  
Esta enfermedad asimilada se sitúa en un espacio intermedio entre la mera enfermedad 
y la discapacidad, y afecta a trabajadores que sufren enfermedades que generan faltas 
 
de asistencia al trabajo sin que éstas, no obstante, lleguen a alcanzar un carácter 
definitivamente invalidante. (Gálvez, 2015, p. 17). 
 Lo anterior, como se analizó en el Capítulo II, ha sido desarrollado de manera análoga 
por la Corte Constitucional colombiana a través del concepto de estabilidad laboral reforzada de 
personas en circunstancias de debilidad manifiesta por razones de salud. 
 Similarmente, la Doctora en Derecho (Munín, 2017) indica que, en sentencia de 1 de 
diciembre de 2016, asunto Daouidi C-385/15, se analizó por parte del TJUE, una cuestión 
prejudicial planteada por el Juzgado de lo Social número 33 de Barcelona, en relación con una 
demanda cuya pretensión principal era la nulidad del despido, promovida por un trabajador que 
se encontraba en incapacidad temporal que se dislocó un codo como consecuencia de un 
accidente laboral y luego fue despedido por su empleador estando en dicha situación. Frente a 
lo esgrimido, el TJUE manifestó que la Directiva 2000/78/CE del Consejo de la Unión Europea 
de 27 de noviembre de 2000 debe interpretarse en el siguiente sentido: 
El hecho de que el interesado se halle en situación de incapacidad temporal, con arreglo 
al Derecho nacional, de duración incierta, a causa de un accidente laboral no significa, 
por sí solo, que la limitación de su capacidad pueda ser calificada de «duradera», con 
arreglo a la definición de «discapacidad» mencionada por esa Directiva, interpretada a 
la luz de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con 
discapacidad, aprobada en nombre de la Comunidad Europea por la Decisión 
2010/48/CE del Consejo, de 26 de noviembre de 2009. - Entre los indicios que permiten 
considerar que tal limitación es «duradera» figuran, en particular, el que, en la fecha del 
hecho presuntamente discriminatorio, la incapacidad del interesado no presente una 
perspectiva bien delimitada en cuanto a su finalización a corto plazo o el que dicha 
incapacidad pueda prolongarse significativamente antes del restablecimiento de dicha 
persona. – Al comprobar ese carácter «duradero», el juzgado remitente debe basarse 
en todos los elementos objetivos de que disponga, en particular, en documentos y 
 
certificados relativos al estado de dicha persona, redactados de los conocimientos y 
datos médicos y científicos actuales» (Munín, 2017, p. 386). 
 En consecuencia, el operador judicial asumirá, casi que, labores de un médico perito y 
tendrá la obligación de auscultar si la incapacidad del trabajador, puede tener un carácter 
duradero y dificultar la posibilidad de trabajar de manera equivalente, a la de otros trabajadores, 
en condiciones normales, de salud, o si por el contrario se trata de una incapacidad temporal que 
no le genere limitación en el momento de participar de manera activa en un entorno laboral. 
Complementando lo anterior, de acuerdo con el análisis que realiza (Munín, 2017), a partir de la 
lectura del caso Daouidi; el concepto de discapacidad debe analizarse a la luz de la Directiva 
2000/78 y lo define de la siguiente forma: 
Debe entenderse como referido a una limitación, derivada en particular de dolencias 
físicas, mentales o psíquicas, a largo plazo, que, al interactuar con diversas barreras, 
puede impedir la participación plena y efectiva de la persona de que se trate en la 
vida profesional en igualdad de condiciones con los demás trabajadores; y ello atañe 
también a las discapacidades debidas a accidentes. En definitiva, hay que analizar si 
la limitación de la capacidad, que, al interactuar con diversas barreras, puede impedir 
la participación plena y efectiva del interesado en la vida profesional en igualdad de 
condiciones con los demás trabajadores, es «duradera» en el sentido anterior (Munín, 
2017, p. 387). 
 Por consiguiente, tal como lo manifiesta el TJUE, el Juzgado de instancia deberá 
corroborar si, la limitación de la capacidad del interesado ostenta el carácter duradero de 
conformidad con las particularidades de cada caso concreto y dilucidar si, la terminación de la 
vinculación laboral se presentó como consecuencia del estado de salud del trabajador. A pesar 
de lo indicado, luego que el Juzgado de lo Social número 33 de Barcelona, declaró la nulidad del 
despido del demandante, la decisión fue revocada por el Tribunal Superior de Justicia de 
 
Cataluña, el cual, en su lugar declaró la improcedencia del despido, con base en la tradicional 
doctrina española y en el argumento que la incapacidad fue muy corta. 
 Surge entonces, una relación simbiótica entre la jurisprudencia desarrollada por el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea y lo dispuesto por la amplia doctrina de la Corte 
Constitucional colombiana, enunciada en el capítulo II de esta investigación, en el sentido que, 
ambos Tribunales (uno internacional y otro local) han brindado un alcance protector a las 
personas con padecimientos de salud, que para el TJCE, se denomina limitación de capacidad 
para trabajar de carácter duradero y para la Corte Constitucional, se denomina estabilidad laboral 
reforzada de persona en situación de debilidad manifiesta como consecuencia de padecimientos 
de salud. 
3.10 Del proceso de liquidación de empresas en España  
 
 Por medio de la Ley 22 de (2003) se realizó una reforma a la legislación española en 
materia concursal, cuyo objetivo primordial fue el de, actualizar la legislación hasta ese momento 
arcaica, hacerla adecuada para la realidad social y económica de tiempos modernos, evitar la 
dispersión y buscar la creación de un sistema armónico, tendiente a la consecuencia de 
soluciones justas, con el objetivo de prevenir maniobras de mala fe, abusos y simulaciones (Ley 
22, 2003, exposición de motivos). 
 A pesar de esto, para Monereo Pérez, Molina Navarrete y Moreno Vidam (2006), citados 
por la Doctrinante (Llorente, 2011), esta Ley Concursal promovió, una tensión de intereses 
latente entre, la necesidad de dar cumplimiento a la finalidad del concurso, enfocada en satisfacer 
los intereses de los acreedores y por otro lado, de la conservación de la empresa y el 
mantenimiento de los contratos de trabajo; verbi gracia, en el capítulo referente a los efectos del 
concurso, el artículo 64, abre la posibilidad de modificar sustancialmente las condiciones de 
trabajo colectivo, de traslado colectivo y de despido colectivo, así como, la suspensión de 
contratos y la reducción de la jornada laboral. 
 
 Adicionalmente, esta norma dispuso que, una vez declarado el concurso, se tramitarán 
ante el juez encargado, los procedimientos para la modificación de los contratos de trabajo. Esto 
quiere decir que, para el caso español, la ley concursal reconoce expresamente, la competencia 
de la autoridad judicial, para conocer de los expedientes relativos a la modificación sustancial de 
las condiciones de trabajo de carácter colectivo, incluidos los traslados, las suspensiones y las 
extinciones colectivas de las relaciones laborales. 
 Aunado a esto, si dentro de la declaración del concurso estuviere en trámite un 
procedimiento de despido colectivo o de suspensión de contratos o reducción de jornada, se le 
confiere la potestad al juez del concurso de conocer de estos trámites previa remisión de la 
autoridad laboral. Ahora bien, a pesar de tratarse de una norma evidentemente mercantil, el 
numeral 2º del artículo 64 de la Ley 22, concede la facultad al deudor y a los representantes de 
los trabajadores de la empresa concursada, a solicitar al juez la modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo, la extinción y la suspensión colectiva de los contratos de trabajo en que 
sea su empleador el concursado (Ley 22, 2003, art. 64). 
 Por lo expresado  anteriormente, el numeral 2º del artículo 64 de la Ley en comento hace 
una remisión expresa al Estatuto de los Trabajadores español que en su artículo 41 N° 4, ordena 
que la decisión de modificación sustancial de las condiciones de trabajo, debe ir precedida de un 
período de consultas a los representantes de los trabajadores, no mayor a 15 (quince) días, que 
en todo caso, se referirá a las causas motivadoras de la decisión empresarial, la posibilidad de 
evitar o reducir sus efectos y las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para los 
trabajadores afectados. Así, este período de consultas, se puede definir como período de 
consultas previas a la admisión del trámite (Estatuto del Trabajo, 1994, art. 41). 
 No obstante, la Ley 22 dispone que, si los trabajadores no designan a sus representantes, 
el juez podrá acordar la intervención de una comisión de máximo tres miembros, integrada por 
los sindicatos más representativos del sector al que pertenezca la empresa. A modo de resumen, 
 
para iniciar el trámite de declaración ante el juez del concurso es necesario agotar los siguientes 
requisitos: 
1. Que sea formula por la administración concursal, por el deudor o por los 
representantes de los trabajadores (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 2). 
2. Que sea presentada la solicitud siempre y cuando exista un informe de 
administración concursal, el cual está regulado en el artículo 74 de la Ley Concursal; 
salvo que se acredite que la demora en la aplicación de las medidas colectivas 
pretendidas compromete gravemente la viabilidad futura de la empresa o del empleo y 
causa grave perjuicio a los trabajadores o cuando exista una solicitud de la 
administración concursal del cierre de la empresa o el cese o suspensión total o parcial 
de la actividad empresarial y ello suponga la modificación, suspensión o extinción 
colectiva de los contratos de trabajo (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 2). 
3. Siempre que se expongan y justifiquen las causas motivadoras de las medidas 
colectivas pretendidas y los objetivos que con las mismas se proponen alcanzar para 
asegurar la viabilidad futura de la empresa y del empleo (Ley Concursal, 2003, art. 64 
N° 4). 
 Citando a Llorente (2011), una vez recibida la solicitud para el trámite, el juez del concurso 
convocará al concursado, a los representantes de los trabajadores y a la administración 
concursal a un período de consultas, cuya duración no será superior a treinta días para empresas 
de más de cincuenta trabajadores o quince, para empresas con menos de cincuenta 
trabajadores. Este período de consultas, se realiza dentro del trámite del concurso y deberá ser 
negociado de buena fe para la consecución de un acuerdo (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 5). 
 Así las cosas, para llegar a un acuerdo en el trámite del concurso, se requerirá la mayoría 
de los representantes legales de los trabajadores o de la mayoría de los miembros de la comisión 
representativa de los trabajadores, siempre que, en ambos casos, haya una representación de 
 
la mayoría de los trabajadores del centro o centros de trabajo (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 
6). Luego de lo anterior, en el acuerdo se recogerá la identidad de los trabajadores afectados y 
se fijarán las indemnizaciones que se ajustarán a lo establecido en la legislación laboral, salvo 
que se pacten otras indemnizaciones superiores (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 6). Asimismo, 
dispone la norma literalmente: 
Al finalizar el plazo señalado o en el momento en que se consiga un acuerdo, la 
administración concursal y los representantes de los trabajadores comunicarán al juez 
del concurso el resultado del período de consultas. Recibida dicha comunicación, el 
secretario judicial recabará un informe de la autoridad laboral sobre las medidas 
propuestas o el acuerdo alcanzado, que deberá ser emitido en el plazo de quince días, 
pudiendo ésta oír a la administración concursal y a los representantes de los 
trabajadores antes de su emisión. Recibido el informe por el juez del concurso o 
transcurrido el plazo de emisión, seguirá el curso de las actuaciones. Si el informe es 
emitido fuera de plazo, podrá no obstante ser tenido en cuenta por el juez del concurso 
al adoptar la correspondiente resolución. (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 6). 
 Sumado a esto, luego de cumplir los trámites expuestos y “una vez que se recibe el 
informe de la Administración laboral o transcurrido el plazo de quince días, el juez mercantil 
resolverá sobre las medidas propuestas por medio de auto en un plazo de cinco días” (Llorente, 
2003, p. 25), en donde, aceptará el acuerdo alcanzado, salvo que hubiese advertido algún vicio 
del consentimiento (dolo, coacción o abuso del derecho). Caso en el cual, así como en el 
supuesto de no existir acuerdo, el juez determinará lo que proceda conforme a la legislación 
laboral (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 7). 
 A pesar de lo anterior, si no se llegare a un acuerdo, el juez del concurso realizará 
audiencia, con quienes hubiesen intervenido en el período de consultas y los conminará a través 
del secretario del juzgado a formular alegatos y aportar las pruebas documentales (Ley 
Concursal, 2003, art. 64 N° 7). 
 
 Es importante indicar, que de conformidad con el último inciso del numeral 7 del artículo 
64, la decisión de acordar la suspensión o extinción colectiva de los contratos de trabajo se 
realizará a través de auto proferido por el juez del concurso, que surtirá efectos desde la fecha 
en que se dicte, salvo que en él se disponga otra fecha posterior. Esta suspensión y extinción 
colectiva tendrá, los mismos efectos que, están establecidos en el artículo 47 del Estatuto de los 
Trabajadores, relativo a la suspensión del contrato o reducción de la jornada por causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción derivadas de fuerza mayor y del artículo 51 
del mismo Estatuto, relacionado con el despido colectivo de trabajadores (Ley Concursal, 2003, 
art. 64 N° 7). 
 Cabe resaltar, que en virtud del numeral 8° del artículo 64, contra el auto en el cual se 
decide la suspensión o extinción colectiva de los contratos de trabajo, podrá interponerse el 
recurso de suplicación, así como los recursos previstos en la Ley 36 de 2011 reguladora de la 
Jurisdicción Social (Suplicación y Casación), que se deberán tramitar ante los órganos 
jurisdiccionales del Orden Social, sin que, tengan efectos suspensivos sobre la tramitación del 
concurso, ni de los incidentes concursales. Recursos que podrán, ser interpuestos por la 
administración concursal, por el concursado, por los trabajadores a través de sus representantes 
y por el Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) (Ley Concursal, 2003, art. 64 N° 7). 
 Por último, las acciones que los trabajadores o el FOGASA pueden ejercer en contra del 
auto en cuestiones relacionadas con la relación jurídica individual, se deberán sustanciar por el 
procedimiento de incidente concursal en materia laboral y habrá plazo para interponer esta 
demanda de incidente concursal será de un mes a partir que el trabajador o pudo conocer el auto 
del juez del concurso; con el objetivo de, correlacionar los ordenamientos jurídicos de España y 
Colombia, se pueden destacar tres conclusiones básicas del trámite antes expuesto: 
1. En España a diferencia de Colombia, se destaca el papel protagónico de los 
trabajadores en el trámite de un proceso concursal. Por cuanto, tal como lo ordena la 
Ley Concursal de 2003, en territorio ibérico, se inicia a partir de la figura del período de 
 
consultas previas al inicio del trámite concursal, pasando por el período de consultas 
dentro del mismo trámite, hasta la posibilidad de interponer recursos, en contra de las 
providencias que deciden la suspensión o extinción de los contratos de trabajo. 
2. Tanto en España (Ley 22, 2003) como en Colombia (Ley 1116, 2006), a causa del 
trámite de un proceso liquidatorio o concursal, se presenta una afectación del derecho 
a la estabilidad en el empleo de los trabajadores con enfermedades, por cuanto 
generalmente los contratos de trabajo son modificados, suspendidos o terminados y en 
ambas legislaciones no se ofrecen posibilidades distintas a la indemnización (Ley 22, 
2003, art. 84 y Ley 1116, 2006, art. 50). 
3. En Colombia y en España, las medidas a través de las cuales se realizan los 
procesos liquidatorios o concursales de empresas, están fundamentadas en causas 
económicas, cuyo objetivo principal es el de superar la situación financiera negativa, que 
en palabras de la autora “trae como consecuencia una laboralización de las 
competencias del Juzgado de lo Mercantil al verse afectados aspectos sociales tras la 
apertura del proceso concursal” (Llorente, 2011, p.14). Asimismo, en España una 
autoridad judicial diferente a la laboral asume competencias propias relacionadas con 
derechos laborales (Ley Concursal, 2003); lo que sucede de manera análoga en 
Colombia, en donde estas facultades jurisdiccionales se le otorgaron a la 
Superintendencia de Sociedades (Ley 1116, 2006, art. 6), autoridad neófita en asuntos 




4. Capítulo IV 
Estabilidad laboral reforzada vs derechos económicos de las empresas: 
una solución a través de la dogmática jurídica 
 
 Con el objetivo de brindar un análisis dogmático, atinente a “principios doctrinales y no al 
orden y estructura de los códigos” (Real Academia Española, RAE, 2018), a la exégesis que nos 
brinde un artículo; y específicamente a la denominada “dogmática jurídica” entendida como la 
“ciencia del derecho en sentido estricto y propio” (Radbruch, 1973, p. 205).  
 De manera que, en el presente capítulo se examinarán los siguientes aspectos: en primer 
lugar, se analizará la evolución del concepto de Estado Social de Derecho y su incidencia en el 
ámbito del Derecho al Trabajo; en segundo lugar, se abordará la noción de principio; en tercer 
lugar, se resaltará los principios del derecho del trabajo dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano; en cuarto lugar, se estudiará la Teoría Jurídica General de los Derechos 
Fundamentales de Robert Alexy;  en quinto lugar,  se dará aplicación a la teoría tridimensional 
de la dogmática jurídica del mismo autor, aspecto que se estudiará de la siguiente forma: se 
abordará la dimensión analítica partiendo de la exploración conceptual y sistemática del derecho 
válido a la luz de lo planteado por Hans Kelsen, Alf Ross, Norberto Bobbio y Alexy; luego, se 
examinará la dimensión empírica bajo la concepción de Robert Alexy y Norberto Bobbio; por 
último, se estudiará la dimensión normativa a través de la teoría pura del derecho explicada por 
Kelsen y la crítica a la praxis jurídica de Alexy. Todo esto, con el objetivo de brindar aportes 
tendientes a disminuir el conflicto entorno al problema suscitado entre la estabilidad laboral 
reforzada vs los derechos económicos de las empresas, a través de un análisis tridimensional de 






4.1 Evolución del concepto de Estado Social de Derecho e incidencia en el 
ámbito del derecho del trabajo  
 
 Citando, la primera oración del articulado de la Constitución Política (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991) define a la República de Colombia como un “Estado Social de Derecho”, lo 
que revela una evolución en el modelo de organización adoptado por la Asamblea Nacional 
Constituyente, la cual, influenciada por ideas socialistas, de tradición liberal y del pensamiento 
social cristiano de origen europeo (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 1064, 2001), 
influyeron en el abandono de la concepción clásica del Estado de Derecho de la anterior 
constitución. Para (Marquardt, 2014), “El verdadero ascenso cualitativo del Estado social europeo 
ocurrió entre 1946 y 1973 en el contexto de los años dorados de la segunda revolución fósil-
energética” (Marquardt, 2014, p. 291). Lo anterior, propició una abundancia energética que, 
repercutió en la posibilidad de mejorar las condiciones de los ciudadanos a través de la 
denominada justicia social. De esta forma, se transformó gradualmente el concepto tradicional 
de Estado de Derecho a Estado Social de Derecho. Diferencia que es explicada por la 
(Defensoría del pueblo , 2001), al parafrasear al constitucionalista alemán Hermann Heller, de la 
siguiente forma: 
La diferencia entre Estado de derecho y Estado Social de derecho radica en la 
concepción distinta que sobre la igualdad tienen cada uno de ellos. En el Estado de 
derecho se atiende sólo el aspecto formal del principio de igualdad. Lo importante es 
que todas las personas tengan formalmente los mismos derechos con independencia 
de que puedan disfrutarlos de manera efectiva y ejercerlos por igual. En el Estado social 
de derecho, por el contrario, es decisiva la igualdad en sentido material: el Estado tiene 
la obligación de corregir las desigualdades garantizando que los sectores más 
vulnerables de la población tengan efectivamente la protección judicial necesaria para 
 
 
situarlos en condiciones equivalentes a las de quienes están socialmente más 
favorecidos. (Defensoría del Pueblo, 2001, p. 25) 
 Asimismo, de acuerdo con (Marquardt, 2014) 
 
El constructo del Estado social de derecho fusionó precisamente dos principios del 
Estado constitucional: en primer lugar, requirió un nuevo concepto del Estado de 
Derecho, orientado materialmente en la justicia y no solo en la legalidad formal, y en 
segundo lugar, se enfocó en la estatalidad social en el sentido preciso de la protección 
y promoción de los débiles y vulnerables de la sociedad industrial. (Marquardt, 2014, 
p.p. 291-292). 
 Así las cosas, para la Corte Constitucional, el “Estado Social de Derecho” se origina a 
partir de dos puntos de vista: el cuantitativo y el cualitativo. “Lo primero suele tratarse bajo el 
tema del Estado bienestar (welfare State, stato del benessere, L'Etat Providence) y lo segundo 
bajo el tema de Estado constitucional democrático.” (Corte Constitucional, Sala Primera de 
Revisión, Sentencia T 406, 1992). Desde el punto de vista cuantitativo, referente al Estado de 
bienestar, la Corte indicó: 
 
a. El estado bienestar surgió a principios de siglo en Europa como respuesta a las 
demandas sociales; el movimiento obrero europeo, las reivindicaciones populares 
provenientes de las revoluciones Rusa y Mexicana y las innovaciones adoptadas 
durante la república de Weimar, la época del New Deal en los Estados Unidos, sirvieron 
para transformar el reducido Estado liberal en un complejo aparato político-
administrativo jalonador de toda la dinámica social. Desde este punto de vista el Estado 
social puede ser definido como el Estado que garantiza estándares mínimos de salario, 
alimentación, salud, habitación, educación, asegurados para todos los ciudadanos bajo 
 
 
la idea de derecho y no simplemente de caridad (H.L. Wilensky, 1975). (Corte 
Constitucional, Sala Primera de Revisión, Sentencia T 406, 1992) 
 De igual manera, para (Mishra, 1992) el Estado de bienestar es aquel Estado liberal que, 
asume la responsabilidad del “bien estar” de sus ciudadanos, mediante toda una serie de 
intervenciones en la economía de mercado. De otra parte, desde el punto de vista cualitativo, 
alusivo al Estado constitucional democrático, la Sala expresó: 
b. El Estado constitucional democrático ha sido la respuesta jurídico-política derivada 
de la actividad intervencionista del Estado. Dicha respuesta está fundada en nuevos 
valores-derechos consagrados por la segunda y tercera generación de derechos 
humanos y se manifiesta institucionalmente a través de la creación de mecanismos de 
democracia participativa, de control político y jurídico en el ejercicio del poder y sobre 
todo, a través de la consagración de un catálogo de principios y de derechos 
fundamentales que inspiran toda la interpretación y el funcionamiento de la organización 
política. (Corte Constitucional, Sala Primera de Revisión, Sentencia T 406, 1992) 
 En torno al concepto de Estado Social Democrático, la Sala Plena de la Corte 
Constitucional indicó en otra oportunidad: 
La fórmula política del Estado Social de Derecho surge en la postguerra europea como 
una forma de organización estatal que pretende corregir las limitaciones de la 
concepción clásica del Estado de Derecho, expresión política de una sociedad 
compuesta por individuos concebidos abstractamente como libres e iguales.  La teoría 
del estado del siglo XIX y principios del XX partía de la idea del ciudadano como persona 
adulta, letrada, propietaria, generalmente masculina, y libre frente al poder público. 
Desde esta perspectiva, la sociedad era autónoma para el aseguramiento de su 
reproducción material y cultural, por lo que el Estado estaba prioritariamente destinado 
a proteger a las personas frente a peligros internos y externos por medio de la policía, 
 
 
el ejército y la justicia. No obstante, la recesión económica de la primera posguerra y la 
expansión de las ideas socialistas, acompañadas de reacciones de corte igualitario 
dentro de las doctrinas liberales y conservadoras, así como la creciente industrialización 
y tecnificación de las sociedades, vinieron a dejar en claro hasta qué punto el ser 
humano no es realmente libre e igual debido a limitaciones naturales y sociales, dentro 
de las cuales sobresalen las económicas. Es por ello que se acepta que, en muchos 
casos, la libertad y la igualdad requieren para su realización de medidas, acciones, 
prestaciones, servicios, que la persona, por sí misma, no puede asegurar. El Estado de 
derecho evolucionó así, de un estado liberal democrático a uno social, también 
democrático, animado por el propósito de que los presupuestos materiales de la libertad 
y la igualdad para todos estén efectivamente asegurados. (Corte Constitucional, Sala 
Plena, Sentencia C 1064, 2001) 
 Expuesto esto, surge la imperante necesidad para el Estado, de garantizar a las personas 
que lo componen, el acceso a estándares mínimos como lo son el derecho a un trabajo digno y 
a un salario como contraprestación de sus servicios, especialmente si nos referimos a personas 
en condiciones de debilidad manifiesta como consecuencia de su estado de salud. 
 En este orden de ideas, la misma Corte Constitucional, ha indicado copiosamente que, 
entre las manifestaciones concretas del principio fundamental del Estado Social de Derecho se 
encuentran:  
Los mandatos generales dirigidos a promover la igualdad real y efectiva mediante la 
adopción de medidas a favor de grupos marginados o discriminados (artículo 13 inciso 
2 C.P.); proteger especialmente a las personas que por su condición económica, física 
o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (artículo 13 inciso 
3 C.P.); proteger a la mujer embarazada, a la mujer cabeza de familia, a la niñez, a los 
adolescentes, a las personas de la tercera edad, a los discapacitados, a los pensionados 
 
 
y a los enfermos (artículos 43 a 49 C.P.); apoyar a los desempleados (artículo 54 C.P.) 
y promover el pleno empleo así como el mejoramiento de la calidad de vida de las 
personas de menores ingresos (artículo 334, inciso 2). (Corte Constitucional, Sala 
Plena, Sentencia C 1064, 2001) 
 Es así como, dentro de las garantías que conforman la esencia del Estado Social de 
Derecho se destaca el trabajo como “un objetivo central, específico y conscientemente buscado 
por el Constituyente” (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 479, 1992), que como 
consecuencia de lo dispuesto en el Preámbulo y en los artículos 1º, 25, 53 y 54 de la Carta de 
1991, reconoce su destacada importancia y ordena protegerlo con el objetivo de garantizar su 
ejercicio por parte de todas las personas. Para la Corte Constitucional, la naturaleza jurídica del 
trabajo cuenta con una triple dimensión: 
En palabras de la Corporación la lectura del preámbulo y del artículo 1º superior muestra 
que el trabajo es valor fundante del Estado Social de Derecho, porque es concebido 
como una directriz que debe orientar tanto las políticas públicas de pleno empleo como 
las medidas legislativas para impulsar las condiciones dignas y justas en el ejercicio de 
la profesión u oficio. En segundo lugar, el trabajo es un principio rector del 
ordenamiento jurídico que informa la estructura Social de nuestro Estado y que, al 
mismo tiempo, limita la libertad de configuración normativa del legislador porque impone 
un conjunto de reglas mínimas laborales que deben ser respetadas por la ley en todas 
las circunstancias (artículo 53 superior). Y, en tercer lugar, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 25 de la Carta, el trabajo es un derecho y un deber social que goza, de 
una parte, de un núcleo de protección subjetiva e inmediata que le otorga carácter de 
fundamental y, de otra, de contenidos de desarrollo progresivo como derecho 
económico y social. (Negrita por fuera de texto original) (Corte Constitucional, Sala 
Plena, Sentencia C 593, 2014) 
 
 
 Se hace evidente entonces, la importancia que ostenta el Derecho al Trabajo dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano y el deber por parte del Estado, de brindar garantías a todas 
las personas de acceder, conservar e inclusive, ser reubicadas, en un empleo que satisfaga la 
vida en condiciones dignas; más aún cuando existen personas que se encuentran en 
circunstancias de debilidad manifiesta a causa de su especial condición de salud. Momento a 
partir del cual pululan los principios del Derecho del Trabajo, que, en palabras de Jaramillo, “La 
importancia de los principios radica en que constituyen la base de una estructura autónoma que 
demanda la existencia de una disciplina con una filosofía y razón de ser propias” (Jaramillo, 2010, 
p.18). Por los argumentos analizados, a continuación, se expondrá el desarrollo conceptual que 
la doctrina define por principio y los principios del Derecho del Trabajo. 
4.2 La noción de principio 
 
 En primer lugar, (Palavencino , 2011) recuerda que la palabra principio, proviene del latín 
principium, “designa lo que viene primero, antes de todo, “al principio” de un determinado orden 
de cosas.” (Palavecino, 2011, p. 4). Por su parte (Dworkin, 1989) alude a principio a “un estándar 
que ha de ser observado, no porque favorezca o asegure una situación económica, política o 
social que se considera deseable, sino porque es una exigencia de la justicia, la equidad o alguna 
otra dimensión de la moralidad” (Dworkin,1989, p. 72) 
 Desde esta afirmación, (Dworkin, 1989), señala que, los principios enuncian razones que 
discurren en una sola dirección, pero no exigen una decisión en particular y están dotados de la 
dimensión del peso o importancia. En efecto, el autor manifiesta que, si se da un conflicto entre 
dos o más normas, una, no puede ser válida, es decir, se debe decidir qué norma es válida y qué 
norma no lo es, de modo que, cuando dos normas entran en conflicto una de ellas sustituye a la 
otra. Mientras que, si se da un conflicto entre principios, quien está llamado a resolverlo debe 
tener el peso relativo de cada uno, lo cual brinda una dimensión diferente al de las normas. 
 
 
 Por su parte, (Alexi, 2008) profundiza la noción de principio que Dworking fundamentó, 
así como la distinción entre principios y reglas; de esta manera establece que: 
El punto decisivo para la distinción entre reglas y principios es que los principios son 
normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida de lo posible, dentro 
de las posibilidades jurídicas y reales existentes. Por lo tanto, los principios son 
mandatos de optimización, que se caracterizan porque pueden cumplirse en diferente 
grado y que la medida debida de su cumplimiento no sólo depende de las posibilidades 
reales sino también de las jurídicas. El ámbito de las posibilidades jurídicas se determina 
por los principios y reglas opuestos. En cambio, las reglas son normas que sólo pueden 
ser cumplidas o no. Si una regla es válida, entonces debe hacerse exactamente lo que 
ella exige, ni más ni menos. Por lo tanto, las reglas contienen determinaciones en el 
ámbito de lo fáctico y jurídicamente posible. Esto significa que la diferencia entre reglas 
y principios es cualitativa y no de grado. (Alexy, 2008, p.p. 67-68) 
 En este punto, (Plá, 1978), los principios son “líneas directrices que informan algunas 
normas e inspiran directa e indirectamente una serie de soluciones, por lo que pueden servir para 
promover y encauzar la aprobación de nuevas normas, orientar la interpretación de las existentes 
y resolver casos no previstos” (Pla, 1998, p.14). Por otra parte, (Jaramillo, 2010) caracteriza los 
principios de la siguiente manera: 
Tienen como característica esencial la inmutabilidad, dada su vocación orientadora, de 
manera que, generalmente, se mantienen en el tiempo a pesar de los constantes 
cambios normativos. Ellos mantienen la esencia de un ordenamiento y el objeto del 
Derecho de orientarse a la realización de la justicia como valor estructural (Jaramillo, 
2010, p. 15) 
 En otro contexto, la Corte Constitucional realiza una distinción, de acuerdo con la filosofía 
jurídica contemporánea; entre valor y principio constitucional, e indica que, a diferencia del 
 
 
primero “Los principios serían normas que condicionan las demás normas, pero con mayor grado 
de concreción y por lo tanto de eficacia, alcanzando por sí mismos proyección normativa” (Corte 
Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 1287, 2001) 
 Por consiguiente y teniendo en cuenta que, el presente escrito suscitan los principios 
como directrices que, orientan la creación del derecho positivo y contienen el pensamiento rector 
de una disciplina, en este caso, la del derecho del trabajo, y que, de acuerdo con (Plá, 1978),  
permiten expresar una triple función que los principios cumplen en el campo jurídico: 
Función Informadora: desarrollada como una “(…) manifestación de la dimensión 
axiológica de los principios, en virtud de la cual estos son concebidos como axiomas o 
postulados éticos que deben inspirar el ordenamiento jurídico positivo”  
Función Interpretativa:  al consagrarse como “principia cognoscendi, en cuanto permiten 
aplicar la norma aplicable al caso concreto, establecer su sentido o significado correcto 
y alcanzar de esta manera la solución justa del conflicto o caso al cual debe ser aplicada”  
Función normativa o integradora: Tal vez la función más característica de los principios, 
por cuanto tal como lo establece el artículo 230 de la Constitución Política de Colombia, 
los principios actúan como fuente supletoria ante los vacíos, ambigüedades y 
contradicciones de la ley, de tal forma que se erigen como criterios auxiliares de la 
actividad judicial. (Palavacio, 2011, p.23) 
 De manera tal, a continuación, se desarrollan los principios que constituyen la esencia del 
derecho del trabajo dentro del ordenamiento jurídico colombiano y que, en palabras de 
Romagnoli, “develan la lógica de un contenido propio y autónomo del Derecho del Trabajo 
respecto del Derecho Común, cuestión absolutamente relevante en los albores del siglo XXI, 
cuando un sector de la doctrina clama por la eliminación de esta vertiente jurídica” (Romagnoli, 




4.3 Los principios del derecho del Trabajo en el ordenamiento jurídico 
colombiano 
 
 La importancia de la aplicación de los principios dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, específicamente los pertenecientes al Derecho del Trabajo, “tienen un rol 
fundamental para realizar la plenitud del ordenamiento sin acudir a soluciones extrasistemáticas” 
(Jaramillo, 2010, p. 16) por lo que será indispensable su utilización cuando falte una solución 
explícita a un caso concreto y “para hacerlo utilizará, entre otros recursos, la interpretación de 
las normas existentes a través de los principios generales del Derecho” (Jaramillo, 2010, p. 16). 
 Además, en palabras de (Plá, 1978):  
Traspolando (sic) la noción de principios generales del Derecho, válidos en todo el 
derecho, a los principios del Derecho del Trabajo aplicables solo en el área del 
Derecho Laboral, podemos decir con De Castro que son las ideas fundamentales e 
informadoras de la organización jurídico-laboral. (p. 13). 
 En este contexto, debe destacarse que el Preámbulo de la Constitución colombiana 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991): 
Indica los principios que la orientan y los fines a cuya realización se dirige y por ello no 
sólo hace parte de ésta como sistema normativo, sino que además tiene efecto 
vinculante sobre los actos de la legislación, la administración y la jurisdicción y constituye 
parámetro de control en los procesos de constitucionalidad” (Corte Constitucional, 
Sentencia C 477, 2005). 
 De modo tal, dentro del desarrollo doctrinal colombiano, se han manifestado, tanto 
principios legales, como principios constitucionales del Derecho del Trabajo. En primer lugar, el 
Código Sustantivo del Trabajo establece como finalidad general, la de lograr la justicia en las 
relaciones que emergen entre empleadores y trabajadores, dentro de un espíritu de coordinación 
económica y equilibrio social (Código Sustantivo del Trabajo, 1950, art. 1). 
 
 
 En consonancia, dentro de los principios legales establecidos en la norma estudiada, se 
establecen principalmente la libertad de trabajo (1); la especial protección del trabajo por parte 
del Estado (2); la igualdad en los derechos de los trabajadores y trabajadoras (3); el 
reconocimiento de un mínimo de derechos y garantías en favor de los trabajadores, así como la 
ineficacia de cualquier estipulación que afecte o desconozca este mínimo (4); la irrenunciabilidad 
de las disposiciones legales que regulan el trabajo, por su característica especial de ser de orden 
público (5); la protección especial a los derechos ciertos e indiscutibles (6), la favorabilidad en la 
aplicación de dos o más normas (7); la ajenidad de los riesgos, que se enmarca en que el 
trabajador puede participar de las utilidad o beneficios de su empleador, pero nunca asumir sus 
riesgos o pérdidas (Código Sustantivo del Trabajo, 1950, art. 28) (8), y finalmente, el 
establecimiento del  principio de buena fe en la ejecución del contrato (9). 
 En segundo lugar, la Constitución Política de Colombia en su artículo 53 indicó que, el 
estatuto del trabajo, estará cobijado por una serie de principios mínimos fundamentales, que 
inclusive, se pueden aplicar de manera autónoma sin que sea expedido dicho estatuto, por 
cuanto al desarrollar principios mínimos de naturaleza constitucional, “(…) no necesitan esperar 
la expedición de una ley para que sea exigible su observancia. Por consiguiente, no es factible 
argüir la ausencia de un estatuto legal que desarrolle tales principios para desconocerlos, ya que 
imperan por directo ministerio de la Constitución Política” (Corte Constitucional, Sala Plena, 
Sentencia C 479, 1992). 
 Así pues, estos principios mínimos fundamentales no sólo se encuentran encuadrados en 
el artículo 53 de la Constitución (Asamblea Nacional Constituyente, 1991); en efecto, muchos se 
encuentran esparcidos por todo el cuerpo normativo de la norma de normas. Ahora, se destacan 
los principios constitucionales de: igualdad de oportunidades para los trabajadores; 
remuneración mínima, vital y móvil proporcional a la cantidad de trabajo; irrenunciabilidad a 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales; el principio protector, desarrollado en tres 
 
 
subprincipios como lo son: favorabilidad, indubio pro operario y condición más beneficiosa; 
primacía de la realidad sobre formalidades, establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales; progresividad en torno a la mejora de derechos sociales, económicos y culturales; y el 
principio de estabilidad en el empleo. Cada uno de ellos, podría ser desarrollados, en futuros de 
trabajos de investigación que deseen trasegar en el mismo campo. 
 En todo caso, la presente investigación,  se enfoca en el principio de estabilidad en el 
empleo y concretamente en la figura de la estabilidad laboral reforzada, que emerge de la 
interpretación brindada por la Corte Constitucional a la luz de los artículos 13, 47, 53 y 54 de la 
Carta (Asamblea Nacional Constituyente, 1991), tal como se desarrolló en el capítulo 2, el cual, 
ostenta una notable importancia, al constituirse en la base de una estructura autónoma que 
demanda la existencia de una disciplina con una filosofía y razón de ser propias. En efecto, para 
la Corte Constitucional la figura de la: 
Estabilidad laboral comporta una manifestación del principio de seguridad, pues el 
trabajo además de ser un medio de sustento vital, es una manifestación del libre 
desarrollo de la personalidad. Para ello, señala la Corte que, se hace entonces necesario 
que exista una estabilidad básica en dicho empleo que no significa que el trabajador sea 
inamovible en términos absolutos, porque siempre se tendrán en cuenta las justas 
causas para dar por terminado el contrato‖. Pero si es conveniente que se siente como 
principio laboral la estabilidad, en atención a la garantía del trabajador a permanecer en 
su actividad en provecho, tanto propio como social”. (Corte Constitucional, Sentencia C-
023, 1994). 
 Así mismo, la Corte ha establecido que: 
La estabilidad en el empleo es un verdadero derecho jurídico de resistencia al despido, 
que demuestra que los fenómenos laborales no se rigen exclusivamente por el principio 
de la autonomía de la voluntad, pues están involucrados otros valores constitucionales, 
 
 
especialmente la dignidad del trabajador y la búsqueda de una mayor igualdad entre 
patrono y empleado (Corte Constitucional, Sentencia C -034, 2003). 
 En tal sentido, de acuerdo con (Estala, 2004), este principio tiene una triple función: 
Informadora: inspira al legislador sirviendo como ordenamiento jurídico. 
Normativa: actúa como fuente supletoria en caso de insuficiencia de la ley, como 
medio de integrar el derecho. 
Interpretativa: opera como criterio orientador del juez o del intérprete. 
 A partir de ahí, el principio de estabilidad en el empleo es fuente integradora dentro del 
ordenamiento jurídico, en donde, tal como lo dispone el artículo 19 del Código Sustantivo del 
Trabajo, la ley será la fuente primaria de derecho, pero a falta de esta, cuando no haya norma 
exactamente aplicable al caso controvertido, “(…) el ordenamiento laboral colombiano prevé 
como herramienta, entre otras, la posibilidad de acudir a los principios para llenar el vacío”. 
(Jaramillo, 2010, p. 20).  
 Dicho esto, y de acuerdo con (Jaramillo, 2010), con el objetivo de cumplir con el postulado 
de plenitud del ordenamiento jurídico, es necesario acudir al principio de estabilidad en el empleo, 
de tal manera que pueda llenar vacíos legales o procurar una interpretación que, en la mayor 
medida de lo posible, permita brindar una solución a problemas jurídicos concretos. 
 Bajo esta égida, en el presente escrito se ha manifestado copiosamente el enfrentamiento 
entre, el derecho a la estabilidad laboral reforzada de personas en condición de debilidad 
manifiesta por razones de salud, involucrado dentro del principio de estabilidad en el empleo 
desarrollado en el artículo 53 de la Constitución, como elemento significativo del trabajo dentro 
de un marco tridimensional como derecho, principio y valor fundante del Estado Social de 
Derecho, por una parte; y los Derechos Económicos de la Empresa desarrollados en el marco 
de los principios de libertad económica y de empresa, por otra, frente a la posibilidad de 
 
 
terminación de todos los contratos de trabajo (incluyendo a las personas con padecimientos de 
salud), como consecuencia de la declaratoria de liquidación judicial, por otra parte. 
 De modo que, a continuación se brinda una solución a la problemática planteada, a partir 
de la Teoría Jurídica General de los Derechos Fundamentales de (Alexy, 2003) en conjunto con 
la teoría tridimensional de la dogmática jurídica del mismo autor, teniendo en cuenta que a la luz 
de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el derecho a la estabilidad laboral reforzada es 
considerado como ius fundamental. 
4.4 La Teoría Jurídica General de los Derechos Fundamentales y su relación con el 
derecho a la estabilidad laboral reforzada 
 
 En primer lugar, es preciso indicar que, (Alexy, 2003) manifestó que los derechos 
fundamentales pueden ser considerados como “relaciones normativas entre tres elementos: el 
titular (a), el destinatario (b) y el objeto (G) del derecho.” (Alexy, 2003, p. 19). En donde, al 
presentarse esta relación triádica mediante un operador “R” relativo al derecho, se puede 
expresar de la siguiente forma: RabG (Alexy, 2003, p. 159). 
 En el contexto de Colombia, se puede manifestar que el titular (a) es la persona con 
padecimientos de salud, el destinatario (b) sería el Estado y el objeto (G) del derecho está 
enmarcado dentro de la garantía del derecho fundamental al trabajo y la estabilidad laboral 
reforzada que se tiene dentro del mismo. Por lo que A partir de lo descrito y tomando lo enunciado 
por Alexy, el enunciado según el cual la persona con padecimientos de salud (a) tiene derecho 
al trabajo y a la estabilidad laboral reforzada (G) frente al Estado (b), “es equivalente con el 
enunciado según el cual b está obligado a G frente a a: ObaG” (Alexy, 2003, p. 172). 
 Es así como (Alexy, 2003), indica que ObaG expresa una obligación relacional, en donde 
“hay una relación de implicación necesaria entre los derechos a algo y las obligaciones 
relacionales, siempre que existe un derecho debe existir una norma válida que lo garantiza”(p. 
185), tal como sucede con el derecho fundamental al trabajo, que se encuentra positivizado en 
 
 
el artículo 25 de la Constitución de 1991 y el derecho fundamental a la estabilidad laboral 
reforzada; que ha sido desarrollado jurisprudencialmente por la Corte Constitucional a partir de 
la interpretación de los artículos 13 y 53 Constitución (Asamblea Nacional Constituyente, 1991) 
 Ahora bien, de conformidad con (Alexy, 2003), las normas de derechos fundamentales 
están directamente expresadas en las disposiciones de derechos fundamentales (Alexy, 2008, 
p. 48), que para el caso colombiano están formalmente determinadas en el Capítulo 1 del Título 
II de la Constitución Política de 1991. No obstante, lo anterior y tal como sucede de manera 
análoga con la Constitución Alemana, en donde Fr. Klein (1975) citado por Alexy (2008, p. 48) 
alude a las “disposiciones satélites correspondientes”, también podemos encontrar en la Carta 
de 1991 que los derechos fundamentales están diseminados por todo el texto constitucional. Por 
ejemplo, el artículo 44 de la Constitución (Asamblea Nacional Constituyente, 1991) 
expresamente refiere todo un catálogo de derechos fundamentales de los niños; en el artículo 93 
se manifiesta que los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, 
prevalecen en el orden interno y como consecuencia integran el bloque de constitucionalidad 
strictu sensu (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencias: C 251 (1997); C 191 (1998) y C 401, 
(2005); también son considerados como derechos fundamentales aquellos que tienen alguna 
conexidad con un derecho fundamental20, como ocurría con el derecho a la salud antes de ser 
establecido como derecho fundamental por la Ley 1751 de 2015 y finalmente son considerados 




20 Al respecto leer sentencias de la Corte Constitucional en sus diferentes salas de selección de tutela: Sentencias T-
571-92, T-630-02, T-984-04, T-524-07, T-561A-07, T-572-07, T-577-07-T-1049-07, T-001-08 y T-233-08. 
 
 
 En relación con este último grupo de derechos fundamentales, la Corte Constitucional en 
la sentencia T-519 (2003) dio el trato de derecho innominado a la estabilidad laboral reforzada y 
expresó que, en principio no existe un derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada, no 
obstante, frente a ciertas personas, se presenta una estabilidad laboral reforzada en virtud de su 
especial condición física o laboral y finalmente, que se debe probar la conexidad entre la 
condición de debilidad manifiesta y la desvinculación laboral, está última como constitutiva de un 
acto discriminatorio y un abuso del derecho21. Entonces, se concluye sin ambages, la existencia 
de un derecho fundamental innominado a la estabilidad laboral reforzada por razones de salud 
que colisiona con el derecho económico de la empresa en su calidad de deudor para procurar el 
aprovechamiento máximo de su patrimonio. 
 En aras de la verdad, se debe resaltar que, de alguna manera la Corte Constitucional 
solucionó el problema planteado en el presente trabajo, al indicar que: 
El numeral 5º del artículo 50 de la Ley 1116 de 2006 no quebranta la protección 
constitucional que se confiere al derecho al trabajo (Art. 25 y preámbulo), ni el principio 
de estabilidad que rige de manera general las relaciones laborales (Art. 53), como quiera 
que la medida de dar por terminados los contratos de trabajo a consecuencia de la 
declaratoria de liquidación judicial, no responde al querer caprichoso, omnímodo o 
injustificado del empleador. Por el contrario, está vinculada a la finalidad de propender 
por el mejor aprovechamiento del patrimonio del deudor, en procura de optimizar la 
garantía de satisfacción del conjunto de obligaciones y créditos reconocidos, incluso con 
 
 
21  Al respecto, la Corte Constitucional, Sala Sexta de Selección, Sentencia T 519, 2003 expresó:  
“Como antes se señaló, no existe un derecho fundamental a la conservación del trabajo o a permanecer determinado 
tiempo en cierto empleo. No obstante, en virtud de las particulares garantías que señala la Constitución, algunos 
sujetos tienen especial protección a su estabilidad laboral. En esa medida no se les puede desvincular laboralmente 
mientras no exista una especial autorización de la oficina del trabajo o del juez. Es el caso de las mujeres en estado 
de embarazo, los trabajadores aforados, las personas limitadas –por la debilidad manifiesta en que se encuentran.” 
 
 
prelación de las acreencias salariales y prestacionales de los trabajadores.” (Corte 
Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 071, 2010)  
 No obstante, la Corte dejó de lado la consideración importante, relativa a la existencia de 
trabajadores que, por sus condiciones de debilidad manifiesta, como consecuencia de 
padecimientos de salud, se ven fácticamente impedidos a encontrar otro empleo que, les 
garantice, tanto a ellos como a sus familias, una subsistencia en condiciones dignas. 
 
4.5 De la estabilidad laboral dentro del análisis tridimensional de la 
dogmática jurídica 
 
 Considerando que, la estabilidad laboral reforzada es un derecho fundamental 
innominado, sujeto de ser tutelado por parte de la jurisdicción constitucional y que está 
inescindiblemente ligado, al derecho fundamental al trabajo, al realizar un estudio de la 
dogmática jurídica, que en palabras de (Alexi, 2008) está constituida por tres dimensiones a 
saber: “la analítica, la empírica y la normativa” (p. 13); a continuación, se abordará una aplicación 
práctica de esta teoría tridimensional, con el objetivo de dar respuesta a la confrontación entre el 
derecho a la estabilidad laboral reforzada de personas en condición de debilidad manifiesta por 
razones de salud, como parte del principio de estabilidad en el empleo establecido en el artículo 
53 de la Constitución Política (Asamblea Nacional Constituyente, 1991), ligado al trabajo en su 
triple dimensión Vs los Derechos Económicos de las Empresas ligados a los principios de libertad 
de empresa y libertad económica, expresados en el artículo 333 de la Carta de 1991. 
4.6 Dimensión Analítica 
 
 Respecto a este punto, que para (Alexi, 2008), gira en torno a la “exploración conceptual 
y sistemática del derecho válido” (subrayado y negrita por fuera de texto original), es preciso 
indicar que, el desarrollo teórico que se ha dado, al concepto de validez no ha sido uniforme, 
claro, ni homogéneo. Por lo tanto, con el objetivo de realizar una comparación objetiva, es 
 
 
imperativo citar a cinco autores y a la misma Corte Constitucional colombiana, en cuanto exponen 
desde su óptica, la definición de validez. 
 En primer lugar (Kelsen, 1995), quien representa a la escuela positivista, manifiesta que, 
“Por “validez” se entiende la existencia específica de las normas. Decir que una norma es válida 
equivale a declarar su existencia o – lo que es lo mismo – a reconocer que tiene “fuerza 
obligatoria” frente a aquellos cuya conducta regula.” (p. 35). Esto denota, la asimilación que 
brinda el autor, a los conceptos de validez, existencia y fuerza vinculante, que en palabras de 
(Nino, 1985): 
Cuando Kelsen equipara validez con fuerza vinculante está usando ‘fuerza vinculante’ 
en un sentido especial (para referirse, por ejemplo, a la circunstancia de que otra norma 
del sistema prescribe obedecer la norma en cuestión), y …cuando equipara validez con 
existencia, ‘existencia’ significa aquí pertenencia de una norma a un sistema jurídico” (p. 
9) 
 En segundo lugar, (Ross, 1969), representante de la escuela realista escandinava, 
esgrime los diversos sentidos que se ha dado al término validez; así distingue entre “la noción 
de validez en relación con la eficacia jurídica; la noción de validez en tanto eficacia sociológica y 
la noción de validez en virtud de fuerza obligatoria moral” (p. 26), quien defiende la noción de 
validez en tanto eficacia sociológica como el verdadero sentido de validez, “el cual se refiere en 
términos generales a la probabilidad de que las normas sean aplicada por los jueces y demás 
funcionarios encargados de decidir en casos concretos” (Corte Constitucional, Sala Plena, 
Sentencia C 873, 2003). 
 De otro parte,  (Bobbio, 1987), caracteriza la validez como la existencia específica de las 
normas dentro de un sistema jurídico; lo anterior quiere significar que la “validez jurídica de una 
norma equivale a existencia de esa norma como norma jurídica” (p. 21) y para decidir si una 
norma es válida es preciso realizar tres operaciones: 
 
 
1. Determinar si la autoridad que la promulgó tenía el poder legítimo para expedir normas 
jurídicas 
2. Comprobar si no ha sido derogada, comoquiera que una norma puede haber sido 
válida, en el sentido de haber sido promulgada por un poder autorizado para hacerlo. 
3. Comprobar que no sea incompatible con otras normas del sistema (lo que también se 
llama derogación implícita), (p. 21). 
 Por otra parte, el propio (Alexy, 2003), indica tres conceptos de validez del derecho a 
saber: “el concepto sociológico de validez, el concepto ético de validez y el concepto jurídico de 
validez” (p. 89). Frente al concepto sociológico de validez, Alexy (2003) indica que “una norma 
vale socialmente si es obedecida o en caso de desobediencia se aplica una sanción” (p. 87). De 
cara al concepto ético de validez, Alexy (2003) describe que “el objeto del concepto ético de 
validez es la validez moral.  Una norma vale moralmente cuando está moralmente justificada.” 
(p. 88), así el autor indica que, en virtud de este concepto: “la validez de una norma no se basa 
ni en su eficacia ni en su legalidad conforme al ordenamiento, sino exclusivamente en su 
corrección, que ha de ser demostrada a través de una justificación moral” (p. 88). 
 Finalmente, en relación con el concepto jurídico de validez, el doctrinante alemán 
manifiesta: “una norma vale jurídicamente cuando es dictada por el órgano competente, de 
acuerdo con el procedimiento previsto y no lesiona un derecho de rango superior; dicho 
brevemente: cuando es dictada conforme al ordenamiento” (Alexy, 2003, p. 89). Frente al 
concepto de validez en el ordenamiento jurídico colombiano, (Pinilla, 2012) expresa:  
En la Constitución colombiana de 1991 la relación entre validez y eficacia parece estar 
claramente inmersa en los artículos 1° y 2° que hacen parte de los principios 
fundamentales incorporados en el Titulo I. El artículo 1° al consagrar el Estado social de 
derecho y el 2° al consignar que: “Son fines esenciales del Estado (…) garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución (…) y 
 
 
asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. Y luego, en la misma 
disposición, precisa: “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a 
todas las personas (…) y para asegurar el cumplimiento de los deberes del Estado. 
(p.23) 
 Es así como la Corte Constitucional, frente al concepto de validez normativa ha expresado 
que la cláusula general de competencia descrita en el artículo 150 de la Constitución (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991), al igual que los aspectos de la esencia que orientan el 
procedimiento para la creación del derecho, conforman el marco de referencia para la validez 
formal de las normas jurídicas; y por otra parte, que cuando se hace alusión al contenido concreto 
de la regla jurídica correspondiente y su comparación con los postulados constitucionales, 
estamos hablando de validez material, la cual está consagrada expresamente en el artículo 4º 
de la Carta (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 054, 2016). En tal sentido, la Corte en 
sentencia C-054 de 2016 concluyó: 
Según lo han sostenido diferentes vertientes de la teoría del derecho, dicha 
compatibilidad no solo se predica de las previsiones constitucionales comprendidas 
como reglas, sino también de los principios, valores y postulados de moralidad política 
que dan sentido a la Carta Política. Precisamente, el ejercicio del control de 
constitucionalidad es, ante todo, una comprobación acerca de la validez de las normas 
jurídicas (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 054, 2016). 
 A partir de este punto, y acogiendo lo más relevante de los cinco autores, tanto el derecho 
a la estabilidad laboral reforzada (desarrollado dentro del principio de estabilidad en el empleo y 
del trabajo en su triple dimensión), como los derechos económicos de las empresas (desarrollado 
dentro de los principios de libertad de empresa y libertad económica), son normas válidas en 
cuanto pertenecen a un sistema jurídico (Kelsen); son aplicables por jueces y funcionarios en el 
momento de decidir casos concretos (Ross); la autoridad que la promulgó tenía el poder legítimo 
 
 
para expedir las normas (Asamblea Nacional Constituyente y Congreso de la República) y ambas 
normas no han sido derogadas hasta el momento. (Bobbio, 1987).  
 Empero, los principios de libertad de empresa y libertad económica, así como los 
derechos económicos de las empresas riñen y son incompatibles con el principio de estabilidad 
en el empleo y el derecho a la estabilidad laboral reforzada de personas con padecimientos de 
salud, así como con el trabajo en su triple dimensión, en tanto a partir del momento en que una 
empresa entra en causal de liquidación, con el objetivo de administrar su patrimonio de cara a 
los acreedores, se terminan los contratos de trabajo de personas en situación de debilidad 
manifiesta por razones de salud sin buscar otra solución más allá que el pago de una 
indemnización. 
 De igual forma, en virtud del concepto jurídico de validez expresado por (Alexy, 2003), 
aunque ambas normas han sido dictadas por el órgano competente y de acuerdo con el 
procedimiento previsto, al aplicar los derechos económicos de las empresas sin distinción de la 
especial condición de algunos trabajadores, quienes se encuentran en situación de debilidad 
manifiesta por razones de salud; se están lesionando principios, derechos, valores y postulados 
de rango superior (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 054, 2016), que están 
claramente inmersos en los artículos 1º y 2º de la Constitución (Asamblea Nacional 
Constituyente, 1991). Consecuentemente, se hace evidente la validez del ordenamiento jurídico 
colombiano se erige a partir de la lectura de los principios fundamentales establecidos en el Título 
I de la Carta Política de 1991 y especialmente en su artículo 4º que manifiesta el carácter 
prevalente que tiene la Constitución sobre las otras normas jurídicas. 
 Bajo este supuesto, el derecho a la estabilidad laboral reforzada por razones de salud, a 
pesar de ser un derecho innominado, como se ha expresado a lo largo del presente escrito, se 
configura como elemento indefectible del principio de estabilidad en el empleo (Corte 
Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 200, 2019), este último, caracterizado por su validez 
 
 
formal, en tanto fue erigido en el artículo 53 de la Constitución por la Asamblea Nacional 
Constituyente, como por su validez material, por cuanto goza, del carácter prevalente sobre otras 
normas jurídicas, como lo es la disposición establecida en el numeral 5º del artículo 50 de la Ley 
1116 (Congreso de la República de Colombia , 2006), relacionada con uno de los efectos de la 
apertura del proceso de liquidación judicial, como lo es la terminación de los contratos de trabajo,  
con el correspondiente pago de las indemnizaciones a favor de los trabajadores, sin autorización 
administrativa o judicial alguna. A modo de cierre, de conformidad en la dimensión analítica, el 
derecho a la estabilidad laboral reforzada, desarrollada dentro del principio de estabilidad en el 
empleo y la triple dimensión del derecho del trabajo, ha sido cercenado por el derecho a la libertad 
económica de las empresas, cuando se presentan procesos de liquidatorios. 
4.7  Dimensión Empírica 
 
 Por su parte esta dimensión, de la dogmática jurídica, sin duda alguna, tuvo como origen 
primigenio el empirismo británico que promovieron los filósofos John Locke, George Berkeley y 
David Hume citados en  (Del Solar, 2010) 
Para John Locke (1999), la experiencia se constituye en el fundamento del 
conocimiento. En este sentido, Locke explica que la mente es un papel en blanco, limpio 
de toda inscripción; en donde la experiencia activa la imaginación del hombre y junto 
con “las observaciones que hacemos acerca de los objetos sensibles externos o acerca 
de las operaciones internas de nuestra mente, que percibimos, y sobre las cuales 
reflexionamos nosotros mismos, es lo que provee a nuestro entendimiento de todos los 
materiales del pensar” (p. 83). 
 Por su parte, (Berkeley, 1710) indica que la existencia de las ideas depende de la 
percepción, “ya que el tener ideas es lo mismo que percibir” (p.34), de esta manera no se puede 
concebir algo sin que haya sido experimentado por alguien. Mientras que, para (Hume, 2001) 
todas las percepciones de la mente humana se reducen a las impresiones y a las ideas. Mientras 
 
 
que, las percepciones que llegan con más fuerza y violencia las llama impresiones, por ideas se 
entienden las imágenes débiles de las impresiones en el pensamiento y razonamiento (p. 20). 
 De igual forma, (Hume, 2001), destaca que “sentir consiste en tener percepciones fuertes, 
mientras que el pensar consiste en tener percepciones más débiles. La impresión es originaria, 
mientras que la idea depende de la impresión” (p. 76). A la luz de estos postulados, es que nace 
empirismo jurídico, el cual: 
Sostiene, en concreto, que no hay más Derecho que el elaborado o producido como 
consecuencia de los hechos sociales, políticos, económicos e históricos que se hayan 
experimentado, realizado o dado, tal cual, sin interpretaciones o elucubraciones 
posteriores de carácter racionalista. En otras palabras, niega, de un lado, la existencia 
de derechos innatos o naturales del hombre; y, de otro lado, el uso de la razón en la 
creación del Derecho (Del Solar, 2010, párr. 2). 
 En resumen, se puede manifestar que, el empirismo jurídico, parte de la experiencia 
jurídica del hombre y de los pueblos, se fundamenta los hechos más que en la razón y compara 
no solo las instituciones, sino también, los sistemas y órdenes jurídicos independientes. Ahora 
bien, frente a la dimensión empírica de la dogmática jurídica, (Alexi, 2008) manifiesta:  
En la dimensión empírica no se trata tan sólo de la descripción del derecho legislado 
sino también de la descripción y pronóstico de la praxis judicial, es decir, no sólo el 
derecho legislado sino también del derecho judicial. Además, en la medida en que es 
condición de la validez positiva del derecho legislado y judicial, la eficacia del derecho 
es también objeto de la dimensión empírica. Por lo tanto, el objeto de la dimensión 
empírica se extiende más allá de los conceptos de derecho y de validez del positivismo 
legislativo (p. 14). 
 Dicho lo anterior, al realizar un análisis de lo que (Alexi, 2008), denomina como “derecho 
judicial” no hace referencia de otra cosa que, de jurisprudencia, la cual tiene plena incidencia en 
 
 
la eficacia del derecho, por cuanto, a través de las concesiones, órdenes, exhortaciones y 
revocaciones dispuestas en, la parte resolutiva de las sentencias, se hace efectiva la praxis 
judicial. En el mismo sentido, la Corte Constitucional ha referido: 
(c) La ―eficacia de las normas puede ser entendida tanto en un sentido jurídico como 
en un sentido sociológico; es el primero el que resulta relevante para efectos del asunto 
bajo revisión. El sentido jurídico de eficacia hace relación a la producción de efectos en 
el ordenamiento jurídico por la norma en cuestión; es decir, a la aptitud que tiene dicha 
norma de generar consecuencias en derecho en tanto ordena, permite o prohíbe algo. 
Por su parte, el sentido sociológico de eficacia se refiere a la forma y el grado en que la 
norma es cumplida en la realidad, en tanto hecho socialmente observable; así, se dirá 
que una norma es eficaz en este sentido cuando es cumplida por los obligados a 
respetarla, esto es, cuando modifica u orienta su comportamiento o las decisiones por 
ellos adoptadas (Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C 873, 2003). 
 Es así como, al realizar un estudio de la dimensión empírica del derecho fundamental 
innominado a la estabilidad laboral reforzada, se puede indicar, sin ambages que, durante los 
casi treinta años de expedición de la Constitución Política (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991), la Corte Constitucional de manera prolífica, ha tutelado los derechos fundamentales de 
personas en situación de debilidad manifiesta, como consecuencia de algún tipo de situación de 
discapacidad originado por una enfermedad.  
 Esto implica que, las disposiciones constitucionales en donde se brinda una protección a 
la estabilidad laboral reforzada22 además de ser válidas han sido eficaces y más exactamente 
han ostentado el grado de “eficacia instrumental”, explicada por García (2014) como “la 
 
 
22 Artículos 13, 47, 53, 54 y 68 de la Constitución Política de 1991. 
 
 
existencia de una norma no se explica simplemente por su validez formal sino por su capacidad 
para producir un cierto comportamiento en los individuos destinatarios de la norma” (p. 92). 
 No obstante, cuando el derecho a la estabilidad laboral reforzada de personas con 
padecimientos de salud, involucrado dentro del principio de estabilidad en el empleo, se enfrenta 
con los derechos económicos de las empresas, el cual emana de los principios de libertad de 
empresa y libertad económica, estos dos últimos quitan toda eficacia al primero, por cuanto en 
todo caso las personas en estas circunstancias son despojadas de su derecho fundamental al 
trabajo. Finalmente, es preciso citar a (Bobbio, 1987)  quien plantea que, la problemática 
relacionada con la eficacia conlleva al terreno de aplicación de las normas jurídicas, es decir a la 
esfera de: 
(…) los comportamientos efectivos de los hombres que viven en sociedad, de sus 
intereses opuestos, de las acciones y reacciones frente a la autoridad, y da lugar a las 
investigaciones en torno a la vida del derecho, en su nacimiento, en su desarrollo, en 
sus cambios, investigaciones que de ordinario están relacionadas con el análisis de 
carácter histórico y sociológico (p.21). 
 Precisamente, es este punto, en torno al cual ha girado el presente trabajo investigativo, 
intentando determinar las características, acciones y reacciones, frente al, principio de estabilidad 
laboral reforzada, su desarrollo, sus cambios y el análisis que merece dentro del contexto de los 
procesos liquidatorio de empresas, el cual, como se acaba de explicar, ha perdido eficacia frente 
a los principios de libertad económica y de empresa, el que ha dejado de beneficiar, así lo 
manifestó (Zorrilla, 1997) “a cuantos ostentan la cualidad de portadores de un interés legítimo – 
signo de la utilidad o ventaja pretendida – que les introduce en la esfera protectora del 
ordenamiento jurídico”  (p.p. 3-4) , tal como, es el caso de las personas en situación de debilidad 
manifiesta como consecuencia de sus padecimientos de salud. 
 
 
4.8 Dimensión Normativa 
 
 En primer lugar, de acuerdo con (Kensel, 2013): 
 
El conocimiento jurídico está dirigido, pues, hacia normas que poseen la característica 
de ser normas jurídicas; que otorgan a ciertos acontecimientos el carácter de actos 
conforme a derecho (o contrario a derecho). Puesto que el derecho, que constituye el 
objeto de ese conocimiento, es una ordenación normativa del comportamiento humano; 
lo que significa: es un sistema de normas que regula el comportamiento humano (p.19). 
 Así pues, luego de explicar que, las normas jurídicas regulan determinados actos y de 
haber hecho una definición clásica del concepto de Derecho, frente a la dimensión normativa, 
(Kensel, 2013) manifiesta que “con la palabra “norma” se alude a que algo deba ser o producirse; 
especialmente, a que un hombre deba comportarse de determinada manera” (p.19); asimismo, 
la norma también puede prohibir determinado comportamiento.  
 En ese orden de ideas, se hace imperativo referir que el artículo 26 de la Ley (Congreso 
de la República de Colombia, 1997), modificado por el artículo 137 del Decreto Nacional 019 de 
2012 establece que: 
En ningún caso la discapacidad de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una 
vinculación laboral, a menos que dicha discapacidad sea claramente demostrada como 
incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna 
persona en situación de discapacidad podrá ser despedida o su contrato terminado 
por razón de su discapacidad, salvo que medie autorización de la Oficina del Trabajo.” 
(Negrita por fuera de texto original) (Congreso de la República de Colombia, 1997) 
 Con estos argumentos, se erigió legalmente la manera como deben comportarse las 
empresas en el momento en que buscan dar por terminado un contrato de trabajo, con una 
persona en condiciones de debilidad manifiesta como consecuencia de un padecimiento 
 
 
cualquiera que sea su origen. Por lo que, la Corte Constitucional ha reiterado y unificado su 
criterio al sostener: 
Una vez las personas contraen una enfermedad, o presentan por cualquier causa 
(accidente de trabajo o común) una afectación médica de sus funciones, que les impida 
o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en condiciones regulares, se 
ha constatado de manera objetiva que experimentan una situación constitucional de 
debilidad manifiesta, y se exponen a la discriminación. La Constitución prevé contra 
prácticas de esta naturaleza, que degradan al ser humano a la condición de un bien 
económico, medidas de protección, conforme a la Ley 361 de 1997. En consecuencia, 
los contratantes y empleadores deben contar, en estos casos, con una autorización de 
la oficina del Trabajo, que certifique la concurrencia de una causa constitucionalmente 
justificable de finalización del vínculo. De lo contrario procede no solo la declaratoria de 
ineficacia de la terminación del contrato, sino además el reintegro o la renovación del 
mismo, así como la indemnización de 180 días de remuneración salarial o sus 
equivalentes. (Negrita y subrayado por fuera de texto original) (Corte Constitucional, 
Sala Plena, Sentencia SU 040, 2018) 
 De esta manera, se estableció a través de una norma que ha sido desarrollada 
jurisprudencialmente, la proscripción de obstaculizar el acceso al empleo de personas en 
situación de discapacidad e inclusive en condiciones de debilidad manifiesta, así como la 
prohibición de terminar el contrato debido a su situación de salud, con lo cual, se indica la forma 
y el comportamiento esperado por parte del ordenamiento jurídico. Más bien, frente a la 
dimensión normativa, (Alexi, 2008) refiere que debe ir: 
Más allá de la simple narración de aquello que puede identificarse en la dimensión 
empírica como derecho positivo válido, para llegar a la orientación y crítica de la praxis 
jurídica, sobre todo de la praxis de la actividad judicial. Para ella es constitutiva la 
 
 
pregunta de cuál es, en el caso concreto y sobre la base del derecho positivo válido, la 
decisión correcta (p.15). 
 Por ejemplo, al realizar una crítica a la praxis jurídica de, la terminación de los contratos 
de trabajo de personas en condiciones de debilidad manifiesta como consecuencia de una 
enfermedad o accidente de cualquier origen dentro del proceso liquidatorio de una empresa, se 
hace evidente que, hasta el momento, el Estado colombiano no ha brindado mecanismos 
jurídicos, que permitan una solución de reincorporación y/o reubicación real y efectiva a las 
personas que, se encuentran en estas circunstancias cuando como consecuencia de la apertura 
del proceso liquidatorio y se han claudicado sus contratos de trabajo. Importante, entonces 
cuestionar: ¿cuál es, para este caso concreto, la decisión correcta? 
 Esta Pregunta, que en buena medida, ha sido allanada por la Corte Constitucional, la 
cual, como se indicó en el capítulo anterior, exhortó al Congreso de la República para que, legisle 
sobre la desvinculación de sujetos de especial protección constitucional en procesos de 
reestructuración y reforma de la administración pública; así como, para crear estrategias que 
faciliten su readaptación, colocación, reubicación e inserción laboral (Corte Constitucional, Sala 
Tercera de Revisión, Sentencia T- 540, 2015) y  en tal sentido, ha ordenado la reincorporación o 
reubicación de trabajadores en las circunstancias anotadas dentro de procesos de renovación, 
suspensión y liquidación de entidades públicas.  
 Sin embargo, hay que resaltar que son exiguas las providencias (se encontraron 
únicamente tres), en las cuales, la Corte Constitucional ha ordenado reubicar, colocar e insertar, 
laboralmente, a los trabajadores en las anotadas circunstancias. Además, frente a procesos de 
liquidación de entidades privadas, en el presente estudio no se encontró que se hubiese aplicado 
una solución similar. Razón por la cual, a partir de las tres dimensiones anteriormente analizadas, 
el derecho a la estabilidad laboral reforzada vs los derechos económicos de las empresas, han 
sido estudiados de manera unificada, argumentado por Alexi (2008) de la siguiente forma: 
 
 
Frente a las tres dimensiones, el carácter de la ciencia del derecho como disciplina 
práctica resulta ser un principio unificador. Si la ciencia del derecho ha de cumplir 
racionalmente su tarea práctica, tiene entonces que vincular a las tres dimensiones entre 
sí. Tiene que ser una disciplina integradora multidimensional: la vinculación de las tres 
dimensiones es una condición necesaria de la racionalidad de la ciencia del derecho 
como disciplina práctica (p.17). 
 De modo que, al haber realizado un análisis tridimensional de la dogmática jurídica, se 
examinaron los problemas, en torno a, la dimensión de validez práctica de los derechos 
fundamentales, siendo competencia de la dimensión analítica; se hizo un estudio del 
conocimiento del derecho judicial (jurisprudencia), que compete a la dimensión empírica, y 
finalmente; se analizaron las valoraciones de la norma y su crítica a la praxis jurídica, que 
concierne a la dimensión normativa.  
 En consecuencia, a partir de lo estudiado y aludiendo a Alexy (2008), “la vinculación de 
las tres dimensiones en la orientación de la tarea práctica de la ciencia del derecho, constituye 
lo dogmático y, con ello, lo jurídico en sentido estricto” (p.18), con lo que, se erige la denominada 
teoría jurídica de los derechos fundamentales, que orienta la tarea práctica de la “ciencia del 
derecho”. Por tal motivo, a continuación, se relaciona la teoría tridimensional de la dogmática 
jurídica con el problema planteado al inicio de trabajo. 
4.9  Relación de la teoría tridimensional de la dogmática jurídica y situación 
de trabajadores en circunstancias de debilidad manifiesta por razones de 
salud dentro de procesos liquidatorios de empresas 
 
 Al estudiar la situación de los trabajadores en circunstancias de debilidad manifiesta por 
padecimientos de salud, que como consecuencia, de un proceso liquidatorio han sido 
despedidos, analizados a la luz de la teoría tridimensional de la dogmática jurídica, la cual ofrece 
 
 
herramientas y elementos de juicio, que, inicialmente no son tenidos en cuenta por la 
interpretación normativa positivista tradicional, ha servido, para el planteamiento de la propuesta 
de esta investigación, que se acerca a la problemática real y social, en la cual se encuentran 
inmersos los trabajadores enfermos. 
 En relación con lo anterior, la Corte Constitucional ha brindado la opción de crear 
estrategias que faciliten la readaptación, colocación, reubicación e inserción laboral a través de 
una orden al Congreso de la República para que legisle en esta materia, pero únicamente 
tratándose de procesos de reestructuración y reforma de la administración pública; lo cual en 
comienzo deja por fuera de esta posibilidad a los trabajadores de empresas privadas. 
 Es entonces, a través de, la aplicación de la teoría tridimensional de la dogmática jurídica 
que se puede afirmar que, la propuesta de establecer verdaderos mecanismos jurídicos que 
permitan reubicar, readaptar e insertar laboralmente a trabajadores con padecimientos de salud, 
independientemente de la relación laboral, legal o reglamentaria que tengan; es válida, 
normativamente plausible y jurisprudencialmente aplicable. 
 Por tal razón, la propuesta nace, en tanto, al haber analizado a profundidad los diversos 
procesos liquidatorios de entidades públicas y privadas, se concluye, sin ambages, que, los 
verdaderos perjudicados son los trabajadores, en especial aquellos que, tienen padecimientos 
de salud. De modo que, quienes se enfrentan a múltiples barreras de acceso de reincorporación 
o reubicación a otros empleos, en condiciones similares, a las que tenían antes de ser 
despedidos. Además, como quiera que no tienen una calificación de pérdida de capacidad laboral 
superior al 50%, no pueden acceder a una pensión de invalidez. 
 Todo esto, repercute en un drama personal, familiar y social, toda vez que, al estar 
enfermos, se van convirtiendo en una carga para su núcleo familiar, sin un salario para subsistir 
y sin ninguna subvención por parte del Estado para sobrevivir. Al respecto, (Nussbaum, 2007)) 
expresa que, dentro de los tres problemas no resueltos de la justicia social, se encuentra el 
 
 
problema de la justicia, hacia las personas con discapacidades físicas y mentales, en palabras 
de la filósofa estadounidense: 
Se trata de personas como todas las demás, pero hasta ahora las sociedades existentes 
no las han tratado en un plano de igualdad con los demás ciudadanos. El problema de 
extender a estas personas la educación, la asistencia médica, los derechos y las 
libertades políticas, y en general la igualdad como ciudadanos, parece un problema de 
justicia, y un problema urgente. (Nussbaum, 2007, p. 22) 
 Es así como, este problema se hace extensivo a personas con padecimientos de salud 
dentro de procesos liquidatorios de empresas, quienes, si bien es cierto, no ostentan una 
calificación como personas discapacitadas; ven limitados sus derechos y libertades políticas; y 
tradicionalmente han sido discriminados en materia de acceso, reubicación y conservación de su 
empleo. De nuevo, Nussbaum (2007) alude que el contrato social, del que formamos parte, no 
presenta doctrina alguna que “incluya a las personas con graves y raras deficiencias en el grupo 
de los que deben escoger los principios políticos básicos” (Nussbaum, 2007, p. 35). De esta 
forma, indica la autora, es bien sabido que esta clase de personas se consideraba que no 
formaban parte de la sociedad. 
 Por último, respecto al propósito,  en torno al cual,  se desarrolló el presente trabajo,  
además, de proponer mecanismos que permitan la inclusión de las trabajadores en las aludidas 
circunstancias dentro de procesos liquidatorios de empresas, plantea también,  la posibilidad de 
brindar un tratamiento diferencial positivo, en torno a la reivindicación de sus derechos, con el 
objetivo de reubicar, localizar y reintegrar a este importante sector de la población en entidades 
públicas o empresas particulares, en donde se entiendan sus necesidades, se traten sus 







 Culminado el proceso de investigación, y revisado el concepto y desarrollo jurisprudencial 
de la estabilidad laboral reforzada de personas con padecimientos de salud en el marco de la 
liquidación de empresas en Colombia; así como al estudiar la evolución histórica del concepto 
de quiebra, banca rota e insolvencia, dentro de la normatividad nacional e internacional y la 
jurisprudencia; tanto de la Corte Suprema, como de la Corte Constitucional, se logró demostrar 
que, hasta el momento, se ha dado prevalencia a los procesos liquidatorios sobre los derechos, 
garantías y principios de raigambre constitucional de los trabajadores que se encuentran en 
circunstancias de debilidad manifiesta por razones de salud.  
 Expuesto lo anterior, con el objetivo de dar respuesta a la pregunta de investigación,  
formulada al inicio del presente trabajo, así como, para validar la hipótesis planteada; en primer 
lugar, se observó la importancia que reviste la estabilidad laboral en su doble condición de 
principio y derecho constitucional fundamental, teniendo en cuenta, la vocación de permanencia 
que caracteriza al trabajo y la exigibilidad de conductas, tanto positivas como negativas, que 
obligan al empleador a garantizar esta doble acepción. En segundo lugar, se destacó la 
importancia de aplicar normas de derecho internacional debidamente ratificadas por Colombia, 
que obligan, al Estado a buscar mecanismos de reubicación y readaptación de personas en 
circunstancias de debilidad manifiesta por afecciones de salud, dentro de procesos liquidatorios 
de empresas. 
 Asimismo, se hizo una correlación entre el tratamiento brindado en el derecho 
colombiano, el derecho español y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en torno a, la 
relación simbiótica entre, el alcance protector de personas con limitación en su capacidad de 
trabajar de carácter duradero, y la, estabilidad laboral reforzada de personas en situación de 
debilidad manifiesta como consecuencia de padecimientos de salud, contemplando como 
 
 
solución común aplicable a casos similares, la posibilidad de brindar garantías de protección más 
allá de una mera indemnización. 
 En suma, a través de la teoría tridimensional de la dogmática jurídica, que permite brindar 
soluciones diferentes a las planteadas por la interpretación normativa positivista tradicional, se 
plantea como solución al problema de la terminación de los contratos de trabajo de personas en 
circunstancias de debilidad manifiesta dentro de procesos liquidatorios de empresas, la 
posibilidad de reubicar, localizar y reintegrar en entidades públicas o empresas particulares a 
estos trabajadores, con el objetivo de dar plena garantía a sus derechos fundamentales y tratar 
sus padecimientos de salud.  
 Así las cosas, debe reconocerse la importancia del principio de estabilidad laboral dentro 
del ordenamiento jurídico colombiano, pues impone al Estado la obligación de proteger 
especialmente a aquellas personas que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta, 
velar por el respeto, aplicación y no menoscabo de sus derechos fundamentales, así como el 
imperativo de la adopción de medidas encaminadas a favorecer este grupo de personas que 
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